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II. PROPOSICIONES NO DE LEY (P.N.L.).

P.N.L. 397-I1

DESESTIMACIÓN por la Comisión de Educación
y Cultura de la Proposición No de Ley pre-
sentada por el Procurador D. Antonio Losa
Torres, relativa a habilitación de crédito
extraordinario destinado a subvencionar la
Orquesta Ciudad de León «Odeón Alonso»
y suscripción de un Convenio con la
misma, publicada en el Boletín Oficial de
estas Cortes, N.º 85, de 23 de septiembre
de 2000.

P.N.L. 398-II

ENMIENDA presentada por el Grupo Parlamenta-
rio Socialista a la Proposición No de Ley
formulada por el Grupo Parlamentario
Popular, relativa a creación de un carnet
dirigido a jóvenes de 26 a 30 años, publica-
da en el Boletín Oficial de estas Cortes, N.º
85, de 23 de septiembre de 2000.

P.N.L. 398-III

APROBACIÓN por la Comisión de Educación y
Cultura de Resolución relativa a la Propo-
sición No de Ley presentada por el Grupo
Parlamentario Popular, sobre creación de
un carnet dirigido a jóvenes de 26 a 30
años, publicada en el Boletín Oficial de
estas Cortes, N.º 85, de 23 de septiembre
de 2000.

P.N.L. 401-II

ENMIENDA presentada por el Grupo Parlamenta-
rio Popular a la Proposición No de Ley for-
mulada por el Procurador D. Antonio Losa
Torres, relativa a ubicación y construcción
de la Escuela Oficial de Idiomas de León,
publicada en el Boletín Oficial de estas
Cortes, N.º 90, de 2 de octubre de 2000.

P.N.L. 401-I1

DESESTIMACIÓN por la Comisión de Educación
y Cultura de la Proposición No de Ley pre-
sentada por el Procurador D. Antonio Losa
Torres, relativa a ubicación y construcción
de la Escuela Oficial de Idiomas de León,
publicada en el Boletín Oficial de estas
Cortes, N.º 90, de 2 de octubre de 2000.

P.N.L. 404-III

APROBACIÓN por la Comisión de Educación y
Cultura de Resolución relativa a la Propo-
sición No de Ley presentada por los Procu-
radores D. Joaquín Otero Pereira, D. José
M.ª Rodríguez de Francisco y D.ª Daniela
Fernández González, sobre edificación de
una nueva Escuela de Idiomas, publicada
en el Boletín Oficial de estas Cortes, N.º
90, de 2 de octubre de 2000.

P.N.L. 407-I1

DESESTIMACIÓN por la Comisión de Educación
y Cultura de la Proposición No de Ley pre-
sentada por la Procuradora D.ª Concepción
Martínez de Miguel, relativa a realización
de un Estudio, catalogación y protección
de restos paleontológicos e Icnitas en Tre-
bago y Almarza, publicada en el Boletín
Oficial de estas Cortes, N.º 94, de 18 de
octubre de 2000.

P.N.L. 488-I1

DESESTIMACIÓN por la Comisión de Medio
Ambiente de la Proposición No de Ley
presentada por el Procurador D. Antonio
Losa Torres, relativa a homogeneización
de los criterios de las Comisiones Provin-
ciales de Actividades Clasificadas respecto
al establecimiento de «bases de redes de
telefonía móvil», considerándolas no exen-
tas y declarando su sometimiento a la Ley,
publicada en el Boletín Oficial de estas
Cortes, N.º 121, de 27 de febrero de 2001.

P.N.L. 509-II

ENMIENDA presentada por el Grupo Parlamenta-
rio Popular a la Proposición No de Ley for-
mulada por los Procuradores D. Jesús
Málaga Guerrero, D.ª M.ª Luisa Puente
Canosa, D. Cipriano González Hernández
y D. José Yáñez Rodríguez, relativa a crea-
ción de un Programa de Termalismo ambu-
latorio, en el Balneario de Ledesma, publi-
cada en el Boletín Oficial de estas Cortes,
N.º 130, de 26 de marzo de 2001.

P.N.L. 509-III

APROBACIÓN por la Comisión de Sanidad y Bie-
nestar Social de Resolución relativa a la
Proposición No de Ley presentada por los
Procuradores D. Jesús Málaga Guerrero,
D.ª M.ª Luisa Puente Canosa, D. Cipriano
González Hernández y D. José Yáñez
Rodríguez, sobre creación de un Programa
de Termalismo ambulatorio, en el Balnea-
rio de Ledesma, publicada en el Boletín
Oficial de estas Cortes, N.º 130, de 26 de
marzo de 2001.

P.N.L. 542-I1

RETIRADA de la Proposición No de Ley presen-
tada por el Procurador D. Jesús Málaga
Guerrero, relativa a consulta con la Socie-
dad Castellano Astur Leonesa de Pediatría
sobre el interés de la vacunación universal
para la población infantil, publicada en el
Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, N.º 145, de 22 de mayo de 2001.

P.N.L. 543-I1

RETIRADA de la Proposición No de Ley presen-
tada por la Procuradora D.ª M.ª Luisa
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Puente Canosa, relativa a incremento de
médicos y dotación de servicios al Centro
de Salud del Barrio de Pizarrales de Sala-
manca, publicada en el Boletín Oficial de
las Cortes de Castilla y León, N.º 145, de
22 de mayo de 2001.

P.N.L. 576-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por los Pro-
curadores D.ª Rosario Velasco García, D.
Felipe Lubián Lubián y D. Antonio Losa
Torres, relativa a estudio de la lengua
gallega en la escuela Oficial de Idiomas de
Ponferrada, para su tramitación ante Edu-
cación y Culturra.

P.N.L. 577-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por el
Grupo Parlamentario Socialista, relativa a
infracciones de la Ley de Caza en el Par-
que Nacional de Picos de Europa, para su
tramitación ante Medio Ambiente.

P.N.L. 578-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por el
Grupo Parlamentario Popular, relativa a
mejora del transporte sanitario y del Servi-
cio de Urgencias y construcción del Centro
de Salud y del Centro de Especialidades en
la Comarca de Benavente, para su tramita-
ción ante Sanidad y Bienestar Social.

P.N.L. 579-I

PROPOSICIÓN NO DE LEY presentada por el
Grupo Parlamentario Socialista, instando
del Ministerio del Interior la Modificación
del Reglamento General de Conductores en
relación con los permisos de los diabéticos,
para su tramitación ante Pleno.

III. ACUERDOS Y COMUNICACIONES.

Acuerdos

CORRECCIÓN DE ERRORES en la publicación del
escrito de oposición a la creación de una
Comisión de Investigación sobre el proce-
so de resolución del concurso público para
la adjudicación de dos Casinos de Juego en
la Comunidad de Castilla y León, publica-
do en el Boletín Oficial de las Cortes de
Castilla y León, Nº. 151, de 18 de junio de
2001.

Cambios habidos en la Composición de las
Comisiones.

ELECCIÓN de Secretario de la Comisión de Esta-
tuto.

IV. INTERPELACIONES, MOCIONES, PRE-
GUNTAS Y CONTESTACIONES.

Preguntas con respuesta Oral ante el Pleno
(P.O.).

P.O. 542-I

PREGUNTA con respuesta Oral ante el Pleno for-
mulada a la Junta de Castilla y León por el
Procurador D. Cipriano González Hernán-
dez, relativa a razones por las que se ha
autorizado a 152 Centros Concertados
sobrepasar el número de alumnos por Centro.

Preguntas con respuesta Escrita (P.E.).

P.E. 1872-I1, P.E. 1880-I1, P.E. 1895-I1, P.E.
1900-I1 y P.E. 1901-I1

PRÓRROGA del plazo de contestación a diversas
Preguntas con respuesta Escrita.

P.E. 2027-I

PREGUNTA con respuesta Escrita formulada a la
Junta de Castilla y León por el Procurador
D. Juan C. Rad Moradillo, relativa a situa-
ción del expediente de concentración par-
celaria de la Horcajada (Burgos).

P.E. 2028-I

PREGUNTA con respuesta Escrita formulada a la
Junta de Castilla y León por el Procurador
D. José F. Martín Martínez, relativa a
censo de ganado porcino y volumen de
purines en el Municipio de Pedrajas de San
Esteban (Valladolid).

P.E. 2029-I

PREGUNTA con respuesta Escrita formulada a la
Junta de Castilla y León por el Procurador
D. José F. Martín Martínez, relativa a
capacidad anual de tratamiento de purines
en la planta prevista en Pedrajas de San
Esteban.

P.E. 2030-I

PREGUNTA con respuesta Escrita formulada a la
Junta de Castilla y León por el Procurador
D. José F. Martín Martínez, relativa a trata-
miento de purines en municipios distintos a
los de origen.

V. ORGANIZACIÓN DE LAS CORTES.

ACUERDO de la Mesa de las Cortes de Castilla y
León, por el que se anuncia concurso para
la contratación de proyecto arquitectónico
por el sistema de concurso de ideas, en
modalidad restringida, con intervención de
jurado para la construcción de la nueva
sede de las Cortes de Castilla y León.
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I. TEXTOS LEGISLATIVOS.

Proyectos de Ley (P.L.).

P.L. 16-IV

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Informe de la Ponen-
cia de la Comisión de Presidencia en el Proyecto de Ley
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de
Castilla y León, P.L. 16-IV.

Castillo de Fuensaldaña, a 5 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre
el Proyecto de Ley del Gobierno y de la Administración
de la Comunidad de Castilla y León, integrada por los
Procuradores señores Benito Muñoz, Canedo Aller, Fer-
nández González, Huidobro Díez y Sanz Vitorio y, ha
estudiado con todo detenimiento dicha Proposición de
Ley, así como las enmiendas presentadas a la misma, y
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 113 del
Reglamento de las Cortes de Castilla y León eleva a la
Comisión el siguiente:

INFORME

Antes de entrar en el estudio pormenorizado del Pro-
yecto de Ley y de las distintas enmiendas al articulado
presentadas a la misma, la Ponencia adoptó el criterio de
que aquellas enmiendas sobre las que no recayera un
pleno acuerdo entre los ponentes o que no fueran retira-
das por el propio Procurador que las presentó o por los
ponentes del Grupo Parlamentario autor de las mismas,
se entenderán apoyadas por estos, reservándose su futuro
debate y votación para Comisión.

TÍTULO DEL PROYECTO DE LEY

- No se han presentado enmiendas al título del Pro-
yecto de Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

- No se han presentado enmiendas a la Exposición de
Motivos.

ARTÍCULO UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO DOS

- La Enmienda número 1 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 1 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone una nueva redacción para el
apartado 2, ha sido aceptada en sus propios términos por
la Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación este
apartado queda redactado así: “2. Dirige la política y la
Administración. Ejerce la función ejecutiva y la potestad
reglamentaria de acuerdo con la Constitución, el Estatuto
de Autonomía y las leyes.”

ARTÍCULO TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO SEIS

- La Enmienda número 2 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ENMIENDA NÚMERO 3 DELGRUPO PARLAMENTA -
RIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 3 del Grupo Parlamentario
Socialista que propone la incorporación al artículo de un
nuevo apartado 7 no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

ENMIENDA NÚMERO 4 DELGRUPO PARLAMENTA -
RIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 3 del Grupo Parlamentario
Socialista que propone la incorporación al artículo de un
nuevo apartado 8 no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.
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ARTÍCULO SIETE

- La Enmienda número 5 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO OCHO

- Las Enmiendas números 6 y 7 del Grupo Parlamen-
tario Socialista no han sido aceptadas por la Ponencia.
En consecuencia, se trasladan a Comisión para su debate
y votación.

ARTÍCULO NUEVE

- La Enmienda número 8 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ARTÍCULO DIEZ

- Las Enmiendas números 9 y 10 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO ONCE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO DOCE

- La Enmienda número 11 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación de un nuevo
apartado 1 f), ha sido aceptada por la Ponencia. Como
consecuencia de esta aceptación este apartado queda
redactado así: “f) Por la pérdida de la condición de Pro-
curador en las Cortes de Castilla y León.”

- La Enmienda número 12 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 3 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 13 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de una nuevo párrafo
al final del apartado 2, ha sido aceptada por la Ponencia.
Como consecuencia de esta aceptación este nuevo párra-
fo queda redactado así: “Cuando en el supuesto previsto
en el apartado d) del número anterior el Presidente en
funciones accediera a un cargo público incompatible con
el desempeño de la Presidencia, será sustituido en la
forma prevista en el párrafo anterior”.

- La Ponencia, acuerda por unanimidad, acuerda
suprimir del apartado 1: “en sus funciones” quedando
redactado así: “1. El Presidente de la Junta cesa por las
siguientes causas”.

- En el segundo párrafo del apartado 2, y a conse-
cuencia de la aceptación de la enmienda número 11 del
Grupo Parlamentario Socialista, cambia la expresión:”En
los supuestos previstos en los apartados e) y f) ...” por:
“En los supuestos previstos en los apartados e) y g) ...”.

ENMIENDA NÚMERO 2 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 2 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 12 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 4 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 4 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 12 ter, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO TRECE

- La Enmienda número 14 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

ENMIENDA NÚMERO 5 DEL PROCURADOR D.
ANTONIO HERREROS HERREROS

- La Enmienda número 5 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros, que propone la incorporación al Pro-
yecto de Ley de un nuevo artículo 13 bis, no ha sido
aceptada por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a
Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO CATORCE

- La Enmienda número 6 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 15 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.
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ARTÍCULO QUINCE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO DIECISÉIS

- La Enmienda número 24 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de una frase al final
del apartado i), ha sido aceptada en sus propios términos
por la Ponencia. Como consecuencia de esta aceptación
este apartado queda redactado así: “i) Adoptar medidas
de ejecución de Tratados y Convenios Internacionales y
del derecho comunitario europeo cuando así proceda,
sobre cuestiones de la competencia de la Comunidad de
Castilla y León, en los términos previstos por el Ordena-
miento Jurídico.”

ENMIENDAS NÚMEROS 16, 17, 18, 19, 20 21, 22 y 23
DEL GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

- Las Enmiendas números 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y
23 del Grupo Parlamentario Socialista, que proponen la
incorporación al artículo de nuevos apartados, no han
sido aceptadas por la Ponencia. En consecuencia, se tras-
ladan a Comisión para su debate y votación.

ARTÍCULO DIECISIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO DIECIOCHO

- Las Enmiendas números 25, 26 y 27 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO DIECINUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO VEINTE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO VEINTIUNO

- Las Enmiendas números 28 y 29 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 30 DEL GRUPO PARLAMEN -
TARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 30 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación al Proyecto de
Ley de un nuevo artículo 21 bis, no ha sido aceptada por

la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión
para su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTIDÓS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO VEINTITRÉS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO VEINTICUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO VEINTICINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO VEINTISÉIS

- Las Enmiendas números 31, 32 y 33 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

ARTÍCULO VEINTISIETE

- Las Enmiendas números 34 y 35 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

ARTÍCULO VEINTIOCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO VEINTINUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ARTÍCULO TREINTA

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

ENMIENDA NÚMERO 36 DEL GRUPO PARLAMEN -
TARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de un nuevo artículo
30 bis, ha sido aceptada por la Ponencia. Como conse-
cuencia de esta aceptación se incorpora al Proyecto de
Ley un nuevo artículo que queda redactado así:

“Artículo 31.- Principios de Funcionamiento de la
Administración.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León sirve con objetividad los intereses generales, actúa



851526 de Junio de 2001B.O. Cortes C. y L. N.º 152

de acuerdo con los principios constitucionales de jerar-
quía, descentralización, desconcentración y coordina-
ción, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, y
desarrolla su actuación para alcanzar los objetivos que
establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

2. En sus relaciones con los ciudadanos, la Adminis-
tración de la Comunidad, para el servicio efectivo a los
mismos, actúa con objetividad y transparencia en la
actuación administrativa con arreglo a los principios de
simplicidad, claridad y proximidad, agilidad en los pro-
cedimientos administrativos y en las actividades materia-
les de gestión y con pleno respeto a sus derechos.

3. En sus relaciones con otras Administraciones la
Administración de la Comunidad actúa de acuerdo con
los principios de coordinación y cooperación, respeto
pleno de sus competencias, subsidiariedad y ponderación
de la totalidad de los intereses públicos implicados en
sus decisiones.

4. En su funcionamiento la Administración de la
Comunidad de Castilla y León se atiene a la eficacia en
el cumplimiento de sus objetivos, en el uso de los recur-
sos, responsabilidad por la gestión, racionalización de
sus procedimientos y actuaciones, y economía de los
medios.”

ARTÍCULO TREINTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 32 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y DOS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 33 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 34 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 35 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 36 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y SEIS

- Las Enmiendas números 7 y 8 del Procurador D.
Antonio Herreros Herreros no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 37 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y SIETE

- La Enmienda número 9 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 38 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y OCHO

- Las Enmiendas números 39 y 37 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 39 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO TREINTA Y NUEVE

- La Enmienda número 10 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 40 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA

- La Enmienda número 11 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.



8516 26 de Junio de 2001 B.O. Cortes C. y L. N.º 152

En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- La Enmienda número 1 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 38 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 41 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y UNO

- La Enmienda número 2 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 40 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 12 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 42 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y DOS

- La Enmienda número 3 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 41 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Enmienda número 13 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 43 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 44 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y CUATRO

- La Enmienda número 14 del Procurador D. Antonio
Herreros Herreros no ha sido aceptada por la Ponencia.
En consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.

- Las Enmiendas números 42, 43 y 44 del Grupo Par-
lamentario Socialista no han sido aceptadas por la
Ponencia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para
su debate y votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 45 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y CINCO

- La Enmienda número 46 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- La Ponencia, acuerda por unanimidad, dotar de una
nueva redacción a este artículo:

“Artículo 45.- Principios Generales.

El ejercicio de las competencias administrativas
corresponderá a los órganos a los que se atribuya,
mediante Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero competente por razón de la mate-
ria.”

- Este artículo pasa a ser el Artículo 46 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y SEIS

- La Enmienda número 45 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 47 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.
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ARTÍCULO CUARENTA Y SIETE

- La Enmienda número 47 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 48 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y OCHO

- La Enmienda número 48 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 49 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CUARENTA Y NUEVE

- La Enmienda número 4 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 49 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 50 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA

- La Enmienda número 5 de los Procuradores D. Joa-
quín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González no ha sido acepta-
da por la Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comi-
sión para su debate y votación.

- La Enmienda número 50 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 51 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 52 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y DOS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 53 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 54 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 55 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 56 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y SEIS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 57 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y SIETE

- La Enmienda número 51 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.
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- Este artículo pasa a ser el Artículo 58 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 59 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO CINCUENTA Y NUEVE

- Las Enmiendas números 52 y 53 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 60 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- La Ponencia procede a corregir la cita que el aparta-
do 3 efectúa al artículo 46.3 del Proyecto de Ley, sustitu-
yendo dicha mención por la del artículo 47.3 que es la
numeración que corresponde a dicho precepto en el
Texto propuesto por la Ponencia.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 61 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 62 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y DOS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 63 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 64 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 65 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 66 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y SEIS

- La Enmienda número 54 del Grupo Parlamentario
Socialista no ha sido aceptada por la Ponencia. En conse-
cuencia, se traslada a Comisión para su debate y vota-
ción.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 67 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 68 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 69 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SESENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 70 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
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ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 71 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 72 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y DOS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 73 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 74 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 75 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 76 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y SEIS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 77 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-

ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 78 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 79 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO SETENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 80 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 81 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 82 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y DOS

- Las Enmiendas números 55 y 56 del Grupo Parla-
mentario Socialista no han sido aceptadas por la Ponen-
cia. En consecuencia, se trasladan a Comisión para su
debate y votación.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 83 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.
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ARTÍCULO OCHENTA Y TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 84 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y CUATRO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 85 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y CINCO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 86 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y SEIS

- La Enmienda número 57 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de: “sus fines” a conti-
nuación de la expresión: “... determinará su denomina-
ción ...” ha sido aceptada en sus propios términos por la
Ponencia.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 87 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y SIETE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 88 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y OCHO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 89 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO OCHENTA Y NUEVE

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 90 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO NOVENTA

- La Enmienda número 58 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la adición de: “sus fines” a conti-
nuación de: “determinará su denominación”, ha sido
aceptada por la Ponencia.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 91 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO NOVENTA Y UNO

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 92 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO NOVENTA Y DOS

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 93 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ARTÍCULO NOVENTA Y TRES

- No se han presentado enmiendas a este artículo.

- Este artículo pasa a ser el Artículo 94 del Texto pro-
puesto por la Ponencia, como consecuencia de la acepta-
ción de la enmienda número 36 del Grupo Parlamentario
Socialista.

ENMIENDA NÚMERO 59 DEL GRUPO PARLAMEN -
TARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 59 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación de un nuevo
capítulo al título VII, no ha sido aceptada por la Ponen-
cia. En consecuencia, se traslada a Comisión para su
debate y votación.

ENMIENDA NÚMERO 60 DEL GRUPO PARLAMEN -
TARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 60 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación de un nuevo
artículo 93 bis, no ha sido aceptada por la Ponencia. En
consecuencia, se traslada a Comisión para su debate y
votación.
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DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

ENMIENDA NÚMERO 61 DEL GRUPO PARLAMEN -
TARIO SOCIALISTA

- La Enmienda número 61 del Grupo Parlamentario
Socialista, que propone la incorporación de una nueva
disposición adicional quinta, no ha sido aceptada por la
Ponencia. En consecuencia, se traslada a Comisión para
su debate y votación.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

DISPOSICIÓN FINAL

- No se han presentado enmiendas a esta disposición.

Castillo de Fuensaldaña, a 5 de junio de 2001.

Fdo.: Fernando Benito Muñoz

Fdo.: Antonio Canedo Aller

Fdo.: Daniela Fernández González

Fdo.: César Huidobro Díez

Fdo.: Juan José Sanz Vitorio

TEXTO PROPUESTO POR LA PONENCIA

PROYECTO DE LEY DEL GOBIERNO Y DE LA
ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD DE

CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Ley, reguladora del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
viene a sustituir al Texto Refundido aprobado por Decre-
to Legislativo 1/1988, de 21 de julio, que constituyó la
piedra angular para el desarrollo de la acción del Gobier-
no de la Comunidad de Castilla y León y para la configu-
ración de la actual estructura administrativa durante

años. No obstante, concurren en el momento actual
varias circunstancias que hacen aconsejable una reforma
de aquel texto que traía su antecedente en el de 1983.

En efecto, el mayor nivel competencial alcanzado ha
obligado a crear una Administración capaz de gestionar-
lo y en consecuencia mucho más compleja que la regula-
da en la Ley anterior. Pero tampoco resultan ajenas a la
reforma que ahora se acomete las modificaciones lleva-
das a cabo en la normativa básica que ha de ser tenida en
cuenta en su desarrollo autonómico.

Aun así no se ha perdido de vista la consolidación de
la Ley anterior derivada de una larga vigencia y así del
conocimiento que de ella poseen los distintos operadores
jurídicos, circunstancia que ha sido considerada y tenida
en cuenta a la hora de intentar respetar al máximo tanto
la estructura como el contenido, manteniendo todo aque-
llo cuyo cambio no resultara imprescindible.

Se ha optado sin embargo por llevar a cabo una refor-
ma completa en lugar de modificaciones parciales en
aras de respetar al máximo la necesaria seguridad jurídi-
ca que resulta más salvaguardada con un nuevo texto
completo que con reformas parciales, pero amplias y
profundas, del anterior, texto que intenta evitar la reitera-
ción, indebida, de la normativa básica, que por ello solo
aparece allá donde su ausencia haría ininteligible e
incomprensible la regulación que se contiene.

Sobre tales bases, y en el ejercicio de la competencia
que el artículo 32.1.1ª del Estatuto de Autonomía atribu-
ye a esta Comunidad en materia de organización, régi-
men y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno, se dicta la presente Ley.

II

Está compuesta la presente Ley del Gobierno y de la
Administración de Castilla y León de un Título Prelimi-
nar, siete Títulos, cuatro Disposiciones Adicionales, una
Disposición Derogatoria y la Final determinando su
entrada en vigor.

El Título Preliminar, con tres artículos, explicita el
objeto de la Ley, y establece tanto el órgano de gobierno
y administración como el contenido de la acción de la
Junta, todo ello de conformidad con las prescripciones
del Estatuto de Autonomía.

III

El Título I regula la figura del Presidente recogiendo
sus atribuciones con la incorporación de las novedades
paralelas a las producidas en la última reforma del Esta-
tuto de Autonomía, tales como la facultad de acordar la
disolución de las Cortes o plantear la cuestión de con-
fianza. En lógica consecuencia se añade, como causa de
cese, la pérdida de la cuestión de confianza, pero tam-
bién la inhabilitación por sentencia firme. Se modifica
asimismo el sistema de suplencia con especial incidencia
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en los casos en que el propio Presidente no quiera o no
pueda efectuar designación expresa.

IV

El Título II se refiere a la Junta de Castilla y León.

Compuesto por tres Capítulos reguladores, respecti-
vamente, de la composición y atribuciones, del funciona-
miento, de la responsabilidad política y del cese, aborda
el tratamiento de la Junta como órgano de gobierno de
Castilla y León.

Respeta este Título esencialmente la estructura y con-
tenido de la anterior Ley del Gobierno y de la Adminis-
tración de Castilla y León, incluyendo exclusivamente
las concretas modificaciones que se habían manifestado
imprescindibles. Así, se agregan algunas atribuciones
necesarias para su correcto funcionamiento y, ya dentro
de este campo, se acomete la regulación de una de las
necesidades más sentidas, consistente en la especifi-
cación de su funcionamiento en Consejo de Gobierno,
esto es, como órgano compuesto por todos los miembros
de la Junta y que se reúne periódicamente, regulándose
también las Comisiones Delegadas. Se mantiene la
Comisión de Secretarios Generales con la misión de pre-
parar las reuniones del Consejo de Gobierno.

V

Se aborda en el Título III la regulación de los Vice-
presidentes y de los Consejeros, redondeándose su trata-
miento respecto de la norma anterior con regulación
común del estatuto personal, el cese y la suplencia y
específico en lo relativo al nombramiento y atribuciones.
Ambos -Vicepresidentes y Consejeros- son nombrados y
separados libremente por el Presidente, con comunica-
ción a las Cortes, agregándose, en relación a los prime-
ros, la necesidad de establecer su orden en caso de ser
más de uno.

En coherencia con la regulación de la figura del Pre-
sidente, se añade como causa de cese la inhabilitación
por sentencia firme.

VI

Comienza con el Título IV la regulación de la Admi-
nistración General conteniendo un primer Capítulo dedi-
cado a las Disposiciones Generales con una única modi-
ficación reseñable y que tiende a evitar la confusión
entre el órgano y su titular. Se especifican así como órga-
nos superiores de la Comunidad la Junta de Castilla y
León, la Presidencia, las Vicepresidencias, y las Conse-
jerías.

Un segundo Capítulo se destina a los órganos centra-
les y sus competencias. Aparece así como novedad la
posible existencia en las Consejerías de Viceconsejerías
cuyas competencias vienen determinadas en función de

sectores de actividad específica del departamento, a la
vez que se configura a su titular como segunda autoridad
del mismo en ese ámbito.

Entre las competencias atribuidas a los Secretarios
Generales merecen ser destacadas, como de nuevo cuño,
la coordinación de los programas de Direcciones Genera-
les en su departamento o el control de eficacia y la ins-
pección de la Consejería. También los Directores Gene-
rales ven incrementada su lista de atribuciones con las de
elaboración de programas de actuación específicos, la
realización de la propuesta de presupuesto de su Direc-
ción General y la elaboración de los Anteproyectos de
Ley y Proyectos de Decreto que les correspondan.

El Capítulo tercero de este Título IV se refiere a la
Administración Periférica incorporándose algunas nove-
dades en las Delegaciones Territoriales la principal de
las cuales radica en la incorporación de una nueva figura
en su estructura, la de los Departamentos Territoriales
que se configuran jerárquicamente intercalados entre los
Delegados Territoriales y los Servicios. Estos Departa-
mentos Territoriales permiten concentrar, bajo la figura
del Delegado Territorial, en un único órgano la responsa-
bilidad de dirigir y coordinar la gestión de las competen-
cias de cada Consejería en el territorio de cada provincia.
La estructura posible de cada Delegación aparece, de
este modo, determinada por una Secretaría Territorial y
Departamentos Territoriales, admitiéndose de modo
expreso la posible subsistencia de uno o de varios Servi-
cios Territoriales dependientes de una misma Consejería
a través del correspondiente Departamento Territorial.

Las atribuciones de los Delegados Territoriales sólo
se ven modificadas por la atribución de las funciones de
coordinación, en el territorio de la provincia, de la acción
política de la Junta.

VII

El Título V se refiere a la organización y funciona-
miento de la Administración General. Su Capítulo pri-
mero se destina a definir los órganos y las unidades
administrativas y a establecer pormenorizadamente el
sistema de creación, modificación y supresión de las
Consejerías, Viceconsejerías, Secretarías y Direcciones
Generales, así como del resto de órganos y unidades
administrativas.

Es probablemente el Capítulo segundo de este Título
el que aporta mayores novedades a la regulación de la
Administración de la Comunidad. Así se establece la
necesidad de un Decreto de Junta para asignar competen-
cias a un Órgano cuando tal atribución no haya tenido
lugar por Ley. Se admite con carácter general la descon-
centración de competencias en órganos centrales con
categoría superior a Servicio y en órganos periféricos
con categoría igual o superior a Servicio. Se permite la
delegación de competencias en órganos centrales o peri-
féricos con categoría igual o superior a Sección, requi-
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riéndose la previa autorización del Consejero o Conseje-
ros de quienes dependan los órganos delegante y delega-
do. Aparece recogido un nuevo listado de competencias
indelegables y, finalmente, se regula el sistema de
suplencia de los titulares de los órganos directivos cen-
trales y periféricos.

El Capítulo tercero, dedicado a la ubicación de la
Administración, permanece inalterado, y el Capítulo
cuarto se dedica a los Órganos Colegiados que se regulan
de forma novedosa por la necesidad de colmar la laguna
aparecida como consecuencia de la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional que declaró que determinados
preceptos relativos a esta materia de la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas no
tienen la condición de básicos, lo que conlleva la necesi-
dad de que cada Comunidad Autónoma dicte sus propias
normas en el ejercicio de las competencias que le corres-
ponden y que esta Comunidad ya incorpora en el presen-
te texto legal.

VIII

El Título sexto se destina a la regulación de la actua-
ción de la Administración General, concepto por tanto
más amplio que el contenido en la anterior Ley relativo
al régimen de las disposiciones y resoluciones adminis-
trativas, que había quedado desfasado frente a una reali-
dad sentida como ineludible en un Estado de Derecho.

Las normas generales recogidas en el Capítulo prime-
ro se destinan a relacionar los actos que ponen fin a la
vía administrativa ajustándolos a las previsiones conteni-
das en la Ley 30/1992 y a su modificación efectuada por
la Ley 4/1999. Se señalan los órganos competentes de la
Administración Autónoma para conocer del recurso
extraordinario de revisión, de los procedimientos de revi-
sión de oficio, para la declaración de lesividad, para la
revocación de los actos de gravamen y desfavorables y
para la resolución de las reclamaciones previas a la vía
judicial, tanto civil como laboral. Finaliza este Capítulo
estableciendo aquellos procedimientos en que resulta
preceptivo el informe de los Servicios Jurídicos de la
Comunidad a los que se encomienda la representación y
defensa en juicio de su Administración Pública.

El Capítulo segundo, regulador del régimen de las
disposiciones y actos administrativos, incluye de forma
expresa como novedad digna de mención la existencia,
junto a los Decretos y Órdenes, de disposiciones genera-
les de autoridades inferiores. Determina también que las
resoluciones administrativas, tanto de la Junta como de
su Presidente, hayan de adoptar la forma de Acuerdo.

El Capítulo tercero, se destina a establecer el procedi-
miento de elaboración de normas con inclusión del lista-
do de los documentos que han de incorporarse a la
memoria que con carácter obligatorio habrá de acompa-
ñar al proyecto. Por fin los Capítulos cuarto y quinto
regulan la contratación, la potestad sancionadora y la res-

ponsabilidad patrimonial, con atribución de las pertinen-
tes competencias a los órganos específicos y con suje-
ción a los principios básicos reguladores de estas mate-
rias, sin perjuicio de haber tenido en cuenta las peculiari-
dades específicas de nuestra Administración Autónoma.

IX

El último Título de la Ley, el séptimo, se ocupa de la
Administración Institucional y de las Empresas Públicas,
recogiendo con la separación mencionada las últimas
doctrinas que en el campo del derecho administrativo
vienen abogando por la expulsión de su ordenamiento de
las últimas, en relación con las cuales se regula exclusi-
vamente su creación y extinción, manteniéndolas fuera
de la Administración Institucional.

En relación con esta última, esto es, la Administra-
ción Institucional, es digna de reseña la incorporación de
su regulación a esta Ley que resulta su lugar natural. Se
contiene así en el Capítulo primero, destinado a las Dis-
posiciones Generales, la definición de Administración
Institucional caracterizada por las notas de actuación
para el cumplimiento de fines de interés público que el
ordenamiento establece como principios rectores de la
política social y económica, así como por el hecho de
que ejercita sus funciones mediante descentralización
funcional y con adscripción a la Consejería que resulte
competente por razón de la materia.

El Capítulo segundo especifica el régimen de perso-
nal, patrimonial, contratación y organización interna de
los Organismos Autónomos, recogiéndose en el Capítulo
tercero los Entes Públicos de derecho privado y, final-
mente, en el Capítulo cuarto las Empresas Públicas.

X

Las Disposiciones Adicionales establecen la aplica-
ción supletoria de la legislación del Estado, la inaplica-
bilidad de los preceptos reguladores de los órganos cole-
giados al órgano de Gobierno y Administración de la
Comunidad de Castilla y León; la remisión a la Ley de
Hacienda de todo lo relativo a la ordenación económico-
financiera de los órganos e instituciones de la Comuni-
dad y el mandato a la Consejería de Economía y Hacien-
da de las actuaciones necesarias para dar cumplimiento a
la presente Ley.

Contiene la habitual Disposición Derogatoria seguida
de la Final con previsión de entrada en vigor a los veinte
días de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y
León en lógica coherencia con la disposición contenida
al respecto en su articulado.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.- Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto la regulación de la
organización y funcionamiento del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León.
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Artículo 2.- La Junta de Castilla y León.

1. La Junta de Castilla y León, bajo la dirección de su
Presidente, es el órgano de gobierno y el supremo órgano
de administración de la Comunidad de Castilla y León.

2. Dirige la política y la Administración. Ejerce la
función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo
con la Constitución, el Estatuto de Autonomía y las
leyes.

Artículo 3.- La Administración de la Comunidad.

1. La Administración de la Comunidad desarrolla las
funciones ejecutivas de carácter administrativo, realizan-
do los cometidos en que se concreta el ejercicio de la
acción de gobierno.

2. A los efectos de la presente Ley, la Administración
de la Comunidad de Castilla y León se integra por la
Administración General y por la Administración Institu-
cional.

TÍTULO I

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CASTILLA Y
LEÓN

CAPÍTULO I.- Elección y Carácter

Artículo 4.- El Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León ostenta la
suprema representación de la Comunidad Autónoma y la
ordinaria del Estado en ésta. Asimismo preside la Junta
de Castilla y León dirigiendo sus acciones y coordinando
las funciones de sus miembros.

Artículo 5.- Elección del Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León será ele-
gido en la forma prevista en el Estatuto de Autonomía y
nombrado por el Rey.

CAPÍTULO II.- Atribuciones

Artículo 6.- Atribuciones básicas.

Corresponde al Presidente de la Junta:

1. Convocar elecciones a las Cortes de Castilla y
León de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de
Autonomía.

2. Acordar la disolución de las Cortes de Castilla y
León en los términos legalmente previstos.

3. Promulgar, en nombre del Rey, las Leyes aproba-
das por las Cortes de Castilla y León, así como ordenar
su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León», y la remisión para su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».

4. Mantener las debidas relaciones con las demás
Administraciones e Instituciones públicas.

5. Firmar los convenios y acuerdos de cooperación y
colaboración que suscriba la Comunidad Autónoma en
los casos en que proceda.

6. Plantear ante las Cortes de Castilla y León, previa
deliberación de la Junta de Castilla y León, la cuestión
de confianza.

Artículo 7.- Otras atribuciones.

Corresponde asimismo al Presidente de la Junta de
Castilla y León:

1. Dirigir y coordinar la acción de gobierno.

2. Nombrar y separar libremente a los demás miem-
bros de la Junta, comunicándolo seguidamente a las Cor-
tes de Castilla y León.

3. Convocar, presidir, fijar el orden del día de las reu-
niones del Consejo de Gobierno y dirigir los debates y
las deliberaciones, así como suspender y levantar las
sesiones.

4. Encomendar a otro miembro de la Junta el despa-
cho de los asuntos de una Consejería en caso de vacante,
ausencia o enfermedad de su titular.

5. Designar y cesar libremente al personal eventual
de su Gabinete y de los demás órganos que, en su caso,
la Junta adscriba directamente a la Presidencia, dentro de
los créditos consignados al efecto en los Presupuestos de
la Comunidad.

6. Firmar los Decretos y Acuerdos de la Junta y orde-
nar, en su caso, la publicación en el «Boletín Oficial de
Castilla y León».

7. Velar por el cumplimiento de las decisiones de la
Junta, ordenando su ejecución.

8. Recabar de los Consejeros la información oportuna
acerca de su gestión, así como de las tareas encomen-
dadas a las respectivas Consejerías.

9. Asegurar la coordinación entre las distintas Conse-
jerías y resolver los conflictos de atribuciones entre las
mismas.

10. Nombrar los representantes de la Comunidad
Autónoma, en Comisiones, Organismos, empresas públi-
cas, Instituciones y entidades.

11. Solicitar dictamen del Consejo Consultivo de
Castilla y León o del Consejo de Estado en los supuestos
en que proceda.

12. Crear, modificar o suprimir Consejerías, así como
determinar su ámbito material de actividad.

13. Crear, modificar o suprimir Viceconsejerías para
un sector de actividad administrativa concreto.
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14. Ejercer cualquier otra atribución prevista por la
Ley.

Artículo 8.- Gabinete del Presidente.

Para la realización de las anteriores atribuciones, el
Presidente de la Junta podrá contar con un Gabinete
como órgano de asesoramiento y apoyo, cuyo personal
eventual será nombrado y cesado libremente por el
mismo.

Artículo 9.- Delegación de atribuciones del Presidente.

Las atribuciones del Presidente podrán ser delegadas
en los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía
y en la presente Ley.

CAPÍTULO III.- Estatuto Personal

Artículo 10.- Protocolo y retribuciones.

1. El Presidente de la Junta de Castilla y León recibi-
rá el tratamiento de Excelencia y se le rendirán los hono-
res que correspondan a su cargo.

Asimismo presidirá los actos celebrados en Castilla y
León a los que concurra, salvo que la Presidencia corres-
ponda por Ley a otra autoridad o a representación supe-
rior del Estado presente en el acto.

2. En los Presupuestos de la Comunidad se fijarán la
retribución y los gastos de representación del Presidente
de la Junta.

Artículo 11.- Incompatibilidades.

El cargo de Presidente de la Junta es incompatible
con el ejercicio de toda actividad profesional o mercantil
y con cualquier otra función pública que no derive de su
condición de Procurador en Cortes o de su cargo, a
excepción de la de Senador.

CAPÍTULO IV.- Cese y Suplencia

Artículo 12.- Cese.

1. El Presidente de la Junta cesa por las siguientes
causas:

a) Por la celebración de Elecciones a Cortes de Casti-
lla y León.

b) Por la aprobación de una moción de censura en los
términos establecidos en el Estatuto de Autonomía.

c) Por la pérdida de la cuestión de confianza.

d) Por dimisión.

e) Por fallecimiento.

f) Por la pérdida de la condición de Procurador en las
Cortes de Castilla y León.

g) Por sentencia firme que le inhabilite para el
desempeño del cargo.

2. En los supuestos a), b), c) y d) del número anterior,
el Presidente cesante continuará en funciones hasta la
toma de posesión del nuevo Presidente.

En los supuestos previstos en los apartados e) y g) el
Presidente será sustituido por uno de los Vicepresiden-
tes, si los hubiere, según su orden y, en otro caso, por el
Consejero más antiguo, y, en caso de igualdad, por el de
mayor edad, hasta la toma de posesión del nuevo Presi-
dente de acuerdo con lo previsto por el Estatuto de Auto-
nomía.

Cuando en el supuesto previsto en el apartado d) del
número anterior el Presidente en funciones accediera a
un cargo público incompatible con el desempeño de la
Presidencia, será sustituido en la forma prevista en el
párrafo anterior.

Artículo 13.- Suplencia.

En los casos de ausencia, vacante o enfermedad, el
Presidente será sustituido en sus funciones siguiendo el
orden establecido en el último párrafo del artículo ante-
rior, salvo que el Presidente designe expresamente a otro
miembro de la Junta.

Artículo 14.- Régimen de los Ex presidentes.

El tratamiento y las atenciones honoríficas de los pre-
sidentes de la Junta de Castilla y León que hayan cesado
por alguna de las causas establecidas en las letras a), b),
c) y d) del artículo 12, se determinarán reglamenta-
riamente.

TÍTULO II

LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I.- Composición y Atribuciones

Artículo 15.- Composición.

La Junta de Castilla y León se compone del Presiden-
te, de los Vicepresidentes, en su caso, y de los Conseje-
ros.

Artículo 16. Atribuciones.

Son atribuciones de la Junta de Castilla y León:

a) Aprobar y remitir los Proyectos de Ley a las Cor-
tes de Castilla y León, así como acordar su retirada en
los términos que establezca el Reglamento de la Cámara.

b) Dictar Decretos Legislativos en los términos pre-
vistos en el artículo 16.3 del Estatuto de Autonomía.
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c) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos de la
Comunidad Autónoma y remitirlo a las Cortes de Casti-
lla y León.

d) Ejecutar y desarrollar sus propios Presupuestos.

e) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y ejecu-
ción de las leyes emanadas de las Cortes de Castilla y
León así como para el desarrollo de la legislación básica
del Estado, cuando proceda, y ejercer, en general, la
potestad reglamentaria en todos los casos en que no esté
atribuida al Presidente o a los Consejeros.

f) Deliberar sobre la cuestión de confianza con carác-
ter previo a su planteamiento por el Presidente.

g) Acordar la interposición de recursos de inconstitu-
cionalidad, el planteamiento de conflictos de competen-
cia con el Estado u otras Comunidades Autónomas y la
personación ante el Tribunal Constitucional, por acuerdo
de las Cortes de Castilla y León o por propia iniciativa.

h) Autorizar la celebración de convenios y acuerdos
de cooperación con otras Comunidades Autónomas en
los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía,
así como de cualquier otro en que sea preciso.

i) Adoptar medidas de ejecución de Tratados y Con-
venios Internacionales y del derecho comunitario euro-
peo cuando así proceda, sobre cuestiones de la compe-
tencia de la Comunidad de Castilla y León, en los térmi-
nos previstos por el Ordenamiento Jurídico.

j) Aprobar programas, planes y directrices vinculan-
tes para todos los órganos de la Administración de la
Comunidad.

k) Aprobar la estructura orgánica de la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León.

l) Nombrar y cesar los cargos con categoría igual,
superior o asimilable a la de Director General, a propues-
ta del Consejero correspondiente, así como la de aquellos
otros que legalmente se establezca.

m) Resolver los recursos en vía administrativa en los
casos previstos por las Leyes.

n) Autorizar, en su caso, el ejercicio de acciones judi-
ciales, su desistimiento y el allanamiento procesal.

o) Autorizar la celebración de contratos en los
supuestos previstos legalmente, así como determinar el
órgano de contratación cuando los mismos afecten a
varias Consejerías.

p) Autorizar la enajenación de bienes o derechos
cuando así esté legalmente establecido.

q) Declarar la urgencia en materia de expropiación
forzosa.

r) Cualquier otra atribución prevista por la Ley o que
por su importancia requiera el conocimiento o delibera-
ción de los miembros de la Junta, así como las no atri-
buidas expresamente a otro órgano.

CAPÍTULO II – Funcionamiento

Artículo 17.- Régimen de actuación.

Para el ejercicio de las atribuciones de la Junta, sus
miembros se reúnen en Consejo de Gobierno y en Comi-
siones Delegadas.

Artículo 18.- El Consejo de Gobierno.

1. El Consejo de Gobierno se reúne convocado por su
Presidente. La convocatoria deberá ir acompañada del
orden del día de la reunión.

2. Para su constitución y para la válida adopción de
acuerdos es necesaria la presencia del Presidente o de
quien legalmente le sustituya y de, al menos, la mitad de
los Consejeros.

3. Las deliberaciones del Consejo de Gobierno serán
secretas.

4. Los acuerdos, una vez adoptados, constituyen la
expresión unitaria de la voluntad de sus miembros. Cons-
tarán en acta que levantará un Consejero nombrado
Secretario de la Junta por su Presidente. En caso de
ausencia, el Secretario será sustituido por el Consejero
más joven.

5. Podrán asistir a las reuniones los funcionarios de la
Administración autonómica o expertos cuya asistencia
autorice el Presidente de la Junta. Su presencia se limita-
rá al tiempo en que hayan de informar, estando obligados
a guardar secreto sobre la parte de la sesión a la que
hayan tenido acceso.

6. El Presidente podrá nombrar un Portavoz de la
Junta que, en el supuesto de no ser miembro de ésta,
podrá asistir a sus reuniones quedando obligado a mante-
ner el secreto propio de las deliberaciones de este órga-
no.

Artículo 19.- Comisiones Delegadas.

1. El Consejo de Gobierno podrá acordar la constitu-
ción de Comisiones Delegadas de carácter permanente o
temporal para la preparación de asuntos que afecten a
dos o más Consejerías, la elaboración de directrices, pro-
gramas o actuaciones de interés común y, en general, el
estudio de cuantas cuestiones estime conveniente. Su
funcionamiento se regirá por los mismos criterios que los
del Consejo de Gobierno.

2. El Decreto de creación de las Comisiones Delega-
das deberá contener, al menos, los miembros de la Junta,
y en su caso, el resto de componentes que las integren, la
presidencia y las funciones que se les asignen.

Artículo 20.- Comisión de Secretarios Generales.

El Consejo de Gobierno estará asistido por una
Comisión formada por los Secretarios Generales de las
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distintas Consejerías para la realización de las tareas pre-
paratorias de sus reuniones.

La Presidencia de dicha Comisión, así como sus nor-
mas de funcionamiento se establecerán por Decreto de la
Junta de Castilla y León.

CAPÍTULO III.- Responsabilidad Política y Cese

Artículo 21.- Control de la acción política.

1. El Presidente y la Junta responden solidariamente
ante las Cortes de Castilla y León, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

2. El control de la acción política y de gobierno de la
Junta y de su Presidente se ejerce por las Cortes de
acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía y
en la forma prevista en el Reglamento de las Cortes de
Castilla y León.

Artículo 22.- Cese.

1. La Junta de Castilla y León cesará cuando lo haga
su Presidente.

2. No obstante, continuará en funciones hasta la toma
de posesión de la nueva Junta, limitándose su gestión al
despacho ordinario de los asuntos públicos, absteniéndo-
se de adoptar, salvo casos de urgencia o razones de inte-
rés general, cualesquiera otras medidas. En ningún caso
podrá aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos ni pre-
sentar Proyectos de Ley a las Cortes de Castilla y León.

TÍTULO III

LOS VICEPRESIDENTES Y CONSEJEROS

CAPÍTULO I.- El Vicepresidente o Vicepresidentes

Artículo 23.-

1. El Presidente podrá nombrar y separar libremente
uno o más Vicepresidentes, indicando en este último
caso el orden de los mismos, y comunicándolo inmedia-
tamente a las Cortes de Castilla y León.

Además de la sustitución del Presidente en los
supuestos previstos en los artículos anteriores, los Vice-
presidentes ejercerán las funciones que les sean atribui-
das normativamente y las que el Presidente o la Junta les
encomienden.

2. El Vicepresidente o Vicepresidentes que asuman la
titularidad de una Consejería, ostentarán además la con-
dición de Consejeros.

3. Para la realización de sus atribuciones, podrán con-
tar con un Gabinete como órgano de asesoramiento y
apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y cesado
libremente por el Vicepresidente respectivo.

CAPÍTULO II.- Los Consejeros

Artículo 24.- Los Consejeros.

Los Consejeros son los titulares de la Consejería que
tuvieren asignada.

Artículo 25.- Designación.

Los Consejeros son nombrados y separados libre-
mente por el Presidente de la Junta de Castilla y León,
quien lo comunicará seguidamente a las Cortes de Casti-
lla y León.

Los Consejeros inician su mandato en el momento de
su toma de posesión ante el Presidente de la Junta.

Artículo 26.- Atribuciones.

1. Los Consejeros tienen las siguientes atribuciones:

a) Ostentar la representación de la Consejería.

b) Desarrollar, en el ámbito de su Consejería, la
acción de gobierno establecida por la Junta de Castilla y
León, bajo la dirección y coordinación de su Presidente.

c) Dirigir, coordinar e inspeccionar su Consejería, así
como las entidades vinculadas o dependientes de la
misma.

d) Preparar y presentar a la Junta anteproyectos de
Ley, proyectos de Decretos y propuestas de Acuerdos
relativos a las cuestiones propias de su Consejería.

e) Formular el anteproyecto del presupuesto referente
a su Consejería.

f) Ejercer la potestad reglamentaria y la función eje-
cutiva en las materias propias de su Consejería.

g) Nombrar y cesar a los titulares de los puestos de
libre designación funcionalmente dependientes de su
Consejería.

h) Resolver los recursos y reclamaciones que le
correspondan.

i) Resolver los conflictos de atribuciones entre los
órganos directivos de su Consejería, y suscitarlos con
otras Consejerías.

j) Realizar los actos de gestión y ejecución presu-
puestaria de su Consejería, en los términos previstos
legalmente.

k) Celebrar los contratos en materias propias de com-
petencia de su Consejería, con el límite fijado en las
Leyes de Presupuestos de la Comunidad.

l) Firmar convenios en materias propias de su Conse-
jería, sin perjuicio de las atribuciones del Presidente.

m) Firmar, junto con el Presidente, los Decretos y
Acuerdos por él propuestos.
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n) Cualquier otra que le sea legalmente atribuida.

2. Para la realización de las anteriores atribuciones,
podrán contar con un Gabinete como órgano de asesora-
miento y apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y
cesado libremente por los respectivos Consejeros.

CAPÍTULO III.- Estatuto Personal

Artículo 27.- Protocolo y retribuciones.

1. Los Vicepresidentes y los Consejeros tienen trata-
miento de Excelencia y les serán rendidos los honores
que les corresponden por razón de su cargo.

2. Percibirán la remuneración y los gastos de repre-
sentación que les asignen los Presupuestos de la Comu-
nidad Autónoma.

Artículo 28.- Incompatibilidades.

Los Vicepresidentes y los Consejeros están sujetos a
las mismas incompatibilidades que el Presidente de la
Junta.

CAPÍTULO IV.- Cese y suplencia

Artículo 29.- Cese.

Los Vicepresidentes y los Consejeros cesan en sus
funciones:

a) Por cese del Presidente de la Junta, si bien conti-
nuarán en funciones hasta la toma de posesión de la
nueva Junta.

b) Por dimisión aceptada por el Presidente.

c) Por revocación de su nombramiento decidida libre-
mente por el Presidente.

d) Por fallecimiento.

e) Por sentencia firme que le inhabilite para el
desempeño del cargo.

Artículo 30.- Suplencia.

En caso de ausencia, vacante o enfermedad, los Vice-
presidentes y los Consejeros serán sustituidos en el ejer-
cicio de sus funciones por otro miembro de la Junta
designado por el Presidente.

TÍTULO IV

LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE LA
COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 31.- Principios de Funcionamiento de la Admi -
nistración.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León sirve con objetividad los intereses generales, actúa

de acuerdo con los principios constitucionales de jerar-
quía, descentralización, desconcentración y coordina-
ción, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, y
desarrolla su actuación para alcanzar los objetivos que
establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

2. En sus relaciones con los ciudadanos, la Adminis-
tración de la Comunidad, para el servicio efectivo a los
mismos, actúa con objetividad y transparencia en la
actuación administrativa con arreglo a los principios de
simplicidad, claridad y proximidad, agilidad en los pro-
cedimientos administrativos y en las actividades materia-
les de gestión y con pleno respeto a sus derechos.

3. En sus relaciones con otras Administraciones la
Administración de la Comunidad actúa de acuerdo con
los principios de coordinación y cooperación, respeto
pleno de sus competencias, subsidiariedad y ponderación
de la totalidad de los intereses públicos implicados en
sus decisiones.

4. En su funcionamiento la Administración de la
Comunidad de Castilla y León se atiene a la eficacia en
el cumplimiento de sus objetivos, eficiencia en el uso de
los recursos, responsabilidad por la gestión, racionali-
zación de sus procedimientos y actuaciones, y economía
de los medios.

Artículo 32.- Administración General.

1. La Administración General de la Comunidad
Autónoma, bajo la dirección de la Junta de Castilla y
León, sirve con objetividad los intereses generales y
desarrolla, con sometimiento pleno a la Ley y al Dere-
cho, funciones ejecutivas de carácter administrativo.

2. Actúa, para el cumplimiento de sus fines, con per-
sonalidad jurídica única.

Artículo 33.- Principios de organización y funcionamien -
to.

1. La Administración General de la Comunidad ade-
cuará su organización, funcionamiento y relaciones a los
principios generales y normas básicas del régimen jurídi-
co de las Administraciones públicas.

2. De acuerdo con el artículo 39.2 del Estatuto de
Autonomía de Castilla y León tiene en el ejercicio de sus
competencias las mismas potestades, prerrogativas y pri-
vilegios que la Administración del Estado.

Artículo 34.- Órganos de la Administración General.

1. La Administración General de la Comunidad está
constituida por órganos jerárquicamente ordenados.

2. Son órganos superiores la Junta de Castilla y León,
la Presidencia, las Vicepresidencias, en su caso, y las
Consejerías.
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3. Los demás órganos de la Administración se hallan
bajo la dependencia de los órganos superiores correspon-
dientes.

Artículo 35.- Criterios de organización.

La organización de la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León responde a los principios
de división funcional y gestión territorial.

CAPÍTULO II.- Los órganos centrales y sus competen-
cias

Artículo 36.- Consejerías.

La Administración General de la Comunidad se orga-
niza funcionalmente en departamentos, bajo la denomi-
nación de Consejerías.

Corresponde a cada Consejería el desarrollo de uno o
varios sectores funcionalmente homogéneos de actividad
administrativa.

Artículo 37.- Órganos Directivos Centrales.

1. Bajo la superior dirección del titular de la Conseje-
ría, cada departamento desarrollará sus competencias por
medio de los siguientes órganos directivos centrales:

a) Viceconsejerías, en su caso.

b) Secretaría General.

c) Direcciones Generales.

La existencia de Viceconsejerías y, en su caso, su
número tendrá carácter potestativo.

2. La Secretaría General y las Direcciones Generales
podrán organizarse en Servicios, Secciones y Negocia-
dos.

3. Los reglamentos orgánicos determinarán las com-
petencias de los distintos órganos directivos centrales, y
las correspondientes disposiciones de desarrollo delimi-
tarán las funciones de los órganos y unidades administra-
tivas que de ellos dependan.

4. Para el ejercicio de competencias propias, se
podrán crear órganos o unidades administrativas que fun-
cionalmente actúen fuera del territorio de la Comunidad
de Castilla y León.

Artículo 38.- El Viceconsejero.

El Viceconsejero es responsable de un sector de acti-
vidad específica del departamento, y como segunda auto-
ridad del mismo en ese ámbito, le corresponde ejercer las
competencias sobre el sector de actividad administrativa
asignado que le atribuya la norma de creación del órga-
no, las demás normas en vigor, y las demás que se le
desconcentren o deleguen.

Artículo 39.- El Secretario General

1. El Secretario General es el titular de la Secretaría
General y, en este ámbito, tiene las siguientes competen-
cias:

a) Ostentar la representación de la Consejería por
orden del Consejero.

b) Coordinar, bajo la dirección del Consejero, los
programas de las Direcciones Generales y de las entida-
des vinculadas o dependientes, salvo en aquellos casos
que dicha función haya sido atribuida a otro órgano de la
Consejería.

c) Prestar asistencia técnica y administrativa al Con-
sejero en cuantos asuntos éste considere conveniente.

d) Actuar como órgano de comunicación con las
demás Consejerías.

e) Dirigir y gestionar los Servicios comunes del
departamento, así como los órganos y unidades adminis-
trativas que se encuentren bajo su dependencia.

f) Elaborar el anteproyecto del presupuesto corres-
pondiente a la Consejería y desarrollar el control presu-
puestario.

g) Informar y tramitar los anteproyectos de ley y pro-
yectos de disposiciones administrativas de carácter gene-
ral de la Consejería.

h) Informar los proyectos de disposiciones adminis-
trativas de carácter general de otras Consejerías.

i) Gestionar los medios materiales adscritos al fun-
cionamiento de la Consejería.

j) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal
de la Consejería y resolver cuantos asuntos se refieran al
mismo, salvo los atribuidos expresamente otros órganos
de la Consejería.

k) Ejercer el control de eficacia y la inspección de la
Consejería, sin perjuicio de las funciones que en este
ámbito corresponda a la Consejería de Presidencia y
Administración Territorial.

l) Proponer al Consejero la resolución que estime
procedente en los asuntos de su competencia cuya trami-
tación le esté encomendada.

m) Resolver los asuntos de la Consejería que le
correspondan.

n) Las demás competencias que se desconcentren o
deleguen en él.

o) Ejercer aquellas otras que le atribuyan las disposi-
ciones orgánicas y demás normativa en vigor.

Artículo 40.- El Director General.

El Director General es el titular del centro directivo
que le esté encomendado y, con tal carácter y en este
ámbito, tiene las siguientes competencias:
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a) Elaborar los programas de actuación específicos de
la Dirección General.

b) Dirigir y gestionar los Servicios propios, así como
los órganos y unidades administrativas que se encuentren
bajo su dependencia.

c) Realizar la propuesta de la Dirección General para
el anteproyecto del presupuesto.

d) Elaborar los anteproyectos de ley y proyectos de
disposiciones administrativas de carácter general que le
correspondan.

e) Proponer al Consejero o, en su caso, al Viceconse-
jero la resolución que estime procedente en los asuntos
de su competencia cuya tramitación esté encomendada a
la Dirección General.

f) Resolver los asuntos de la Consejería que le corres-
pondan.

g) Resolver los asuntos de personal que le correspon-
dan y velar por la utilización de los medios materiales y
de las dependencias a su cargo.

h) Las demás competencias que se desconcentren o
deleguen en él.

i) Ejercer aquellas otras que le atribuyan las disposi-
ciones orgánicas y demás normativa en vigor.

CAPÍTULO III.- Los órganos periféricos y sus
competencias

Artículo 41.- Organización Territorial.

1. La Administración General de la Comunidad
Autónoma se organiza territorialmente en Delegaciones
Territoriales de la Junta de Castilla y León en cada una
de las provincias.

2. Corresponde a cada Delegación Territorial en su
respectivo territorio la coordinación y la gestión de las
competencias de la Administración General de la Comu-
nidad.

Asimismo le corresponde la coordinación de las enti-
dades de la Administración Institucional en su ámbito
territorial, y la gestión de los servicios que sean compar-
tidos, salvo que su Ley de creación disponga otra cosa.

Artículo 42.- Delegaciones Territoriales.

1. Las Delegaciones Territoriales son los órganos
directivos periféricos.

2. Cada Delegación Territorial, podrá estructurarse en
una Secretaría Territorial y en Departamentos Territoria-
les, Secciones y Negociados.

Excepcionalmente, por motivos de eficacia en la ges-
tión administrativa, podrán existir uno o varios órganos
con rango de Servicio Territorial dependientes de un
mismo Departamento Territorial.

3. La Secretaría Territorial dependerá orgánicamente
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial y funcionalmente, a través del Delegado Territo-
rial, de los diversos órganos superiores y directivos que
correspondan por razón de la materia.

Los órganos con rango de Departamento Territorial,
dependerán orgánica y funcionalmente, a través del
Delegado Territorial, de los diversos órganos superiores
y directivos que correspondan por razón de la materia o
del contenido de sus atribuciones.

4. Se podrá disponer la adscripción directa a órganos
centrales de órganos o unidades administrativas periféri-
cas, cuando lo aconseje su dimensión supraprovincial o
la más eficaz gestión de la actividad que tengan enco-
mendada.

5. El reglamento orgánico de las Delegaciones Terri-
toriales determinará sus competencias, y las correspon-
dientes disposiciones de desarrollo delimitarán las fun-
ciones del resto de órganos y unidades administrativas.

Artículo 43.- El Delegado Territorial.

1. El Delegado Territorial es el titular de la corres-
pondiente Delegación Territorial y representa a la Junta
de Castilla y León y a cada una de las Consejerías en la
respectiva provincia.

2. El Delegado Territorial dependerá orgánicamente
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial y funcionalmente de las Consejerías que corres-
ponda por razón de las distintas competencias materiales
y, con tal carácter, tiene las siguientes competencias en
el ámbito de su respectiva provincia:

a) Coordinar la acción política de la Junta de Castilla
y León.

b) Coordinar e impulsar la actividad de la Adminis-
tración General e Institucional de la Comunidad Autóno-
ma en la provincia, así como los programas de actuación
territoriales de la Delegación.

c) Proponer o informar a los órganos superiores y
directivos centrales la resolución que estime procedente
en los asuntos cuya tramitación esté encomendada a la
Delegación Territorial.

d) Resolver los asuntos que le correspondan.

e) Desempeñar la jefatura de personal de la Delega-
ción, sin perjuicio de las funciones que en este ámbito
correspondan a otros órganos administrativos.

f) Velar por la correcta utilización de los medios
materiales adscritos al funcionamiento de la Delegación
Territorial y, en su caso, gestionarlos.

g) Las demás competencias que se le atribuyan, des-
concentren o deleguen.



853126 de Junio de 2001B.O. Cortes C. y L. N.º 152

TÍTULO V

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA
ADMINISTRACIÓN GENERAL

CAPÍTULO I.- Régimen de los órganos y unidades
Administrativas

Artículo 44.- Órganos y demás unidades.

1. Las unidades administrativas son los elementos
organizativos básicos de la estructura orgánica, compren-
diendo al personal vinculado funcionalmente por razón
de sus cometidos y orgánicamente por una jefatura supe-
rior común.

2. Tendrán la consideración de órganos administrati-
vos, además de los órganos superiores y directivos, aque-
llas unidades administrativas a las que se les atribuyan
funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros o
cuya actuación tenga carácter preceptivo.

3. Para crear, modificar o suprimir órganos o unida-
des administrativas se deberá acreditar el cumplimiento
de los requisitos establecidos en las normas básicas del
régimen jurídico de las Administraciones públicas.

Artículo 45.- Creación, modificación o supresión.

1. La creación, modificación o supresión de Conseje-
rías y Viceconsejerías se llevará a cabo por Decreto del
Presidente de la Junta de Castilla y León, en el que se
determinará el sector o sectores de la actividad adminis-
trativa que se les atribuye, y en su caso, la adscripción de
las entidades de la Administración Institucional que
corresponda. Cuando se trate de Consejerías deberá
darse cuenta a las Cortes de Castilla y León.

Cualquier variación que afecte al número o denomi-
nación de las Consejerías ya existentes exigirá que el
Decreto contenga, además, el listado completo de Conse-
jerías y su orden de prelación.

2. La creación, modificación o supresión de Secreta-
rías Generales y de Direcciones Generales se llevará a
cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León a inicia-
tiva del Consejero o Consejeros interesados y a propues-
ta del Consejero de Presidencia y Administración Terri-
torial, sin perjuicio de su posterior desarrollo en las nor-
mas orgánicas correspondientes.

3. Los demás órganos y unidades administrativas de
las Consejerías serán creados, modificados o suprimidos
por el titular de la Consejería a través de la correspon-
diente Orden de estructura orgánica, previo informe de la
Consejería de Presidencia y Administración Territorial, y
deliberación de la Junta de Castilla y León.

4. La creación de Gabinetes con funciones de apoyo
y asesoramiento se realizará mediante Decreto de la
Junta de Castilla y León, dentro de los límites estableci-
dos por la legislación reguladora de la función pública.

5. La creación, modificación o supresión de Secreta-
rías, Departamentos y Servicios Territoriales se llevará a
cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero de Presidencia y Administración
Territorial.

Los demás órganos y unidades administrativas de las
Delegaciones Territoriales, será creados, modificados o
suprimidos mediante Orden del Consejero de Presidencia
y Administración Territorial, a iniciativa del titular de la
Consejería de la que dependan orgánicamente, previa
deliberación de la Junta de Castilla y León.

La adscripción directa a órganos centrales de órganos
o unidades administrativas periféricas se realizará
mediante Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero interesado.

6. La creación de nuevos órganos exigirá informe de
la Consejería de Economía y Hacienda de modo que no
se incremente indebidamente el gasto público.

CAPÍTULO II.- Régimen de las competencias

Artículo 46.- Principios Generales.

El ejercicio de las competencias administrativas
corresponderá a los órganos a los que se atribuya,
mediante Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero competente por razón de la materia.

Artículo 47.- Desconcentración.

1. La titularidad y ejercicio de las competencias pro-
pias de los órganos de la Administración General podrán
ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependien-
tes, tanto centrales con categoría superior a Servicio,
como periféricos con categoría igual o superior a Depar-
tamento Territorial, salvo disposición en contrario.

2. Una vez desconcentradas, las competencias podrán
ser delegadas conforme a lo dispuesto en el artículo
siguiente.

3. La desconcentración de competencias, así como su
revocación, se aprobará por Decreto de la Junta de Casti-
lla y León, y se publicará en el «Boletín Oficial de Casti-
lla y León.”

Artículo 48.- Delegación.

1. El ejercicio de las competencias propias de los
órganos de la Administración General podrá ser delega-
do en otros de igual o inferior categoría, aunque no sean
jerárquicamente dependientes, tanto centrales con cate-
goría igual o superior a Servicio, como periféricos con
categoría igual o superior a Sección, salvo disposición en
contrario.
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2. La delegación de competencias, así como su revo-
cación, se aprobará mediante la disposición propia del
órgano delegante, y se publicará en el “Boletín Oficial de
Castilla y León”.

Se requerirá la previa autorización del Consejero o
Consejeros de quienes dependan los órganos delegante y
delegado, salvo en competencias de la Presidencia o
Vicepresidencia.

3. No son delegables las siguientes competencias:

a) Las atribuidas directamente por la Constitución y
por el Estatuto de Autonomía.

b) Las previstas en las bases del régimen jurídico de
las administraciones públicas como indelegables.

c) Las propias de la Junta de Castilla y León.

d) La creación, modificación o supresión de Conseje-
rías y Viceconsejerías.

e) La firma de los Decretos y la ordenación de su
publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

f) Las de los Consejeros cuyo ejercicio requiera
someterse al acuerdo o deliberación de la Junta de Casti-
lla y León.

g) Las atribuidas por una Ley que prohíba expresa-
mente la delegación.

Artículo 49.- Suplencia.

1. Los titulares de los órganos directivos centrales
serán sustituidos en caso de ausencia, vacante o enferme-
dad por el titular del órgano de la Consejería de igual
rango o, en su defecto, del inmediatamente inferior, con
mayor antigüedad, salvo que el Consejero disponga otra
cosa.

2. Los titulares de los órganos directivos periféricos
serán suplidos por el Secretario Territorial y, en su
defecto, por el Jefe de Departamento Territorial que
tenga mayor antigüedad, salvo que el Consejero de Presi-
dencia y Administración Territorial disponga otra cosa.

3. Los titulares de los demás órganos serán suplidos,
siempre que el contenido de la función lo permita, por el
titular del órgano del mismo rango con mayor antigüe-
dad del centro directivo, salvo que el titular de éste dis-
ponga otra cosa.

CAPÍTULO III.- La ubicación de la Administración

Artículo 50.- Órganos Centrales.

1. Los órganos y unidades administrativas centrales
se ubicarán en la capitalidad en que tienen su sede las
instituciones básicas de la Comunidad, o en los términos
municipales de su entorno en caso de necesidad o conve-
niencia apreciadas por la Junta de Castilla y León.

2. Excepcionalmente, la Junta de Castilla y León
podrá disponer la temporal o permanente ubicación de
alguno de sus órganos y unidades administrativas centra-
les en otra ciudad de cualquiera de las provincias de la
Comunidad Autónoma desde donde se puedan atender
con mayor proximidad, rapidez y eficacia las necesida-
des públicas, por tener éstas un carácter altamente locali-
zado en la parte del territorio regional más inmediata a la
ciudad elegida.

Artículo 51.- Órganos Periféricos.

Las Delegaciones Territoriales se ubicarán en las
capitales de las provincias de la Comunidad Autónoma,
sin perjuicio de que alguno de sus órganos o unidades
administrativas se localice, por Decreto de la Junta de
Castilla y León, en otros municipios de las correspon-
dientes provincias.

CAPÍTULO IV.- Los órganos colegiados

Artículo 52.- Régimen.

Los órganos colegiados de la Administración General
de la Comunidad se regirán por las normas básicas del
régimen jurídico de las Administraciones públicas, por
las normas contenidas en este Capítulo, por las disposi-
ciones o convenios de creación, y por sus reglamentos de
régimen interior.

Artículo 53.- Requisitos de creación.

1. La disposición o convenio por la que se constituya
un órgano colegiado en la Administración autonómica
deberá prever necesariamente los siguientes extremos:

a) Sus fines y objetivos.

b) Su adscripción administrativa.

c) La composición y los criterios para la designación
de sus miembros o su titularidad, y del secretario, en
todo caso.

d) Las funciones de decisión, propuesta, informe,
seguimiento o control, así como cualquier otra que se le
atribuya.

e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso,
para su funcionamiento.

2. En los órganos colegiados podrán existir represen-
tantes de otras Administraciones públicas cuando éstas lo
acepten voluntariamente, o exista un convenio que así lo
establezca, o una norma aplicable a esas Administracio-
nes lo ordene o permita.

También podrán participar en los órganos colegiados,
cuando así se determine, organizaciones representativas
de intereses sociales y otros miembros que se designen
por las especiales condiciones de experiencia o conoci-
mientos que concurran en ellos.
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Artículo 54.- Miembros.

Son miembros del órgano colegiado el Presidente, el
Vicepresidente o Vicepresidentes de existir y por su
orden, los vocales y, en su caso, el Secretario.

Artículo 55.- Funciones del Presidente.

1. En cada órgano colegiado, corresponde al Presi-
dente:

a) Ostentar la representación del órgano.

b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias
y extraordinarias y la fijación del orden del día, teniendo
en cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miem-
bros formuladas con la suficiente antelación.

c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los
debates y suspenderlos por causas justificadas.

d) Dirimir con su voto los empates, a efectos de
adoptar acuerdos, excepto si se trata de los órganos cole-
giados en los que participan organizaciones representati-
vas de intereses sociales, en los que el voto será dirimen-
te sólo si así lo establecen sus propias normas.

e) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del
órgano.

f) Ejercer aquellos derechos que le correspondan
como un miembro más del órgano colegiado.

g) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a
su condición de Presidente del órgano.

2. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el
Presidente será sustituido por el Vicepresidente que
corresponda o, en su defecto, por el miembro del órgano
colegiado que, perteneciendo a la Administración Auto-
nómica o subsidiariamente a cualquier otra Administra-
ción, tenga mayor jerarquía, antigüedad y edad, por este
orden, de entre sus componentes.

Artículo 56.- Funciones de los miembros.

1. En cada órgano colegiado, corresponde a los
miembros:

a) Recibir, con una antelación mínima de cuarenta y
ocho horas, la convocatoria conteniendo el orden del día
de las reuniones. La información sobre los temas que
figuren en el orden del día estará a disposición de los
miembros en igual plazo.

b) Participar en los debates de las sesiones.

c) Ejercer su derecho al voto y formular voto particu-
lar, así como expresar el sentido de su voto y los motivos
que lo justifican.

d) Formular ruegos y preguntas.

e) Obtener la información precisa para cumplir las
funciones asignadas.

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condi-
ción.

2. Los vocales de un órgano colegiado no podrán atri-
buirse las funciones de representación de éste, salvo que
expresamente se les hayan otorgado por una norma o por
acuerdo válidamente adoptado, para cada caso concreto,
por el propio órgano.

3. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, los
vocales titulares del órgano colegiado serán sustituidos
por sus suplentes, si los hubiera.

Cuando se trate de órganos colegiados en los que par-
ticipen organizaciones representativas de intereses socia-
les, éstas podrán sustituir a sus vocales por otros, acredi-
tándolo previamente ante la Secretaría del órgano cole-
giado.

Artículo 57.- Funciones del Secretario.

1. Al Secretario del órgano colegiado, que deberá ser
calificado en la norma de creación como miembro del
propio órgano o simplemente como participante en su
condición de funcionario, le corresponde:

a) Asistir a las reuniones con voz y voto si es miem-
bro del órgano, y con voz pero sin voto si actúa como
funcionario.

b) Efectuar la convocatoria de las sesiones del órgano
por orden de su Presidente, así como las citaciones a los
miembros del mismo.

c) Recibir los actos de comunicación de los miem-
bros con el órgano y, por tanto, las notificaciones, peti-
ciones de datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de
escritos de los que deba tener conocimiento.

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y
autorizar las actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictáme-
nes y acuerdos aprobados.

f) Si es miembro del órgano colegiado, ejercer aque-
llos derechos que como tal le correspondan.

g) Cuantas otras funciones sean inherentes a su con-
dición de Secretario.

3. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el
Secretario será sustituido por el miembro del órgano
colegiado que, perteneciendo a la Administración Auto-
nómica o subsidiariamente a cualquier otra Administra-
ción, tenga menor jerarquía, antigüedad y edad, por este
orden, de entre sus componentes.

Artículo 58.- Actas.

1. En el acta de cada sesión que celebre el órgano
colegiado figurará el acuerdo o acuerdos adoptados.
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Asimismo, y a solicitud de los respectivos miembros
del órgano se hará constar en el acta, el voto contrario al
acuerdo adoptado, la abstención y los motivos que la jus-
tifiquen o la explicación de su voto favorable. Del
mismo modo, cualquier miembro tiene derecho a solici-
tar la transcripción íntegra de su intervención o propues-
ta, siempre que aporte en el acto, o en el plazo que señale
el Presidente, el texto que se corresponda fielmente con
su intervención, haciéndose así constar en el acta o
uniéndose copia a la misma.

2. Los miembros que discrepen del acuerdo mayorita-
rio podrán formular voto particular por escrito en el
plazo de cuarenta y ocho horas, que se incorporará al
texto aprobado.

3. Las actas se aprobarán en la misma o en la siguien-
te sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario certi-
ficación sobre los acuerdos específicos que se hayan
adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta.

En las certificaciones de acuerdos adoptados emitidas
con anterioridad a la aprobación del acta se hará constar
expresamente tal circunstancia.

TÍTULO VI

LA ACTUACIÓN DE LA
ADMINISTRACIÓN GENERAL

CAPÍTULO I. Normas Generales.

Artículo 59.- Reglas de actuación.

La Administración de la Comunidad Autónoma ajus-
tará su actuación a las reglas contenidas en esta Ley y en
las normas básicas reguladoras del procedimiento admi-
nistrativo común.

Artículo 60.- Recurso de alzada.

1. Contra las resoluciones de los órganos de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León que no
pongan fin a la vía administrativa y los actos de trámite
en aquellos supuestos previstos en las bases del régimen
jurídico, podrá interponerse recurso de alzada ante el
superior del órgano que los dictó.

2. A estos efectos tendrá la consideración de órgano
superior:

- La Junta de Castilla y León respecto de los actos de
los Consejeros.

- Los Consejeros respecto de los actos de los Vice-
consejeros, Secretarios Generales y Directores Generales
no dependientes de una Viceconsejería.

- Los Viceconsejeros respecto de los actos de los
Directores Generales de ellos dependientes.

- Los Secretarios Generales y los Directores Genera-
les, en virtud de su competencia material, respecto de los
actos de los Jefes de Servicio que de ellos dependan en la
Administración central, y en la periférica respecto de los
actos de los Delegados Territoriales y Jefes de Departa-
mento Territoriales.

- Los Delegados Territoriales respecto de los actos de
los Jefes de Departamento Territoriales.

La jerarquía en el resto de órganos administrativos
vendrá determinada por las disposiciones de estructura
orgánica.

Artículo 61.- Fin de la vía administrativa.

1. Pondrán fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de la Junta de Castilla y León y
las de su Presidente.

b) Las resoluciones de los Consejeros, salvo cuando
por Ley expresamente se otorgue recurso de alzada ante
la Junta de Castilla y León.

c) Las resoluciones de los Viceconsejeros, Secreta-
rios Generales y de los Directores Generales en materia
de personal.

d) Las resoluciones de los órganos inferiores en los
casos en que resuelvan por delegación de otro órgano
cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.

e) Las demás resoluciones, acuerdos o convenios que
prevean las normas básicas del régimen jurídico.

f) Las resoluciones dictadas en los recursos de alza-
da.

2. Contra los actos que pongan fin a la vía adminis-
trativa, podrá interponerse con carácter potestativo recur-
so de reposición ante el mismo órgano que los dictó, a
excepción de los previstos en la letra f) del apartado
anterior.

3. Los Decretos de desconcentración a los que se
refiere el artículo 47.3 podrán disponer que los actos dic-
tados en ejercicio de las atribuciones desconcentradas
pongan fin a la vía administrativa.

Artículo 62.- Recurso extraordinario de revisión.

Será competente para conocer del recurso extraordi-
nario de revisión el órgano administrativo que haya dic-
tado el acto objeto del recurso.

Artículo 63.- Revisión de oficio.

1. Los procedimientos de revisión de oficio de dispo-
siciones y actos nulos serán iniciados por el órgano autor
de la actuación nula, de oficio o a solicitud del interesa-
do.
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2. La resolución corresponderá al órgano administra-
tivo jerárquicamente superior, si lo hubiere, o al mismo
órgano autor de la disposición o acto nulo, en caso con-
trario.

Artículo 64.- Declaración de lesividad.

1. Los procedimientos para declarar la lesividad de
los actos anulables serán iniciados por el órgano autor
del acto, de oficio o a solicitud del interesado.

2. La competencia para declarar la lesividad de los
actos anulables corresponde al titular de la Consejería
competente por razón de la materia, excepto en los
supuestos de actos dictados por la Junta de Castilla y
León, en los que corresponderá a ésta.

Artículo 65.- Revocación y rectificación.

La revocación de los actos de gravamen o desfavora-
bles y la rectificación de los errores materiales, de hecho
o aritméticos corresponderá al propio órgano administra-
tivo que haya dictado el acto.

Artículo 66.- Reclamaciones previas.

1. Las reclamaciones previas a la vía judicial civil se
resolverán por el Consejero o Viceconsejero que corres-
ponda por razón de la materia, salvo las relativas a pro-
piedad y derechos reales, que en todo caso corresponde-
rán al Consejero de Economía y Hacienda.

2. Las reclamaciones previas a la vía judicial laboral
en materia de personal serán resueltas por el Secretario
General correspondiente. En el resto de materias la com-
petencia para la resolución corresponderá al órgano
administrativo autor del acto objeto de reclamación.

3. Las reclamaciones económico-administrativas se
regularán por su legislación específica.

Artículo 67.- Informe jurídico.

Para la resolución de los recursos administrativos,
reclamaciones previas a la vía judicial, responsabilidad
patrimonial, revisión de oficio, terminación convencional
y ejecución de resoluciones judiciales será preceptivo el
previo informe de los Servicios Jurídicos.

Artículo 68.- Ejercicio de acciones y asistencia jurídica.

1. El ejercicio de acciones en vía jurisdiccional será
autorizado por la Junta de Castilla y León o el Consejero
respectivo, y excepcionalmente, en casos de urgencia,
por el Jefe de la Asesoría Jurídica General.

2. La representación y defensa en juicio de la Admi-
nistración General de la Comunidad, de sus Organismos
Autónomos y entes públicos de derecho privado, así
como su asesoramiento jurídico interno, corresponderá a

los Letrados integrados en los Servicios Jurídicos de la
Comunidad. También podrán asumir las mismas funcio-
nes respecto de las Instituciones previstas en el Estatuto
de Autonomía, cuando su normativa así lo prevea, y de
las empresas públicas de la Comunidad cuando se suscri-
ba el correspondiente convenio.

3. La Administración de la Comunidad Autónoma
disfrutará del mismo estatuto procesal que la del Estado,
cuya normativa de asistencia jurídica, contenciosa y con-
sultiva será supletoriamente aplicable.

CAPÍTULO II.- Régimen de las disposiciones y actos
administrativos

Artículo 69.- Jerarquía normativa.

Las disposiciones administrativas de carácter general
se ajustarán a la siguiente jerarquía normativa:

1. Decretos de la Junta de Castilla y León y de su
Presidente.

2. Órdenes de Consejería.

3. Otras disposiciones de órganos inferiores, según el
orden de su respectiva jerarquía.

Artículo 70.- Decretos y Acuerdos.

1. Adoptarán la forma de Decreto las disposiciones
de carácter general de la Junta de Castilla y León y las de
su Presidente.

2. Adoptarán la forma de Acuerdo las resoluciones
administrativas de la Junta de Castilla y León y las de su
Presidente.

3. Cuando afecte a las competencias de más de una
Consejería, el Decreto o Acuerdo se aprobará a iniciativa
de los Consejeros interesados y será propuesto por el de
Presidencia y Administración Territorial.

4. Los Decretos y Acuerdos serán firmados por el
Presidente y, en su caso, por el Consejero autor de la
propuesta.

Artículo 71.- Órdenes.

1. Adoptarán la forma de Órdenes las disposiciones y
resoluciones de los Consejeros e irán firmadas por el
titular de la Consejería correspondiente.

2. Cuando las Órdenes afecten a las competencias de
varias Consejerías se aprobarán por el Consejero de Pre-
sidencia y Administración Territorial, a iniciativa de los
Consejeros interesados.

Artículo 72.- Resoluciones.

Las disposiciones y actos de los órganos inferiores
adoptarán la forma de Resoluciones.
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Artículo 73.- Inderogabilidad singular de reglamentos.

Las resoluciones administrativas no podrán vulnerar
lo establecido en una disposición de carácter general,
aunque aquéllas procedan de órganos que tengan igual o
superior rango a los órganos que aprueben éstas.

Artículo 74.- Publicación.

Las disposiciones administrativas de carácter general
se publicarán en el «Boletín Oficial de Castilla y León»,
medio de publicación oficial de la Junta de Castilla y
León y de su Administración, y entrarán en vigor a los
veinte días de su publicación, salvo que en las mismas se
dispusiere otra cosa.

CAPÍTULO III.- Procedimiento de elaboración de las
normas

Artículo 75.- Proyectos de Ley.

1. La iniciativa legislativa que corresponde a la Junta
de Castilla y León se ejercerá mediante la elaboración,
aprobación y remisión de los proyectos de ley a las Cor-
tes de Castilla y León.

2. El procedimiento de elaboración de los proyectos
de ley se iniciará en la Consejería o Consejerías compe-
tentes mediante la elaboración del correspondiente ante-
proyecto.

3. El anteproyecto irá acompañado de una memoria
en la que se incluirán:

a) Un estudio del marco normativo en el que pretende
incorporarse, con expresión de las disposiciones afecta-
das y tabla de vigencias.

b) Los informes y estudios sobre su necesidad y
oportunidad.

c) Un estudio económico con referencia al coste a
que dará lugar, en su caso, así como a su financiación.

d) Expresión de haberse dado el trámite de audiencia
cuando fuere preciso y efectuado las consultas precepti-
vas.

4. El anteproyecto de ley se enviará a las restantes
Consejerías para su estudio y, previo informe de los Ser-
vicios Jurídicos de la Comunidad y de los órganos con-
sultivos cuyo dictamen tenga carácter preceptivo, se
someterá a la Junta de Castilla y León para su aproba-
ción y remisión a las Cortes de Castilla y León.

Artículo 76.- Proyectos de disposiciones generales.

Los proyectos de disposiciones administrativas de
carácter general que deban ser sometidos a la Junta de
Castilla y León, contendrán la documentación y seguirán
la tramitación establecida en el artículo anterior.

CAPÍTULO IV.- La contratación administrativa

Artículo 77.- Régimen.

Los contratos que celebre la Comunidad Autónoma
se regirán por la legislación básica del Estado y por la
normativa autonómica de desarrollo de la misma.

Artículo 78.- Órganos de contratación.

Los Consejeros son los órganos de contratación de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
celebrándose los contratos en nombre de ésta, previa la
tramitación del correspondiente expediente de contrata-
ción.

Artículo 79.- Autorización de Junta y mesa de contrata -
ción.

1. La celebración de contratos exigirá la autorización
de la Junta de Castilla y León en los casos previstos en la
Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad y en la
Ley de Presupuestos vigente.

2. La mesa de contratación estará constituida por un
presidente, un mínimo de tres vocales y un secretario
designado por el órgano de contratación. Entre los voca-
les figurarán necesariamente un letrado de los Servicios
Jurídicos de la Comunidad y un interventor.

CAPÍTULO V.- La potestad sancionadora y la responsa-
bilidad patrimonial

Artículo 80.- Régimen de la potestad sancionadora.

El ejercicio por la Administración de la potestad san-
cionadora se acomodará a la legislación básica de las
Administraciones públicas, sin perjuicio del desarrollo
normativo y de las peculiaridades que puedan preverse.

Artículo 81.- Régimen de la responsabilidad patrimo -
nial.

La responsabilidad patrimonial de la Administración
de la Comunidad de Castilla y León por los daños oca-
sionados a los particulares en sus bienes o derechos por
el funcionamiento normal o anormal de sus servicios
públicos, se regirá por la legislación básica de las Admi-
nistraciones públicas.

Artículo 82.- Procedimiento y órgano competente.

1. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial
se tramitarán con arreglo a lo dispuesto en la normativa
básica, con las especialidades derivadas de la organiza-
ción de la Administración de la Comunidad de Castilla y
León.
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2. La resolución de los procedimientos de responsabi-
lidad patrimonial corresponderá al Consejero competente
por razón de la materia hasta el límite establecido para la
contratación, y por la Junta de Castilla y León en los
demás casos o cuando una Ley expresamente lo prevea.

TÍTULO VII

LA ADMINISTRACIÓN INSTITUCIONAL Y
LAS EMPRESAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 83.- Personalidad y adscripción.

1. Las entidades de la Administración Institucional y
las empresas públicas actúan con personalidad jurídica
diferenciada, patrimonio y tesorería propios y autonomía
de gestión.

2. Las entidades institucionales y empresas públicas
serán adscritas por la Junta de Castilla y León a la Con-
sejería competente por razón de la materia.

Artículo 84.- Creación, extinción y liquidación.

1. La creación de las entidades institucionales y
empresas públicas se efectuará por Ley.

2. La extinción requerirá Ley específica, salvo que en
la de creación o en otra se hubieren establecido las cau-
sas, el procedimiento y los efectos de la misma.

Cuando las disposiciones sobre la extinción no regu-
laren la liquidación de la entidad o empresa, ésta se lle-
vará a cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León, a
propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda y a
iniciativa de la Consejería a que esté adscrita.

Artículo 85.- La Administración Institucional.

1. La Administración Institucional de la Comunidad
de Castilla y León, bajo la dependencia de la Adminis-
tración General, actúa para el cumplimiento de los fines
de interés público que el ordenamiento establece como
principios rectores de la política social y económica y
desarrolla, mediante descentralización funcional, activi-
dades de ejecución administrativa y económica propias
de las competencias de la Comunidad.

2. La Administración Institucional está constituida
por las siguientes entidades:

a) Organismos Autónomos.

b) Entes Públicos de Derecho Privado.

3. Las entidades institucionales se regirán por su Ley
de creación, las disposiciones de esta Ley, las de aquellas
otras Leyes que les sean de aplicación y por la regula-
ción interna que sus propios estatutos establezcan.

CAPÍTULO II.- Organismos Autónomos

Artículo 86.- Organismos Autónomos.

1. Los Organismos Autónomos de la Comunidad tie-
nen encomendadas la realización de actividades de
fomento, prestacionales o de gestión de servicios públi-
cos, sujetándose en su actuación al derecho administrati-
vo.

2. Para el desarrollo de sus competencias específicas
los Organismos Autónomos tienen las mismas potesta-
des, prerrogativas y privilegios que la Administración
General de la Comunidad de Castilla y León, excepto la
potestad expropiatoria.

Artículo 87.- Ley de creación.

La Ley de creación de cada Organismo Autónomo
determinará su denominación, sus fines y competencias,
su adscripción a la Consejería respectiva, sus órganos
rectores, los bienes y medios económicos que se les asig-
nen para el cumplimiento de sus fines, así como aquellos
aspectos que puedan ser modificados reglamentariamen-
te y, en su caso, las causas de extinción, el procedimiento
para llevarla a cabo y los efectos de la misma.

Artículo 88.- Personal, patrimonio y contratación.

1. El régimen de personal y de patrimonio de los
Organismos Autónomos será el establecido en la norma-
tiva que regula la Función Pública de la Administración
General y el Patrimonio de la Comunidad de Castilla y
León.

2. La normativa sobre la Hacienda de la Comunidad
de Castilla y León será de aplicación a los Organismos
Autónomos en materia económica y presupuestaria.

3. La contratación de los Organismos Autónomos se
rige por las normas generales de contratación de las
Administraciones Públicas, y por lo dispuesto en el Capí-
tulo Cuarto del Título Sexto de la presente Ley, siendo el
Presidente del Organismo el órgano de contratación de
los mismos.

Artículo 89.- Normativa supletoria.

En lo no previsto por la Ley de creación del Organis-
mo Autónomo, será de aplicación, respecto de las mate-
rias de organización, régimen de los órganos y unidades
administrativas, de las funciones y competencias, órga-
nos colegiados y actuación administrativa las disposicio-
nes de esta Ley sobre la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León, equiparándose a estos
efectos, las funciones del Presidente del Organismo a las
del Consejero y las del máximo órgano unipersonal de
gestión a las del Secretario General.
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CAPÍTULO III.- Los Entes Públicos de Derecho Privado

Artículo 90.- Entes públicos de derecho privado.

1. Los Entes Públicos de Derecho Privado tienen
encomendadas la realización de actividades de carácter
económico, comercial, industrial, agrario, financiero o
análogo, sujetándose fundamentalmente en su actuación
al derecho privado.

2. Para el cumplimiento de las potestades públicas
que pudieran ejercer, así como para la formación de la
voluntad de sus órganos, los entes públicos se sujetarán
al derecho administrativo, y en su ejercicio gozarán de
las prerrogativas y privilegios que determine su Ley de
creación, excepto la potestad expropiatoria.

3. El ejercicio de las potestades públicas correspon-
derá a aquellos órganos del Ente a los que expresamente
los estatutos les asignen tal facultad.

4. En materia económico y presupuestaria se estará a
lo dispuesto en la Ley de Hacienda de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 91.- Ley de creación.

La Ley de creación determinará su denominación, sus
fines y actividades, su adscripción a la Consejería u
Organismo Autónomo respectivo, sus órganos rectores,
los bienes y medios económicos que se les asignen para
el cumplimiento de sus fines, así como aquellos aspectos
que puedan ser modificados reglamentariamente y, en su
caso, las causas de extinción, el procedimiento para lle-
varla a cabo y los efectos de la misma.

CAPÍTULO IV.- Empresas Públicas

Artículo 92.- Empresas públicas.

Son Empresas Públicas de la Comunidad de Castilla
y León las sociedades mercantiles en cuyo capital la par-
ticipación directa o indirecta de la Administración de la
Comunidad Autónoma o de sus entidades institucionales
sea superior al cincuenta por ciento.

Artículo 93.- Creación y extinción.

1. La creación de una empresa pública podrá realizar-
se bien a través de la constitución de una sociedad mer-
cantil, preferentemente anónima, con la cualidad de
Empresa Pública, o bien mediante la adquisición de esta
cualidad por parte de una sociedad mercantil ya consti-
tuida.

2. Son supuestos de extinción de las empresas públi-
cas:

a) La extinción de la sociedad mercantil calificada
como tal.

b) La pérdida de la cualidad de empresa pública.

La pérdida de esta cualidad no implicará la extinción
de la sociedad mercantil, salvo que constituya un supues-
to legal o estatutario de disolución.

Artículo 94.- Régimen.

Las empresas públicas se regirán íntegramente, cual-
quiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento
jurídico privado, salvo en las materias que les sea de
aplicación la normativa presupuestaria, contable, de con-
trol financiero y de contratación. En ningún caso podrá
disponer de facultades que impliquen el ejercicio de
potestades públicas.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-

En todo lo no previsto en esta Ley será de aplicación
lo establecido en la legislación del Estado con carácter
supletorio.

Segunda.-

Las disposiciones del Capítulo Cuarto del Título V de
la presente Ley no serán de aplicación al órgano colegia-
do de gobierno y administración de la Comunidad de
Castilla y León.

Tercera.-

La ordenación económico financiera de los órganos e
instituciones de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León se regirá por la Ley de Hacienda de la Comunidad
de Castilla y León.

Cuarta.-

La Consejería de Economía y Hacienda realizará las
supresiones, transferencias o habilitaciones de créditos
necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en la pre-
sente Ley.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente
Ley, y en concreto:

- Decreto Legislativo 1/1988, de 21 de julio, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Gobier-
no y de la Administración de Castilla y León.

- Título I y artículos 47, 60, 61, 62 y 97 segundo
párrafo de la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de la
Hacienda de la Comunidad de Castilla y León.
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DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

P.L. 16-V

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial

de las Cortes de Castilla y León del Dictamen de la
Comisión de Presidencia en el Proyecto de Ley del
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de
Castilla y León, P.L. 16-V.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE PRESIDENCIA

La Comisión de Presidencia de las Cortes de Castilla y León, a la vista del Informe emitido por la Ponencia, ha exa-
minado el Proyecto de Ley del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, y, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento, tiene el honor de elevar al Excmo. Sr. Presidente el siguiente

DICTAMEN

TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN

PROYECTO DE LEY DEL GOBIERNO Y DE LA
ADMINISTRACIÓN DE LA COMUNIDAD DE

CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La presente Ley, reguladora del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
viene a sustituir al Texto Refundido aprobado por Decre-
to Legislativo 1/1988, de 21 de julio, que constituyó la
piedra angular para el desarrollo de la acción del Gobier-
no de la Comunidad de Castilla y León y para la configu-
ración de la actual estructura administrativa durante
años. No obstante, concurren en el momento actual
varias circunstancias que hacen aconsejable una reforma
de aquel texto que traía su antecedente en el de 1983.

En efecto, el mayor nivel competencial alcanzado ha
obligado a crear una Administración capaz de gestionar-
lo y en consecuencia mucho más compleja que la regula-
da en la Ley anterior. Pero tampoco resultan ajenas a la
reforma que ahora se acomete las modificaciones lleva-
das a cabo en la normativa básica que ha de ser tenida en
cuenta en su desarrollo autonómico.

Aun así no se ha perdido de vista la consolidación de
la Ley anterior derivada de una larga vigencia y así del
conocimiento que de ella poseen los distintos operadores
jurídicos, circunstancia que ha sido considerada y tenida
en cuenta a la hora de intentar respetar al máximo tanto
la estructura como el contenido, manteniendo todo aque-
llo cuyo cambio no resultara imprescindible.

Se ha optado sin embargo por llevar a cabo una refor-
ma completa en lugar de modificaciones parciales en
aras de respetar al máximo la necesaria seguridad jurídi-
ca que resulta más salvaguardada con un nuevo texto
completo que con reformas parciales, pero amplias y
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profundas, del anterior, texto que intenta evitar la reitera-
ción, indebida, de la normativa básica, que por ello solo
aparece allá donde su ausencia haría ininteligible e
incomprensible la regulación que se contiene.

Sobre tales bases, y en el ejercicio de la competencia
que el artículo 32.1.1ª del Estatuto de Autonomía atribu-
ye a esta Comunidad en materia de organización, régi-
men y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno, se dicta la presente Ley.

II

Está compuesta la presente Ley del Gobierno y de la
Administración de Castilla y León de un Título Prelimi-
nar, siete Títulos, cuatro Disposiciones Adicionales, una
Disposición Derogatoria y la Final determinando su
entrada en vigor.

El Título Preliminar, con tres artículos, explicita el
objeto de la Ley, y establece tanto el órgano de gobierno
y administración como el contenido de la acción de la
Junta, todo ello de conformidad con las prescripciones
del Estatuto de Autonomía.

III

El Título I regula la figura del Presidente recogiendo
sus atribuciones con la incorporación de las novedades
paralelas a las producidas en la última reforma del Esta-
tuto de Autonomía, tales como la facultad de acordar la
disolución de las Cortes o plantear la cuestión de con-
fianza. En lógica consecuencia se añade, como causa de
cese, la pérdida de la cuestión de confianza, pero tam-
bién la inhabilitación por sentencia firme. Se modifica
asimismo el sistema de suplencia con especial incidencia
en los casos en que el propio Presidente no quiera o no
pueda efectuar designación expresa.

IV

El Título II se refiere a la Junta de Castilla y León.

Compuesto por tres Capítulos reguladores, respecti-
vamente, de la composición y atribuciones, del funciona-
miento, de la responsabilidad política y del cese, aborda
el tratamiento de la Junta como órgano de gobierno de
Castilla y León.

Respeta este Título esencialmente la estructura y con-
tenido de la anterior Ley del Gobierno y de la Adminis-
tración de Castilla y León, incluyendo exclusivamente
las concretas modificaciones que se habían manifestado
imprescindibles. Así, se agregan algunas atribuciones
necesarias para su correcto funcionamiento y, ya dentro
de este campo, se acomete la regulación de una de las
necesidades más sentidas, consistente en la especifi-
cación de su funcionamiento en Consejo de Gobierno,
esto es, como órgano compuesto por todos los miembros
de la Junta y que se reúne periódicamente, regulándose
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también las Comisiones Delegadas. Se mantiene la
Comisión de Secretarios Generales con la misión de pre-
parar las reuniones del Consejo de Gobierno.

V

Se aborda en el Título III la regulación de los Vice-
presidentes y de los Consejeros, redondeándose su trata-
miento respecto de la norma anterior con regulación
común del estatuto personal, el cese y la suplencia y
específico en lo relativo al nombramiento y atribuciones.
Ambos -Vicepresidentes y Consejeros- son nombrados y
separados libremente por el Presidente, con comunica-
ción a las Cortes, agregándose, en relación a los prime-
ros, la necesidad de establecer su orden en caso de ser
más de uno.

En coherencia con la regulación de la figura del Pre-
sidente, se añade como causa de cese la inhabilitación
por sentencia firme.

VI

Comienza con el Título IV la regulación de la Admi-
nistración General conteniendo un primer Capítulo dedi-
cado a las Disposiciones Generales con una única modi-
ficación reseñable y que tiende a evitar la confusión
entre el órgano y su titular. Se especifican así como órga-
nos superiores de la Comunidad la Junta de Castilla y
León, la Presidencia, las Vicepresidencias, y las Conse-
jerías.

Un segundo Capítulo se destina a los órganos centra-
les y sus competencias. Aparece así como novedad la
posible existencia en las Consejerías de Viceconsejerías
cuyas competencias vienen determinadas en función de
sectores de actividad específica del departamento, a la
vez que se configura a su titular como segunda autoridad
del mismo en ese ámbito.

Entre las competencias atribuidas a los Secretarios
Generales merecen ser destacadas, como de nuevo cuño,
la coordinación de los programas de Direcciones Genera-
les en su departamento o el control de eficacia y la ins-
pección de la Consejería. También los Directores Gene-
rales ven incrementada su lista de atribuciones con las de
elaboración de programas de actuación específicos, la
realización de la propuesta de presupuesto de su Direc-
ción General y la elaboración de los Anteproyectos de
Ley y Proyectos de Decreto que les correspondan.

El Capítulo tercero de este Título IV se refiere a la
Administración Periférica incorporándose algunas nove-
dades en las Delegaciones Territoriales la principal de
las cuales radica en la incorporación de una nueva figura
en su estructura, la de los Departamentos Territoriales
que se configuran jerárquicamente intercalados entre los
Delegados Territoriales y los Servicios. Estos Departa-
mentos Territoriales permiten concentrar, bajo la figura
del Delegado Territorial, en un único órgano la responsa-
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bilidad de dirigir y coordinar la gestión de las competen-
cias de cada Consejería en el territorio de cada provincia.
La estructura posible de cada Delegación aparece, de
este modo, determinada por una Secretaría Territorial y
Departamentos Territoriales, admitiéndose de modo
expreso la posible subsistencia de uno o de varios Servi-
cios Territoriales dependientes de una misma Consejería
a través del correspondiente Departamento Territorial.

Las atribuciones de los Delegados Territoriales sólo
se ven modificadas por la atribución de las funciones de
coordinación, en el territorio de la provincia, de la acción
política de la Junta.

VII

El Título V se refiere a la organización y funciona-
miento de la Administración General. Su Capítulo pri-
mero se destina a definir los órganos y las unidades
administrativas y a establecer pormenorizadamente el
sistema de creación, modificación y supresión de las
Consejerías, Viceconsejerías, Secretarías y Direcciones
Generales, así como del resto de órganos y unidades
administrativas.

Es probablemente el Capítulo segundo de este Título
el que aporta mayores novedades a la regulación de la
Administración de la Comunidad. Así se establece la
necesidad de un Decreto de Junta para asignar competen-
cias a un Órgano cuando tal atribución no haya tenido
lugar por Ley. Se admite con carácter general la descon-
centración de competencias en órganos centrales con
categoría superior a Servicio y en órganos periféricos
con categoría igual o superior a Servicio. Se permite la
delegación de competencias en órganos centrales o peri-
féricos con categoría igual o superior a Sección, requi-
riéndose la previa autorización del Consejero o Conseje-
ros de quienes dependan los órganos delegante y delega-
do. Aparece recogido un nuevo listado de competencias
indelegables y, finalmente, se regula el sistema de
suplencia de los titulares de los órganos directivos cen-
trales y periféricos.

El Capítulo tercero, dedicado a la ubicación de la
Administración, permanece inalterado, y el Capítulo
cuarto se dedica a los Órganos Colegiados que se regulan
de forma novedosa por la necesidad de colmar la laguna
aparecida como consecuencia de la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional que declaró que determinados
preceptos relativos a esta materia de la Ley 30/1992, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas no
tienen la condición de básicos, lo que conlleva la necesi-
dad de que cada Comunidad Autónoma dicte sus propias
normas en el ejercicio de las competencias que le corres-
ponden y que esta Comunidad ya incorpora en el presen-
te texto legal.
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VIII

El Título sexto se destina a la regulación de la actua-
ción de la Administración General, concepto por tanto
más amplio que el contenido en la anterior Ley relativo
al régimen de las disposiciones y resoluciones adminis-
trativas, que había quedado desfasado frente a una reali-
dad sentida como ineludible en un Estado de Derecho.

Las normas generales recogidas en el Capítulo prime-
ro se destinan a relacionar los actos que ponen fin a la
vía administrativa ajustándolos a las previsiones conteni-
das en la Ley 30/1992 y a su modificación efectuada por
la Ley 4/1999. Se señalan los órganos competentes de la
Administración Autónoma para conocer del recurso
extraordinario de revisión, de los procedimientos de revi-
sión de oficio, para la declaración de lesividad, para la
revocación de los actos de gravamen y desfavorables y
para la resolución de las reclamaciones previas a la vía
judicial, tanto civil como laboral. Finaliza este Capítulo
estableciendo aquellos procedimientos en que resulta
preceptivo el informe de los Servicios Jurídicos de la
Comunidad a los que se encomienda la representación y
defensa en juicio de su Administración Pública.

El Capítulo segundo, regulador del régimen de las
disposiciones y actos administrativos, incluye de forma
expresa como novedad digna de mención la existencia,
junto a los Decretos y Órdenes, de disposiciones genera-
les de autoridades inferiores. Determina también que las
resoluciones administrativas, tanto de la Junta como de
su Presidente, hayan de adoptar la forma de Acuerdo.

El Capítulo tercero, se destina a establecer el procedi-
miento de elaboración de normas con inclusión del lista-
do de los documentos que han de incorporarse a la
memoria que con carácter obligatorio habrá de acompa-
ñar al proyecto. Por fin los Capítulos cuarto y quinto
regulan la contratación, la potestad sancionadora y la res-
ponsabilidad patrimonial, con atribución de las pertinen-
tes competencias a los órganos específicos y con suje-
ción a los principios básicos reguladores de estas mate-
rias, s in perjuicio de haber tenido en cuenta las
peculiaridades específicas de nuestra Administración
Autónoma.

IX

El último Título de la Ley, el séptimo, se ocupa de la
Administración Institucional y de las Empresas Públicas,
recogiendo con la separación mencionada las últimas
doctrinas que en el campo del derecho administrativo
vienen abogando por la expulsión de su ordenamiento de
las últimas, en relación con las cuales se regula exclusi-
vamente su creación y extinción, manteniéndolas fuera
de la Administración Institucional.

En relación con esta última, esto es, la Administra-
ción Institucional, es digna de reseña la incorporación de
su regulación a esta Ley que resulta su lugar natural. Se
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contiene así en el Capítulo primero, destinado a las Dis-
posiciones Generales, la definición de Administración
Institucional caracterizada por las notas de actuación
para el cumplimiento de fines de interés público que el
ordenamiento establece como principios rectores de la
política social y económica, así como por el hecho de
que ejercita sus funciones mediante descentralización
funcional y con adscripción a la Consejería que resulte
competente por razón de la materia.

El Capítulo segundo especifica el régimen de perso-
nal, patrimonial, contratación y organización interna de
los Organismos Autónomos, recogiéndose en el Capítulo
tercero los Entes Públicos de derecho privado y, final-
mente, en el Capítulo cuarto las Empresas Públicas.

X

Las Disposiciones Adicionales establecen la aplica-
ción supletoria de la legislación del Estado, la inaplica-
bilidad de los preceptos reguladores de los órganos cole-
giados al órgano de Gobierno y Administración de la
Comunidad de Castilla y León; la remisión a la Ley de
Hacienda de todo lo relativo a la ordenación económico-
financiera de los órganos e instituciones de la Comuni-
dad y el mandato a la Consejería de Economía y Hacien-
da de las actuaciones necesarias para dar cumplimiento a
la presente Ley.

Contiene la habitual Disposición Derogatoria seguida
de la Final con previsión de entrada en vigor a los veinte
días de su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y
León en lógica coherencia con la disposición contenida
al respecto en su articulado.

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.- Objeto de la Ley.

La presente Ley tiene por objeto la regulación de la
organización y funcionamiento del Gobierno y de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León.

Artículo 2.- La Junta de Castilla y León.

1. La Junta de Castilla y León, bajo la dirección de su
Presidente, es el órgano de gobierno y el supremo órgano
de administración de la Comunidad de Castilla y León.

2. Dirige la política y la Administración. Ejerce la
función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo
con la Constitución, el Estatuto de Autonomía y las
leyes.

Artículo 3.- La Administración de la Comunidad.

1. La Administración de la Comunidad desarrolla las
funciones ejecutivas de carácter administrativo, realizan-
do los cometidos en que se concreta el ejercicio de la
acción de gobierno.
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2. A los efectos de la presente Ley, la Administración
de la Comunidad de Castilla y León se integra por la
Administración General y por la Administración Institu-
cional.

TÍTULO I

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CASTILLA Y
LEÓN

CAPÍTULO I.- Elección y Carácter

Artículo 4.- El Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León ostenta la
suprema representación de la Comunidad Autónoma y la
ordinaria del Estado en ésta. Asimismo preside la Junta
de Castilla y León dirigiendo sus acciones y coordinando
las funciones de sus miembros.

Artículo 5.- Elección del Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León será ele-
gido en la forma prevista en el Estatuto de Autonomía y
nombrado por el Rey.

CAPÍTULO II.- Atribuciones

Artículo 6.- Atribuciones básicas.

Corresponde al Presidente de la Junta:

1. Convocar elecciones a las Cortes de Castilla y
León de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de
Autonomía.

2. Acordar la disolución de las Cortes de Castilla y
León en los términos legalmente previstos.

3. Promulgar, en nombre del Rey, las Leyes aproba-
das por las Cortes de Castilla y León, así como ordenar
su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León», y la remisión para su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».

4. Mantener las debidas relaciones con las demás
Administraciones e Instituciones públicas.

5. Firmar los convenios y acuerdos de cooperación y
colaboración que suscriba la Comunidad Autónoma en
los casos en que proceda.

6. Plantear ante las Cortes de Castilla y León, previa
deliberación de la Junta de Castilla y León, la cuestión
de confianza.

Artículo 7.- Otras atribuciones.
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Castilla y León:

1. Dirigir y coordinar la acción de gobierno.

2. A los efectos de la presente Ley, la Administración
de la Comunidad de Castilla y León se integra por la
Administración General y por la Administración Institu-
cional.

TÍTULO I

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE CASTILLA Y
LEÓN

CAPÍTULO I.- Elección y Carácter

Artículo 4.- El Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León ostenta la
suprema representación de la Comunidad Autónoma y la
ordinaria del Estado en ésta. Asimismo preside la Junta
de Castilla y León dirigiendo sus acciones y coordinando
las funciones de sus miembros.

Artículo 5.- Elección del Presidente.

El Presidente de la Junta de Castilla y León será ele-
gido en la forma prevista en el Estatuto de Autonomía y
nombrado por el Rey.

CAPÍTULO II.- Atribuciones

Artículo 6.- Atribuciones básicas.

Corresponde al Presidente de la Junta:

1. Convocar elecciones a las Cortes de Castilla y
León de acuerdo con lo establecido en el Estatuto de
Autonomía.

2. Acordar la disolución de las Cortes de Castilla y
León en los términos legalmente previstos.

3. Promulgar, en nombre del Rey, las Leyes aproba-
das por las Cortes de Castilla y León, así como ordenar
su publicación en el «Boletín Oficial de Castilla y
León», y la remisión para su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».

4. Mantener las debidas relaciones con las demás
Administraciones e Instituciones públicas.

5. Firmar los convenios y acuerdos de cooperación y
colaboración que suscriba la Comunidad Autónoma en
los casos en que proceda.

6. Plantear ante las Cortes de Castilla y León, previa
deliberación de la Junta de Castilla y León, la cuestión
de confianza.

Artículo 7.- Otras atribuciones.

Corresponde asimismo al Presidente de la Junta de
Castilla y León:

1. Dirigir y coordinar la acción de gobierno.



8546 26 de Junio de 2001 B.O. Cortes C. y L. N.º 152

2. Nombrar y separar libremente a los demás miem-
bros de la Junta, comunicándolo seguidamente a las Cor-
tes de Castilla y León.

3. Convocar, presidir, fijar el orden del día de las reu-
niones del Consejo de Gobierno y dirigir los debates y
las deliberaciones, así como suspender y levantar las
sesiones.

4. Encomendar a otro miembro de la Junta el despa-
cho de los asuntos de una Consejería en caso de vacante,
ausencia o enfermedad de su titular.

5. Designar y cesar libremente al personal eventual
de su Gabinete y de los demás órganos que, en su caso,
la Junta adscriba directamente a la Presidencia, dentro de
los créditos consignados al efecto en los Presupuestos de
la Comunidad.

6. Firmar los Decretos y Acuerdos de la Junta y orde-
nar, en su caso, la publicación en el «Boletín Oficial de
Castilla y León».

7. Velar por el cumplimiento de las decisiones de la
Junta, ordenando su ejecución.

8. Recabar de los Consejeros la información oportuna
acerca de su gestión, así como de las tareas encomen-
dadas a las respectivas Consejerías.

9. Asegurar la coordinación entre las distintas Conse-
jerías y resolver los conflictos de atribuciones entre las
mismas.

10. Nombrar los representantes de la Comunidad
Autónoma, en Comisiones, Organismos, empresas públi-
cas, Instituciones y entidades.

11. Solicitar dictamen del Consejo Consultivo de
Castilla y León o del Consejo de Estado en los supuestos
en que proceda.

12. Crear, modificar o suprimir Consejerías, así como
determinar su ámbito material de actividad.

13. Crear, modificar o suprimir Viceconsejerías para
un sector de actividad administrativa concreto.

14. Ejercer cualquier otra atribución prevista por la
Ley.

Artículo 8.- Gabinete del Presidente.

Para la realización de las anteriores atribuciones, el
Presidente de la Junta podrá contar con un Gabinete
como órgano de asesoramiento y apoyo, cuyo personal
eventual será nombrado y cesado libremente por el
mismo.

Artículo 9.- Delegación de atribuciones del Presidente.

Las atribuciones del Presidente podrán ser delegadas
en los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía
y en la presente Ley.
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CAPÍTULO III.- Estatuto Personal

Artículo 10.- Protocolo y retribuciones.

1. El Presidente de la Junta de Castilla y León recibi-
rá el tratamiento de Excelencia y se le rendirán los hono-
res que correspondan a su cargo.

Asimismo presidirá los actos celebrados en Castilla y
León a los que concurra, salvo que la Presidencia corres-
ponda por Ley a otra autoridad o a representación supe-
rior del Estado presente en el acto.

2. En los Presupuestos de la Comunidad se fijarán la
retribución y los gastos de representación del Presidente
de la Junta.

Artículo 11.- Incompatibilidades.

El cargo de Presidente de la Junta es incompatible
con el ejercicio de toda actividad profesional o mercantil
y con cualquier otra función pública que no derive de su
condición de Procurador en Cortes o de su cargo, a
excepción de la de Senador.

CAPÍTULO IV.- Cese y Suplencia

Artículo 12.- Cese.

1. El Presidente de la Junta cesa por las siguientes
causas:

a) Por la celebración de Elecciones a Cortes de Casti-
lla y León.

b) Por la aprobación de una moción de censura en los
términos establecidos en el Estatuto de Autonomía.

c) Por la pérdida de la cuestión de confianza.

d) Por dimisión.

e) Por fallecimiento.

f) Por la pérdida de la condición de Procurador en las
Cortes de Castilla y León.

g) Por sentencia firme que le inhabilite para el
desempeño del cargo.

2. En los supuestos a), b), c) y d) del número anterior,
el Presidente cesante continuará en funciones hasta la
toma de posesión del nuevo Presidente.

En los supuestos previstos en los apartados e) y g) el
Presidente será sustituido por uno de los Vicepresiden-
tes, si los hubiere, según su orden y, en otro caso, por el
Consejero más antiguo, y, en caso de igualdad, por el de
mayor edad, hasta la toma de posesión del nuevo Presi-
dente de acuerdo con lo previsto por el Estatuto de Auto-
nomía.

Cuando en el supuesto previsto en el apartado d) del
número anterior el Presidente en funciones accediera a
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Consejero más antiguo, y, en caso de igualdad, por el de
mayor edad, hasta la toma de posesión del nuevo Presi-
dente de acuerdo con lo previsto por el Estatuto de Auto-
nomía.

Cuando en el supuesto previsto en el apartado d) del
número anterior el Presidente en funciones accediera a
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un cargo público incompatible con el desempeño de la
Presidencia, será sustituido en la forma prevista en el
párrafo anterior.

Artículo 13.- Suplencia.

En los casos de ausencia, vacante o enfermedad, el
Presidente será sustituido en sus funciones siguiendo el
orden establecido en el último párrafo del artículo ante-
rior, salvo que el Presidente designe expresamente a otro
miembro de la Junta.

Artículo 14.- Régimen de los Ex presidentes.

El tratamiento y las atenciones honoríficas de los pre-
sidentes de la Junta de Castilla y León que hayan cesado
por alguna de las causas establecidas en las letras a), b),
c) y d) del artículo 12, se determinarán reglamenta-
riamente.

TÍTULO II

LA JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I.- Composición y Atribuciones

Artículo 15.- Composición.

La Junta de Castilla y León se compone del Presiden-
te, de los Vicepresidentes, en su caso, y de los Conseje-
ros.

Artículo 16. Atribuciones.

Son atribuciones de la Junta de Castilla y León:

a) Aprobar y remitir los Proyectos de Ley a las Cor-
tes de Castilla y León, así como acordar su retirada en
los términos que establezca el Reglamento de la Cámara.

b) Dictar Decretos Legislativos en los términos pre-
vistos en el artículo 16.3 del Estatuto de Autonomía.

c) Aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos de la
Comunidad Autónoma y remitirlo a las Cortes de Casti-
lla y León.

d) Ejecutar y desarrollar sus propios Presupuestos.

e) Aprobar los reglamentos para el desarrollo y ejecu-
ción de las leyes emanadas de las Cortes de Castilla y
León así como para el desarrollo de la legislación básica
del Estado, cuando proceda, y ejercer, en general, la
potestad reglamentaria en todos los casos en que no esté
atribuida al Presidente o a los Consejeros.

f) Deliberar sobre la cuestión de confianza con carác-
ter previo a su planteamiento por el Presidente.

g) Acordar la interposición de recursos de inconstitu-
cionalidad, el planteamiento de conflictos de competen-
cia con el Estado u otras Comunidades Autónomas y la
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personación ante el Tribunal Constitucional, por acuerdo
de las Cortes de Castilla y León o por propia iniciativa.

h) Autorizar la celebración de convenios y acuerdos
de cooperación con otras Comunidades Autónomas en
los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía,
así como de cualquier otro en que sea preciso.

i) Adoptar medidas de ejecución de Tratados y Con-
venios Internacionales y del derecho comunitario euro-
peo cuando así proceda, sobre cuestiones de la compe-
tencia de la Comunidad de Castilla y León, en los térmi-
nos previstos por el Ordenamiento Jurídico.

j) Aprobar programas, planes y directrices vinculan-
tes para todos los órganos de la Administración de la
Comunidad.

k) Aprobar la estructura orgánica de la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León.

l) Nombrar y cesar los cargos con categoría igual,
superior o asimilable a la de Director General, a propues-
ta del Consejero correspondiente, así como la de aquellos
otros que legalmente se establezca.

m) Resolver los recursos en vía administrativa en los
casos previstos por las Leyes.

n) Autorizar, en su caso, el ejercicio de acciones judi-
ciales, su desistimiento y el allanamiento procesal.

o) Autorizar la celebración de contratos en los
supuestos previstos legalmente, así como determinar el
órgano de contratación cuando los mismos afecten a
varias Consejerías.

p) Autorizar la enajenación de bienes o derechos
cuando así esté legalmente establecido.

q) Declarar la urgencia en materia de expropiación
forzosa.

r) Cualquier otra atribución prevista por la Ley o que
por su importancia requiera el conocimiento o delibera-
ción de los miembros de la Junta, así como las no atri-
buidas expresamente a otro órgano.

CAPÍTULO II – Funcionamiento

Artículo 17.- Régimen de actuación.

Para el ejercicio de las atribuciones de la Junta, sus
miembros se reúnen en Consejo de Gobierno y en Comi-
siones Delegadas.

Artículo 18.- El Consejo de Gobierno.

1. El Consejo de Gobierno se reúne convocado por su
Presidente. La convocatoria deberá ir acompañada del
orden del día de la reunión.

2. Para su constitución y para la válida adopción de
acuerdos es necesaria la presencia del Presidente o de

personación ante el Tribunal Constitucional, por acuerdo
de las Cortes de Castilla y León o por propia iniciativa.

h) Autorizar la celebración de convenios y acuerdos
de cooperación con otras Comunidades Autónomas en
los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía,
así como de cualquier otro en que sea preciso.

i) Adoptar medidas de ejecución de Tratados y Con-
venios Internacionales y del derecho comunitario euro-
peo cuando así proceda, sobre cuestiones de la compe-
tencia de la Comunidad de Castilla y León, en los térmi-
nos previstos por el Ordenamiento Jurídico.

j) Aprobar programas, planes y directrices vinculan-
tes para todos los órganos de la Administración de la
Comunidad.

k) Aprobar la estructura orgánica de la Administra-
ción de la Comunidad de Castilla y León.

l) Nombrar y cesar los cargos con categoría igual,
superior o asimilable a la de Director General, a propues-
ta del Consejero correspondiente, así como la de aquellos
otros que legalmente se establezca.

m) Resolver los recursos en vía administrativa en los
casos previstos por las Leyes.

n) Autorizar, en su caso, el ejercicio de acciones judi-
ciales, su desistimiento y el allanamiento procesal.

o) Autorizar la celebración de contratos en los
supuestos previstos legalmente, así como determinar el
órgano de contratación cuando los mismos afecten a
varias Consejerías.

p) Autorizar la enajenación de bienes o derechos
cuando así esté legalmente establecido.

q) Declarar la urgencia en materia de expropiación
forzosa.

r) Cualquier otra atribución prevista por la Ley o que
por su importancia requiera el conocimiento o delibera-
ción de los miembros de la Junta, así como las no atri-
buidas expresamente a otro órgano.

CAPÍTULO II – Funcionamiento

Artículo 17.- Régimen de actuación.

Para el ejercicio de las atribuciones de la Junta, sus
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acuerdos es necesaria la presencia del Presidente o de



8550 26 de Junio de 2001 B.O. Cortes C. y L. N.º 152

quien legalmente le sustituya y de, al menos, la mitad de
los Consejeros.

3. Las deliberaciones del Consejo de Gobierno serán
secretas.

4. Los acuerdos, una vez adoptados, constituyen la
expresión unitaria de la voluntad de sus miembros. Cons-
tarán en acta que levantará un Consejero nombrado
Secretario de la Junta por su Presidente. En caso de
ausencia, el Secretario será sustituido por el Consejero
más joven.

5. Podrán asistir a las reuniones los funcionarios de la
Administración autonómica o expertos cuya asistencia
autorice el Presidente de la Junta. Su presencia se limita-
rá al tiempo en que hayan de informar, estando obligados
a guardar secreto sobre la parte de la sesión a la que
hayan tenido acceso.

6. El Presidente podrá nombrar un Portavoz de la
Junta que, en el supuesto de no ser miembro de ésta,
podrá asistir a sus reuniones quedando obligado a mante-
ner el secreto propio de las deliberaciones de este órga-
no.

Artículo 19.- Comisiones Delegadas.

1. El Consejo de Gobierno podrá acordar la constitu-
ción de Comisiones Delegadas de carácter permanente o
temporal para la preparación de asuntos que afecten a
dos o más Consejerías, la elaboración de directrices, pro-
gramas o actuaciones de interés común y, en general, el
estudio de cuantas cuestiones estime conveniente. Su
funcionamiento se regirá por los mismos criterios que los
del Consejo de Gobierno.

2. El Decreto de creación de las Comisiones Delega-
das deberá contener, al menos, los miembros de la Junta,
y en su caso, el resto de componentes que las integren, la
presidencia y las funciones que se les asignen.

Artículo 20.- Comisión de Secretarios Generales.

El Consejo de Gobierno estará asistido por una
Comisión formada por los Secretarios Generales de las
distintas Consejerías para la realización de las tareas pre-
paratorias de sus reuniones.

La Presidencia de dicha Comisión, así como sus nor-
mas de funcionamiento se establecerán por Decreto de la
Junta de Castilla y León.

CAPÍTULO III.- Responsabilidad Política y Cese

Artículo 21.- Control de la acción política.

1. El Presidente y la Junta responden solidariamente
ante las Cortes de Castilla y León, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.
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2. El control de la acción política y de gobierno de la
Junta y de su Presidente se ejerce por las Cortes de
acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía y
en la forma prevista en el Reglamento de las Cortes de
Castilla y León.

Artículo 22.- Cese.

1. La Junta de Castilla y León cesará cuando lo haga
su Presidente.

2. No obstante, continuará en funciones hasta la toma
de posesión de la nueva Junta, limitándose su gestión al
despacho ordinario de los asuntos públicos, absteniéndo-
se de adoptar, salvo casos de urgencia o razones de inte-
rés general, cualesquiera otras medidas. En ningún caso
podrá aprobar el Proyecto de Ley de Presupuestos ni pre-
sentar Proyectos de Ley a las Cortes de Castilla y León.

TÍTULO III

LOS VICEPRESIDENTES Y CONSEJEROS

CAPÍTULO I.- El Vicepresidente o Vicepresidentes

Artículo 23.-

1. El Presidente podrá nombrar y separar libremente
uno o más Vicepresidentes, indicando en este último
caso el orden de los mismos, y comunicándolo inmedia-
tamente a las Cortes de Castilla y León.

Además de la sustitución del Presidente en los
supuestos previstos en los artículos anteriores, los Vice-
presidentes ejercerán las funciones que les sean atribui-
das normativamente y las que el Presidente o la Junta les
encomienden.

2. El Vicepresidente o Vicepresidentes que asuman la
titularidad de una Consejería, ostentarán además la con-
dición de Consejeros.

3. Para la realización de sus atribuciones, podrán con-
tar con un Gabinete como órgano de asesoramiento y
apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y cesado
libremente por el Vicepresidente respectivo.

CAPÍTULO II.- Los Consejeros

Artículo 24.- Los Consejeros.

Los Consejeros son los titulares de la Consejería que
tuvieren asignada.

Artículo 25.- Designación.

Los Consejeros son nombrados y separados libre-
mente por el Presidente de la Junta de Castilla y León,
quien lo comunicará seguidamente a las Cortes de Casti-
lla y León.
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Los Consejeros inician su mandato en el momento de
su toma de posesión ante el Presidente de la Junta.

Artículo 26.- Atribuciones.

1. Los Consejeros tienen las siguientes atribuciones:

a) Ostentar la representación de la Consejería.

b) Desarrollar, en el ámbito de su Consejería, la
acción de gobierno establecida por la Junta de Castilla y
León, bajo la dirección y coordinación de su Presidente.

c) Dirigir, coordinar e inspeccionar su Consejería, así
como las entidades vinculadas o dependientes de la
misma.

d) Preparar y presentar a la Junta anteproyectos de
Ley, proyectos de Decretos y propuestas de Acuerdos
relativos a las cuestiones propias de su Consejería.

e) Formular el anteproyecto del presupuesto referente
a su Consejería.

f) Ejercer la potestad reglamentaria y la función eje-
cutiva en las materias propias de su Consejería.

g) Nombrar y cesar a los titulares de los puestos de
libre designación funcionalmente dependientes de su
Consejería.

h) Resolver los recursos y reclamaciones que le
correspondan.

i) Resolver los conflictos de atribuciones entre los
órganos directivos de su Consejería, y suscitarlos con
otras Consejerías.

j) Realizar los actos de gestión y ejecución presu-
puestaria de su Consejería, en los términos previstos
legalmente.

k) Celebrar los contratos en materias propias de com-
petencia de su Consejería, con el límite fijado en las
Leyes de Presupuestos de la Comunidad.

l) Firmar convenios en materias propias de su Conse-
jería, sin perjuicio de las atribuciones del Presidente.

m) Firmar, junto con el Presidente, los Decretos y
Acuerdos por él propuestos.

n) Cualquier otra que le sea legalmente atribuida.

2. Para la realización de las anteriores atribuciones,
podrán contar con un Gabinete como órgano de asesora-
miento y apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y
cesado libremente por los respectivos Consejeros.

CAPÍTULO III.- Estatuto Personal

Artículo 27.- Protocolo y retribuciones.

1. Los Vicepresidentes y los Consejeros tienen trata-
miento de Excelencia y les serán rendidos los honores
que les corresponden por razón de su cargo.

Los Consejeros inician su mandato en el momento de
su toma de posesión ante el Presidente de la Junta.

Artículo 26.- Atribuciones.

1. Los Consejeros tienen las siguientes atribuciones:

a) Ostentar la representación de la Consejería.

b) Desarrollar, en el ámbito de su Consejería, la
acción de gobierno establecida por la Junta de Castilla y
León, bajo la dirección y coordinación de su Presidente.

c) Dirigir, coordinar e inspeccionar su Consejería, así
como las entidades vinculadas o dependientes de la
misma.

d) Preparar y presentar a la Junta anteproyectos de
Ley, proyectos de Decretos y propuestas de Acuerdos
relativos a las cuestiones propias de su Consejería.

e) Formular el anteproyecto del presupuesto referente
a su Consejería.

f) Ejercer la potestad reglamentaria y la función eje-
cutiva en las materias propias de su Consejería.

g) Nombrar y cesar a los titulares de los puestos de
libre designación funcionalmente dependientes de su
Consejería.

h) Resolver los recursos y reclamaciones que le
correspondan.

i) Resolver los conflictos de atribuciones entre los
órganos directivos de su Consejería, y suscitarlos con
otras Consejerías.

j) Realizar los actos de gestión y ejecución presu-
puestaria de su Consejería, en los términos previstos
legalmente.

k) Celebrar los contratos en materias propias de com-
petencia de su Consejería, con el límite fijado en las
Leyes de Presupuestos de la Comunidad.

l) Firmar convenios en materias propias de su Conse-
jería, sin perjuicio de las atribuciones del Presidente.

m) Firmar, junto con el Presidente, los Decretos y
Acuerdos por él propuestos.

n) Cualquier otra que le sea legalmente atribuida.

2. Para la realización de las anteriores atribuciones,
podrán contar con un Gabinete como órgano de asesora-
miento y apoyo, cuyo personal eventual será nombrado y
cesado libremente por los respectivos Consejeros.

CAPÍTULO III.- Estatuto Personal

Artículo 27.- Protocolo y retribuciones.

1. Los Vicepresidentes y los Consejeros tienen trata-
miento de Excelencia y les serán rendidos los honores
que les corresponden por razón de su cargo.



855326 de Junio de 2001B.O. Cortes C. y L. N.º 152

2. Percibirán la remuneración y los gastos de repre-
sentación que les asignen los Presupuestos de la Comu-
nidad Autónoma.

Artículo 28.- Incompatibilidades.

Los Vicepresidentes y los Consejeros están sujetos a
las mismas incompatibilidades que el Presidente de la
Junta.

CAPÍTULO IV.- Cese y suplencia

Artículo 29.- Cese.

Los Vicepresidentes y los Consejeros cesan en sus
funciones:

a) Por cese del Presidente de la Junta, si bien conti-
nuarán en funciones hasta la toma de posesión de la
nueva Junta.

b) Por dimisión aceptada por el Presidente.

c) Por revocación de su nombramiento decidida libre-
mente por el Presidente.

d) Por fallecimiento.

e) Por sentencia firme que le inhabilite para el
desempeño del cargo.

Artículo 30.- Suplencia.

En caso de ausencia, vacante o enfermedad, los Vice-
presidentes y los Consejeros serán sustituidos en el ejer-
cicio de sus funciones por otro miembro de la Junta
designado por el Presidente.

TÍTULO IV

LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE LA
COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 31.- Principios de Funcionamiento de la Admi -
nistración.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León sirve con objetividad los intereses generales, actúa
de acuerdo con los principios constitucionales de jerar-
quía, descentralización, desconcentración y coordina-
ción, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, y
desarrolla su actuación para alcanzar los objetivos que
establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

2. En sus relaciones con los ciudadanos, la Adminis-
tración de la Comunidad, para el servicio efectivo a los
mismos, actúa con objetividad y transparencia en la
actuación administrativa con arreglo a los principios de
simplicidad, claridad y proximidad, agilidad en los pro-
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Artículo 28.- Incompatibilidades.

Los Vicepresidentes y los Consejeros están sujetos a
las mismas incompatibilidades que el Presidente de la
Junta.

CAPÍTULO IV.- Cese y suplencia

Artículo 29.- Cese.

Los Vicepresidentes y los Consejeros cesan en sus
funciones:

a) Por cese del Presidente de la Junta, si bien conti-
nuarán en funciones hasta la toma de posesión de la
nueva Junta.

b) Por dimisión aceptada por el Presidente.

c) Por revocación de su nombramiento decidida libre-
mente por el Presidente.

d) Por fallecimiento.

e) Por sentencia firme que le inhabilite para el
desempeño del cargo.

Artículo 30.- Suplencia.

En caso de ausencia, vacante o enfermedad, los Vice-
presidentes y los Consejeros serán sustituidos en el ejer-
cicio de sus funciones por otro miembro de la Junta
designado por el Presidente.

TÍTULO IV

LA ADMINISTRACIÓN GENERAL DE LA
COMUNIDAD DE CASTILLA Y LEÓN

CAPÍTULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 31.- Principios de Funcionamiento de la Admi -
nistración.

1. La Administración de la Comunidad de Castilla y
León sirve con objetividad los intereses generales, actúa
de acuerdo con los principios constitucionales de jerar-
quía, descentralización, desconcentración y coordina-
ción, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho, y
desarrolla su actuación para alcanzar los objetivos que
establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.

2. En sus relaciones con los ciudadanos, la Adminis-
tración de la Comunidad, para el servicio efectivo a los
mismos, actúa con objetividad y transparencia en la
actuación administrativa con arreglo a los principios de
simplicidad, claridad y proximidad, agilidad en los pro-



8554 26 de Junio de 2001 B.O. Cortes C. y L. N.º 152

cedimientos administrativos y en las actividades materia-
les de gestión y con pleno respeto a sus derechos.

3. En sus relaciones con otras Administraciones la
Administración de la Comunidad actúa de acuerdo con
los principios de coordinación y cooperación, respeto
pleno de sus competencias, subsidiariedad y ponderación
de la totalidad de los intereses públicos implicados en
sus decisiones.

4. En su funcionamiento la Administración de la
Comunidad de Castilla y León se atiene a la eficacia en
el cumplimiento de sus objetivos, eficiencia en el uso de
los recursos, responsabilidad por la gestión, racionali-
zación de sus procedimientos y actuaciones, y economía
de los medios.

Artículo 32.- Administración General.

1. La Administración General de la Comunidad
Autónoma, bajo la dirección de la Junta de Castilla y
León, sirve con objetividad los intereses generales y
desarrolla, con sometimiento pleno a la Ley y al Dere-
cho, funciones ejecutivas de carácter administrativo.

2. Actúa, para el cumplimiento de sus fines, con per-
sonalidad jurídica única.

Artículo 33.- Principios de organización y funcionamien -
to.

1. La Administración General de la Comunidad ade-
cuará su organización, funcionamiento y relaciones a los
principios generales y normas básicas del régimen jurídi-
co de las Administraciones públicas.

2. De acuerdo con el artículo 39.2 del Estatuto de
Autonomía de Castilla y León tiene en el ejercicio de sus
competencias las mismas potestades, prerrogativas y pri-
vilegios que la Administración del Estado.

Artículo 34.- Órganos de la Administración General.

1. La Administración General de la Comunidad está
constituida por órganos jerárquicamente ordenados.

2. Son órganos superiores la Junta de Castilla y León,
la Presidencia, las Vicepresidencias, en su caso, y las
Consejerías.

3. Los demás órganos de la Administración se hallan
bajo la dependencia de los órganos superiores correspon-
dientes.

Artículo 35.- Criterios de organización.

La organización de la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León responde a los principios
de división funcional y gestión territorial.
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CAPÍTULO II.- Los órganos centrales y sus
competencias

Artículo 36.- Consejerías.

La Administración General de la Comunidad se orga-
niza funcionalmente en departamentos, bajo la denomi-
nación de Consejerías.

Corresponde a cada Consejería el desarrollo de uno o
varios sectores funcionalmente homogéneos de actividad
administrativa.

Artículo 37.- Órganos Directivos Centrales.

1. Bajo la superior dirección del titular de la Conseje-
ría, cada departamento desarrollará sus competencias por
medio de los siguientes órganos directivos centrales:

a) Viceconsejerías, en su caso.

b) Secretaría General.

c) Direcciones Generales.

La existencia de Viceconsejerías y, en su caso, su
número tendrá carácter potestativo.

2. La Secretaría General y las Direcciones Generales
podrán organizarse en Servicios, Secciones y Negocia-
dos.

3. Los reglamentos orgánicos determinarán las com-
petencias de los distintos órganos directivos centrales, y
las correspondientes disposiciones de desarrollo delimi-
tarán las funciones de los órganos y unidades administra-
tivas que de ellos dependan.

4. Para el ejercicio de competencias propias, se
podrán crear órganos o unidades administrativas que fun-
cionalmente actúen fuera del territorio de la Comunidad
de Castilla y León.

Artículo 38.- El Viceconsejero.

El Viceconsejero es responsable de un sector de acti-
vidad específica del departamento, y como segunda auto-
ridad del mismo en ese ámbito, le corresponde ejercer las
competencias sobre el sector de actividad administrativa
asignado que le atribuya la norma de creación del órga-
no, las demás normas en vigor, y las demás que se le
desconcentren o deleguen.

Artículo 39.- El Secretario General

1. El Secretario General es el titular de la Secretaría
General y, en este ámbito, tiene las siguientes competen-
cias:

a) Ostentar la representación de la Consejería por
orden del Consejero.
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b) Coordinar, bajo la dirección del Consejero, los
programas de las Direcciones Generales y de las entida-
des vinculadas o dependientes, salvo en aquellos casos
que dicha función haya sido atribuida a otro órgano de la
Consejería.

c) Prestar asistencia técnica y administrativa al Con-
sejero en cuantos asuntos éste considere conveniente.

d) Actuar como órgano de comunicación con las
demás Consejerías.

e) Dirigir y gestionar los Servicios comunes del
departamento, así como los órganos y unidades adminis-
trativas que se encuentren bajo su dependencia.

f) Elaborar el anteproyecto del presupuesto corres-
pondiente a la Consejería y desarrollar el control presu-
puestario.

g) Informar y tramitar los anteproyectos de ley y pro-
yectos de disposiciones administrativas de carácter gene-
ral de la Consejería.

h) Informar los proyectos de disposiciones adminis-
trativas de carácter general de otras Consejerías.

i) Gestionar los medios materiales adscritos al fun-
cionamiento de la Consejería.

j) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal
de la Consejería y resolver cuantos asuntos se refieran al
mismo, salvo los atribuidos expresamente otros órganos
de la Consejería.

k) Ejercer el control de eficacia y la inspección de la
Consejería, sin perjuicio de las funciones que en este
ámbito corresponda a la Consejería de Presidencia y
Administración Territorial.

l) Proponer al Consejero la resolución que estime
procedente en los asuntos de su competencia cuya trami-
tación le esté encomendada.

m) Resolver los asuntos de la Consejería que le
correspondan.

n) Las demás competencias que se desconcentren o
deleguen en él.

o) Ejercer aquellas otras que le atribuyan las disposi-
ciones orgánicas y demás normativa en vigor.

Artículo 40.- El Director General.

El Director General es el titular del centro directivo
que le esté encomendado y, con tal carácter y en este
ámbito, tiene las siguientes competencias:

a) Elaborar los programas de actuación específicos de
la Dirección General.

b) Coordinar, bajo la dirección del Consejero, los
programas de las Direcciones Generales y de las entida-
des vinculadas o dependientes, salvo en aquellos casos
que dicha función haya sido atribuida a otro órgano de la
Consejería.

c) Prestar asistencia técnica y administrativa al Con-
sejero en cuantos asuntos éste considere conveniente.

d) Actuar como órgano de comunicación con las
demás Consejerías.

e) Dirigir y gestionar los Servicios comunes del
departamento, así como los órganos y unidades adminis-
trativas que se encuentren bajo su dependencia.

f) Elaborar el anteproyecto del presupuesto corres-
pondiente a la Consejería y desarrollar el control presu-
puestario.

g) Informar y tramitar los anteproyectos de ley y pro-
yectos de disposiciones administrativas de carácter gene-
ral de la Consejería.

h) Informar los proyectos de disposiciones adminis-
trativas de carácter general de otras Consejerías.

i) Gestionar los medios materiales adscritos al fun-
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j) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal
de la Consejería y resolver cuantos asuntos se refieran al
mismo, salvo los atribuidos expresamente otros órganos
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ámbito corresponda a la Consejería de Presidencia y
Administración Territorial.
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procedente en los asuntos de su competencia cuya trami-
tación le esté encomendada.

m) Resolver los asuntos de la Consejería que le
correspondan.

n) Las demás competencias que se desconcentren o
deleguen en él.

o) Ejercer aquellas otras que le atribuyan las disposi-
ciones orgánicas y demás normativa en vigor.
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b) Dirigir y gestionar los Servicios propios, así como
los órganos y unidades administrativas que se encuentren
bajo su dependencia.

c) Realizar la propuesta de la Dirección General para
el anteproyecto del presupuesto.

d) Elaborar los anteproyectos de ley y proyectos de
disposiciones administrativas de carácter general que le
correspondan.

e) Proponer al Consejero o, en su caso, al Viceconse-
jero la resolución que estime procedente en los asuntos
de su competencia cuya tramitación esté encomendada a
la Dirección General.

f) Resolver los asuntos de la Consejería que le corres-
pondan.

g) Resolver los asuntos de personal que le correspon-
dan y velar por la utilización de los medios materiales y
de las dependencias a su cargo.

h) Las demás competencias que se desconcentren o
deleguen en él.

i) Ejercer aquellas otras que le atribuyan las disposi-
ciones orgánicas y demás normativa en vigor.

CAPÍTULO III.- Los órganos periféricos y sus compe-
tencias

Artículo 41.- Organización Territorial.

1. La Administración General de la Comunidad
Autónoma se organiza territorialmente en Delegaciones
Territoriales de la Junta de Castilla y León en cada una
de las provincias.

2. Corresponde a cada Delegación Territorial en su
respectivo territorio la coordinación y la gestión de las
competencias de la Administración General de la Comu-
nidad.

Asimismo le corresponde la coordinación de las enti-
dades de la Administración Institucional en su ámbito
territorial, y la gestión de los servicios que sean compar-
tidos, salvo que su Ley de creación disponga otra cosa.

Artículo 42.- Delegaciones Territoriales.

1. Las Delegaciones Territoriales son los órganos
directivos periféricos.

2. Cada Delegación Territorial, podrá estructurarse en
una Secretaría Territorial y en Departamentos Territoria-
les, Secciones y Negociados.

Excepcionalmente, por motivos de eficacia en la ges-
tión administrativa, podrán existir uno o varios órganos
con rango de Servicio Territorial dependientes de un
mismo Departamento Territorial.
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3. La Secretaría Territorial dependerá orgánicamente
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial y funcionalmente, a través del Delegado Territo-
rial, de los diversos órganos superiores y directivos que
correspondan por razón de la materia.

Los órganos con rango de Departamento Territorial,
dependerán orgánica y funcionalmente, a través del
Delegado Territorial, de los diversos órganos superiores
y directivos que correspondan por razón de la materia o
del contenido de sus atribuciones.

4. Se podrá disponer la adscripción directa a órganos
centrales de órganos o unidades administrativas periféri-
cas, cuando lo aconseje su dimensión supraprovincial o
la más eficaz gestión de la actividad que tengan enco-
mendada.

5. El reglamento orgánico de las Delegaciones Terri-
toriales determinará sus competencias, y las correspon-
dientes disposiciones de desarrollo delimitarán las fun-
ciones del resto de órganos y unidades administrativas.

Artículo 43.- El Delegado Territorial.

1. El Delegado Territorial es el titular de la corres-
pondiente Delegación Territorial y representa a la Junta
de Castilla y León y a cada una de las Consejerías en la
respectiva provincia.

2. El Delegado Territorial dependerá orgánicamente
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
torial y funcionalmente de las Consejerías que corres-
ponda por razón de las distintas competencias materiales
y, con tal carácter, tiene las siguientes competencias en
el ámbito de su respectiva provincia:

a) Coordinar la acción política de la Junta de Castilla
y León.

b) Coordinar e impulsar la actividad de la Adminis-
tración General e Institucional de la Comunidad Autóno-
ma en la provincia, así como los programas de actuación
territoriales de la Delegación.

c) Proponer o informar a los órganos superiores y
directivos centrales la resolución que estime procedente
en los asuntos cuya tramitación esté encomendada a la
Delegación Territorial.

d) Resolver los asuntos que le correspondan.

e) Desempeñar la jefatura de personal de la Delega-
ción, sin perjuicio de las funciones que en este ámbito
correspondan a otros órganos administrativos.

f) Velar por la correcta utilización de los medios
materiales adscritos al funcionamiento de la Delegación
Territorial y, en su caso, gestionarlos.

g) Las demás competencias que se le atribuyan, des-
concentren o deleguen.

3. La Secretaría Territorial dependerá orgánicamente
de la Consejería de Presidencia y Administración Terri-
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y, con tal carácter, tiene las siguientes competencias en
el ámbito de su respectiva provincia:

a) Coordinar la acción política de la Junta de Castilla
y León.

b) Coordinar e impulsar la actividad de la Adminis-
tración General e Institucional de la Comunidad Autóno-
ma en la provincia, así como los programas de actuación
territoriales de la Delegación.

c) Proponer o informar a los órganos superiores y
directivos centrales la resolución que estime procedente
en los asuntos cuya tramitación esté encomendada a la
Delegación Territorial.

d) Resolver los asuntos que le correspondan.

e) Desempeñar la jefatura de personal de la Delega-
ción, sin perjuicio de las funciones que en este ámbito
correspondan a otros órganos administrativos.

f) Velar por la correcta utilización de los medios
materiales adscritos al funcionamiento de la Delegación
Territorial y, en su caso, gestionarlos.

g) Las demás competencias que se le atribuyan, des-
concentren o deleguen.
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TÍTULO V

ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DE LA
ADMINISTRACIÓN GENERAL

CAPÍTULO I.- Régimen de los órganos y unidades
Administrativas

Artículo 44.- Órganos y demás unidades.

1. Las unidades administrativas son los elementos
organizativos básicos de la estructura orgánica, compren-
diendo al personal vinculado funcionalmente por razón
de sus cometidos y orgánicamente por una jefatura supe-
rior común.

2. Tendrán la consideración de órganos administrati-
vos, además de los órganos superiores y directivos, aque-
llas unidades administrativas a las que se les atribuyan
funciones que tengan efectos jurídicos frente a terceros o
cuya actuación tenga carácter preceptivo.

3. Para crear, modificar o suprimir órganos o unida-
des administrativas se deberá acreditar el cumplimiento
de los requisitos establecidos en las normas básicas del
régimen jurídico de las Administraciones públicas.

Artículo 45.- Creación, modificación o supresión.

1. La creación, modificación o supresión de Conseje-
rías y Viceconsejerías se llevará a cabo por Decreto del
Presidente de la Junta de Castilla y León, en el que se
determinará el sector o sectores de la actividad adminis-
trativa que se les atribuye, y en su caso, la adscripción de
las entidades de la Administración Institucional que
corresponda. Cuando se trate de Consejerías deberá
darse cuenta a las Cortes de Castilla y León.

Cualquier variación que afecte al número o denomi-
nación de las Consejerías ya existentes exigirá que el
Decreto contenga, además, el listado completo de Conse-
jerías y su orden de prelación.

2. La creación, modificación o supresión de Secreta-
rías Generales y de Direcciones Generales se llevará a
cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León a inicia-
tiva del Consejero o Consejeros interesados y a propues-
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deliberación de la Junta de Castilla y León.
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4. La creación de Gabinetes con funciones de apoyo
y asesoramiento se realizará mediante Decreto de la
Junta de Castilla y León, dentro de los límites estableci-
dos por la legislación reguladora de la función pública.

5. La creación, modificación o supresión de Secreta-
rías, Departamentos y Servicios Territoriales se llevará a
cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero de Presidencia y Administración
Territorial.

Los demás órganos y unidades administrativas de las
Delegaciones Territoriales, será creados, modificados o
suprimidos mediante Orden del Consejero de Presidencia
y Administración Territorial, a iniciativa del titular de la
Consejería de la que dependan orgánicamente, previa
deliberación de la Junta de Castilla y León.

La adscripción directa a órganos centrales de órganos
o unidades administrativas periféricas se realizará
mediante Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero interesado.

6. La creación de nuevos órganos exigirá informe de
la Consejería de Economía y Hacienda de modo que no
se incremente indebidamente el gasto público.

CAPÍTULO II.- Régimen de las competencias

Artículo 46.- Principios Generales.

El ejercicio de las competencias administrativas
corresponderá a los órganos a los que se atribuya,
mediante Decreto de la Junta de Castilla y León, a pro-
puesta del Consejero competente por razón de la materia.

Artículo 47.- Desconcentración.

1. La titularidad y ejercicio de las competencias pro-
pias de los órganos de la Administración General podrán
ser desconcentradas en otros jerárquicamente dependien-
tes, tanto centrales con categoría superior a Servicio,
como periféricos con categoría igual o superior a Depar-
tamento Territorial, salvo disposición en contrario.

2. Una vez desconcentradas, las competencias podrán
ser delegadas conforme a lo dispuesto en el artículo
siguiente.

3. La desconcentración de competencias, así como su
revocación, se aprobará por Decreto de la Junta de Casti-
lla y León, y se publicará en el «Boletín Oficial de Casti-
lla y León.”

Artículo 48.- Delegación.

1. El ejercicio de las competencias propias de los
órganos de la Administración General podrá ser delega-
do en otros de igual o inferior categoría, aunque no sean
jerárquicamente dependientes, tanto centrales con cate-
goría igual o superior a Servicio, como periféricos con
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categoría igual o superior a Sección, salvo disposición en
contrario.

2. La delegación de competencias, así como su revo-
cación, se aprobará mediante la disposición propia del
órgano delegante, y se publicará en el “Boletín Oficial de
Castilla y León”.

Se requerirá la previa autorización del Consejero o
Consejeros de quienes dependan los órganos delegante y
delegado, salvo en competencias de la Presidencia o
Vicepresidencia.

3. No son delegables las siguientes competencias:

a) Las atribuidas directamente por la Constitución y
por el Estatuto de Autonomía.

b) Las previstas en las bases del régimen jurídico de
las administraciones públicas como indelegables.

c) Las propias de la Junta de Castilla y León.

d) La creación, modificación o supresión de Conseje-
rías y Viceconsejerías.

e) La firma de los Decretos y la ordenación de su
publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

f) Las de los Consejeros cuyo ejercicio requiera
someterse al acuerdo o deliberación de la Junta de Casti-
lla y León.

g) Las atribuidas por una Ley que prohíba expresa-
mente la delegación.

Artículo 49.- Suplencia.

1. Los titulares de los órganos directivos centrales
serán sustituidos en caso de ausencia, vacante o enferme-
dad por el titular del órgano de la Consejería de igual
rango o, en su defecto, del inmediatamente inferior, con
mayor antigüedad, salvo que el Consejero disponga otra
cosa.

2. Los titulares de los órganos directivos periféricos
serán suplidos por el Secretario Territorial y, en su
defecto, por el Jefe de Departamento Territorial que
tenga mayor antigüedad, salvo que el Consejero de Presi-
dencia y Administración Territorial disponga otra cosa.

3. Los titulares de los demás órganos serán suplidos,
siempre que el contenido de la función lo permita, por el
titular del órgano del mismo rango con mayor antigüe-
dad del centro directivo, salvo que el titular de éste dis-
ponga otra cosa.

CAPÍTULO III.- La ubicación de la Administración

Artículo 50.- Órganos Centrales.

1. Los órganos y unidades administrativas centrales
se ubicarán en la capitalidad en que tienen su sede las
instituciones básicas de la Comunidad, o en los términos
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municipales de su entorno en caso de necesidad o conve-
niencia apreciadas por la Junta de Castilla y León.

2. Excepcionalmente, la Junta de Castilla y León
podrá disponer la temporal o permanente ubicación de
alguno de sus órganos y unidades administrativas centra-
les en otra ciudad de cualquiera de las provincias de la
Comunidad Autónoma desde donde se puedan atender
con mayor proximidad, rapidez y eficacia las necesida-
des públicas, por tener éstas un carácter altamente locali-
zado en la parte del territorio regional más inmediata a la
ciudad elegida.

Artículo 51.- Órganos Periféricos.

Las Delegaciones Territoriales se ubicarán en las
capitales de las provincias de la Comunidad Autónoma,
sin perjuicio de que alguno de sus órganos o unidades
administrativas se localice, por Decreto de la Junta de
Castilla y León, en otros municipios de las correspon-
dientes provincias.

CAPÍTULO IV.- Los órganos colegiados

Artículo 52.- Régimen.

Los órganos colegiados de la Administración General
de la Comunidad se regirán por las normas básicas del
régimen jurídico de las Administraciones públicas, por
las normas contenidas en este Capítulo, por las disposi-
ciones o convenios de creación, y por sus reglamentos de
régimen interior.

Artículo 53.- Requisitos de creación.

1. La disposición o convenio por la que se constituya
un órgano colegiado en la Administración autonómica
deberá prever necesariamente los siguientes extremos:

a) Sus fines y objetivos.

b) Su adscripción administrativa.

c) La composición y los criterios para la designación
de sus miembros o su titularidad, y del secretario, en
todo caso.

d) Las funciones de decisión, propuesta, informe,
seguimiento o control, así como cualquier otra que se le
atribuya.

e) La dotación de los créditos necesarios, en su caso,
para su funcionamiento.

2. En los órganos colegiados podrán existir represen-
tantes de otras Administraciones públicas cuando éstas lo
acepten voluntariamente, o exista un convenio que así lo
establezca, o una norma aplicable a esas Administracio-
nes lo ordene o permita.

También podrán participar en los órganos colegiados,
cuando así se determine, organizaciones representativas
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de intereses sociales y otros miembros que se designen
por las especiales condiciones de experiencia o conoci-
mientos que concurran en ellos.

Artículo 54.- Miembros.

Son miembros del órgano colegiado el Presidente, el
Vicepresidente o Vicepresidentes de existir y por su
orden, los vocales y, en su caso, el Secretario.

Artículo 55.- Funciones del Presidente.

1. En cada órgano colegiado, corresponde al Presi-
dente:

a) Ostentar la representación del órgano.

b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias
y extraordinarias y la fijación del orden del día, teniendo
en cuenta, en su caso, las peticiones de los demás miem-
bros formuladas con la suficiente antelación.

c) Presidir las sesiones, moderar el desarrollo de los
debates y suspenderlos por causas justificadas.

d) Dirimir con su voto los empates, a efectos de
adoptar acuerdos, excepto si se trata de los órganos cole-
giados en los que participan organizaciones representati-
vas de intereses sociales, en los que el voto será dirimen-
te sólo si así lo establecen sus propias normas.

e) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del
órgano.

f) Ejercer aquellos derechos que le correspondan
como un miembro más del órgano colegiado.

g) Ejercer cuantas otras funciones sean inherentes a
su condición de Presidente del órgano.

2. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el
Presidente será sustituido por el Vicepresidente que
corresponda o, en su defecto, por el miembro del órgano
colegiado que, perteneciendo a la Administración Auto-
nómica o subsidiariamente a cualquier otra Administra-
ción, tenga mayor jerarquía, antigüedad y edad, por este
orden, de entre sus componentes.

Artículo 56.- Funciones de los miembros.

1. En cada órgano colegiado, corresponde a los
miembros:

a) Recibir, con una antelación mínima de cuarenta y
ocho horas, la convocatoria conteniendo el orden del día
de las reuniones. La información sobre los temas que
figuren en el orden del día estará a disposición de los
miembros en igual plazo.

b) Participar en los debates de las sesiones.

c) Ejercer su derecho al voto y formular voto particu-
lar, así como expresar el sentido de su voto y los motivos
que lo justifican.
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d) Formular ruegos y preguntas.

e) Obtener la información precisa para cumplir las
funciones asignadas.

f) Cuantas otras funciones sean inherentes a su condi-
ción.

2. Los vocales de un órgano colegiado no podrán atri-
buirse las funciones de representación de éste, salvo que
expresamente se les hayan otorgado por una norma o por
acuerdo válidamente adoptado, para cada caso concreto,
por el propio órgano.

3. En caso de vacante, ausencia o enfermedad, los
vocales titulares del órgano colegiado serán sustituidos
por sus suplentes, si los hubiera.

Cuando se trate de órganos colegiados en los que par-
ticipen organizaciones representativas de intereses socia-
les, éstas podrán sustituir a sus vocales por otros, acredi-
tándolo previamente ante la Secretaría del órgano cole-
giado.

Artículo 57.- Funciones del Secretario.

1. Al Secretario del órgano colegiado, que deberá ser
calificado en la norma de creación como miembro del
propio órgano o simplemente como participante en su
condición de funcionario, le corresponde:

a) Asistir a las reuniones con voz y voto si es miem-
bro del órgano, y con voz pero sin voto si actúa como
funcionario.

b) Efectuar la convocatoria de las sesiones del órgano
por orden de su Presidente, así como las citaciones a los
miembros del mismo.

c) Recibir los actos de comunicación de los miem-
bros con el órgano y, por tanto, las notificaciones, peti-
ciones de datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de
escritos de los que deba tener conocimiento.

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y
autorizar las actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictáme-
nes y acuerdos aprobados.

f) Si es miembro del órgano colegiado, ejercer aque-
llos derechos que como tal le correspondan.

g) Cuantas otras funciones sean inherentes a su con-
dición de Secretario.
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colegiado que, perteneciendo a la Administración Auto-
nómica o subsidiariamente a cualquier otra Administra-
ción, tenga menor jerarquía, antigüedad y edad, por este
orden, de entre sus componentes.

d) Formular ruegos y preguntas.
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funciones asignadas.
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Cuando se trate de órganos colegiados en los que par-
ticipen organizaciones representativas de intereses socia-
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giado.

Artículo 57.- Funciones del Secretario.
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por orden de su Presidente, así como las citaciones a los
miembros del mismo.

c) Recibir los actos de comunicación de los miem-
bros con el órgano y, por tanto, las notificaciones, peti-
ciones de datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de
escritos de los que deba tener conocimiento.

d) Preparar el despacho de los asuntos, redactar y
autorizar las actas de las sesiones.

e) Expedir certificaciones de las consultas, dictáme-
nes y acuerdos aprobados.

f) Si es miembro del órgano colegiado, ejercer aque-
llos derechos que como tal le correspondan.

g) Cuantas otras funciones sean inherentes a su con-
dición de Secretario.

3. En casos de vacante, ausencia o enfermedad, el
Secretario será sustituido por el miembro del órgano
colegiado que, perteneciendo a la Administración Auto-
nómica o subsidiariamente a cualquier otra Administra-
ción, tenga menor jerarquía, antigüedad y edad, por este
orden, de entre sus componentes.
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Artículo 58.- Actas.

1. En el acta de cada sesión que celebre el órgano
colegiado figurará el acuerdo o acuerdos adoptados.

Asimismo, y a solicitud de los respectivos miembros
del órgano se hará constar en el acta, el voto contrario al
acuerdo adoptado, la abstención y los motivos que la jus-
tifiquen o la explicación de su voto favorable. Del
mismo modo, cualquier miembro tiene derecho a solici-
tar la transcripción íntegra de su intervención o propues-
ta, siempre que aporte en el acto, o en el plazo que señale
el Presidente, el texto que se corresponda fielmente con
su intervención, haciéndose así constar en el acta o
uniéndose copia a la misma.

2. Los miembros que discrepen del acuerdo mayorita-
rio podrán formular voto particular por escrito en el
plazo de cuarenta y ocho horas, que se incorporará al
texto aprobado.

3. Las actas se aprobarán en la misma o en la siguien-
te sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario certi-
ficación sobre los acuerdos específicos que se hayan
adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta.

En las certificaciones de acuerdos adoptados emitidas
con anterioridad a la aprobación del acta se hará constar
expresamente tal circunstancia.

TÍTULO VI

LA ACTUACIÓN DE LA
ADMINISTRACIÓN GENERAL

CAPÍTULO I. Normas Generales.

Artículo 59.- Reglas de actuación.

La Administración de la Comunidad Autónoma ajus-
tará su actuación a las reglas contenidas en esta Ley y en
las normas básicas reguladoras del procedimiento admi-
nistrativo común.

Artículo 60.- Recurso de alzada.

1. Contra las resoluciones de los órganos de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León que no
pongan fin a la vía administrativa y los actos de trámite
en aquellos supuestos previstos en las bases del régimen
jurídico, podrá interponerse recurso de alzada ante el
superior del órgano que los dictó.

2. A estos efectos tendrá la consideración de órgano
superior:

- La Junta de Castilla y León respecto de los actos de
los Consejeros.

- Los Consejeros respecto de los actos de los Vice-
consejeros, Secretarios Generales y Directores Generales
no dependientes de una Viceconsejería.
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superior:

- La Junta de Castilla y León respecto de los actos de
los Consejeros.

- Los Consejeros respecto de los actos de los Vice-
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- Los Viceconsejeros respecto de los actos de los
Directores Generales de ellos dependientes.

- Los Secretarios Generales y los Directores Genera-
les, en virtud de su competencia material, respecto de los
actos de los Jefes de Servicio que de ellos dependan en la
Administración central, y en la periférica respecto de los
actos de los Delegados Territoriales y Jefes de Departa-
mento Territoriales.

- Los Delegados Territoriales respecto de los actos de
los Jefes de Departamento Territoriales.

La jerarquía en el resto de órganos administrativos
vendrá determinada por las disposiciones de estructura
orgánica.

Artículo 61.- Fin de la vía administrativa.

1. Pondrán fin a la vía administrativa:

a) Las resoluciones de la Junta de Castilla y León y
las de su Presidente.

b) Las resoluciones de los Consejeros, salvo cuando
por Ley expresamente se otorgue recurso de alzada ante
la Junta de Castilla y León.

c) Las resoluciones de los Viceconsejeros, Secreta-
rios Generales y de los Directores Generales en materia
de personal.

d) Las resoluciones de los órganos inferiores en los
casos en que resuelvan por delegación de otro órgano
cuyas resoluciones pongan fin a la vía administrativa.

e) Las demás resoluciones, acuerdos o convenios que
prevean las normas básicas del régimen jurídico.

f) Las resoluciones dictadas en los recursos de alza-
da.

2. Contra los actos que pongan fin a la vía adminis-
trativa, podrá interponerse con carácter potestativo recur-
so de reposición ante el mismo órgano que los dictó, a
excepción de los previstos en la letra f) del apartado
anterior.

3. Los Decretos de desconcentración a los que se
refiere el artículo 47.3 podrán disponer que los actos dic-
tados en ejercicio de las atribuciones desconcentradas
pongan fin a la vía administrativa.

Artículo 62.- Recurso extraordinario de revisión.

Será competente para conocer del recurso extraordi-
nario de revisión el órgano administrativo que haya dic-
tado el acto objeto del recurso.

Artículo 63.- Revisión de oficio.

1. Los procedimientos de revisión de oficio de dispo-
siciones y actos nulos serán iniciados por el órgano autor
de la actuación nula, de oficio o a solicitud del interesa-
do.
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2. La resolución corresponderá al órgano administra-
tivo jerárquicamente superior, si lo hubiere, o al mismo
órgano autor de la disposición o acto nulo, en caso con-
trario.

Artículo 64.- Declaración de lesividad.

1. Los procedimientos para declarar la lesividad de
los actos anulables serán iniciados por el órgano autor
del acto, de oficio o a solicitud del interesado.

2. La competencia para declarar la lesividad de los
actos anulables corresponde al titular de la Consejería
competente por razón de la materia, excepto en los
supuestos de actos dictados por la Junta de Castilla y
León, en los que corresponderá a ésta.

Artículo 65.- Revocación y rectificación.

La revocación de los actos de gravamen o desfavora-
bles y la rectificación de los errores materiales, de hecho
o aritméticos corresponderá al propio órgano administra-
tivo que haya dictado el acto.

Artículo 66.- Reclamaciones previas.

1. Las reclamaciones previas a la vía judicial civil se
resolverán por el Consejero o Viceconsejero que corres-
ponda por razón de la materia, salvo las relativas a pro-
piedad y derechos reales, que en todo caso corresponde-
rán al Consejero de Economía y Hacienda.

2. Las reclamaciones previas a la vía judicial laboral
en materia de personal serán resueltas por el Secretario
General correspondiente. En el resto de materias la com-
petencia para la resolución corresponderá al órgano
administrativo autor del acto objeto de reclamación.

3. Las reclamaciones económico-administrativas se
regularán por su legislación específica.

Artículo 67.- Informe jurídico.

Para la resolución de los recursos administrativos,
reclamaciones previas a la vía judicial, responsabilidad
patrimonial, revisión de oficio, terminación convencional
y ejecución de resoluciones judiciales será preceptivo el
previo informe de los Servicios Jurídicos.

Artículo 68.- Ejercicio de acciones y asistencia jurídica.

1. El ejercicio de acciones en vía jurisdiccional será
autorizado por la Junta de Castilla y León o el Consejero
respectivo, y excepcionalmente, en casos de urgencia,
por el Jefe de la Asesoría Jurídica General.

2. La representación y defensa en juicio de la Admi-
nistración General de la Comunidad, de sus Organismos
Autónomos y entes públicos de derecho privado, así
como su asesoramiento jurídico interno, corresponderá a

2. La resolución corresponderá al órgano administra-
tivo jerárquicamente superior, si lo hubiere, o al mismo
órgano autor de la disposición o acto nulo, en caso con-
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los Letrados integrados en los Servicios Jurídicos de la
Comunidad. También podrán asumir las mismas funcio-
nes respecto de las Instituciones previstas en el Estatuto
de Autonomía, cuando su normativa así lo prevea, y de
las empresas públicas de la Comunidad cuando se suscri-
ba el correspondiente convenio.

3. La Administración de la Comunidad Autónoma
disfrutará del mismo estatuto procesal que la del Estado,
cuya normativa de asistencia jurídica, contenciosa y con-
sultiva será supletoriamente aplicable.

CAPÍTULO II.- Régimen de las disposiciones y actos
administrativos

Artículo 69.- Jerarquía normativa.

Las disposiciones administrativas de carácter general
se ajustarán a la siguiente jerarquía normativa:

1. Decretos de la Junta de Castilla y León y de su
Presidente.

2. Órdenes de Consejería.

3. Otras disposiciones de órganos inferiores, según el
orden de su respectiva jerarquía.

Artículo 70.- Decretos y Acuerdos.

1. Adoptarán la forma de Decreto las disposiciones
de carácter general de la Junta de Castilla y León y las de
su Presidente.

2. Adoptarán la forma de Acuerdo las resoluciones
administrativas de la Junta de Castilla y León y las de su
Presidente.

3. Cuando afecte a las competencias de más de una
Consejería, el Decreto o Acuerdo se aprobará a iniciativa
de los Consejeros interesados y será propuesto por el de
Presidencia y Administración Territorial.

4. Los Decretos y Acuerdos serán firmados por el
Presidente y, en su caso, por el Consejero autor de la
propuesta.

Artículo 71.- Órdenes.

1. Adoptarán la forma de Órdenes las disposiciones y
resoluciones de los Consejeros e irán firmadas por el
titular de la Consejería correspondiente.

2. Cuando las Órdenes afecten a las competencias de
varias Consejerías se aprobarán por el Consejero de Pre-
sidencia y Administración Territorial, a iniciativa de los
Consejeros interesados.

Artículo 72.- Resoluciones.

Las disposiciones y actos de los órganos inferiores
adoptarán la forma de Resoluciones.
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Artículo 73.- Inderogabilidad singular de reglamentos.

Las resoluciones administrativas no podrán vulnerar
lo establecido en una disposición de carácter general,
aunque aquéllas procedan de órganos que tengan igual o
superior rango a los órganos que aprueben éstas.

Artículo 74.- Publicación.

Las disposiciones administrativas de carácter general
se publicarán en el «Boletín Oficial de Castilla y León»,
medio de publicación oficial de la Junta de Castilla y
León y de su Administración, y entrarán en vigor a los
veinte días de su publicación, salvo que en las mismas se
dispusiere otra cosa.

CAPÍTULO III.- Procedimiento de elaboración de las
normas

Artículo 75.- Proyectos de Ley.

1. La iniciativa legislativa que corresponde a la Junta
de Castilla y León se ejercerá mediante la elaboración,
aprobación y remisión de los proyectos de ley a las Cor-
tes de Castilla y León.

2. El procedimiento de elaboración de los proyectos
de ley se iniciará en la Consejería o Consejerías compe-
tentes mediante la elaboración del correspondiente ante-
proyecto.

3. El anteproyecto irá acompañado de una memoria
en la que se incluirán:

a) Un estudio del marco normativo en el que pretende
incorporarse, con expresión de las disposiciones afecta-
das y tabla de vigencias.

b) Los informes y estudios sobre su necesidad y
oportunidad.

c) Un estudio económico con referencia al coste a
que dará lugar, en su caso, así como a su financiación.

d) Expresión de haberse dado el trámite de audiencia
cuando fuere preciso y efectuado las consultas precepti-
vas.

4. El anteproyecto de ley se enviará a las restantes
Consejerías para su estudio y, previo informe de los Ser-
vicios Jurídicos de la Comunidad y de los órganos con-
sultivos cuyo dictamen tenga carácter preceptivo, se
someterá a la Junta de Castilla y León para su aproba-
ción y remisión a las Cortes de Castilla y León.

Artículo 76.- Proyectos de disposiciones generales.

Los proyectos de disposiciones administrativas de
carácter general que deban ser sometidos a la Junta de
Castilla y León, contendrán la documentación y seguirán
la tramitación establecida en el artículo anterior.
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que dará lugar, en su caso, así como a su financiación.

d) Expresión de haberse dado el trámite de audiencia
cuando fuere preciso y efectuado las consultas precepti-
vas.

4. El anteproyecto de ley se enviará a las restantes
Consejerías para su estudio y, previo informe de los Ser-
vicios Jurídicos de la Comunidad y de los órganos con-
sultivos cuyo dictamen tenga carácter preceptivo, se
someterá a la Junta de Castilla y León para su aproba-
ción y remisión a las Cortes de Castilla y León.

Artículo 76.- Proyectos de disposiciones generales.

Los proyectos de disposiciones administrativas de
carácter general que deban ser sometidos a la Junta de
Castilla y León, contendrán la documentación y seguirán
la tramitación establecida en el artículo anterior.
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CAPÍTULO IV.- La contratación administrativa

Artículo 77.- Régimen.

Los contratos que celebre la Comunidad Autónoma
se regirán por la legislación básica del Estado y por la
normativa autonómica de desarrollo de la misma.

Artículo 78.- Órganos de contratación.

Los Consejeros son los órganos de contratación de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
celebrándose los contratos en nombre de ésta, previa la
tramitación del correspondiente expediente de contrata-
ción.

Artículo 79.- Autorización de Junta y mesa de contrata -
ción.

1. La celebración de contratos exigirá la autorización
de la Junta de Castilla y León en los casos previstos en la
Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad y en la
Ley de Presupuestos vigente.

2. La mesa de contratación estará constituida por un
presidente, un mínimo de tres vocales y un secretario
designado por el órgano de contratación. Entre los voca-
les figurarán necesariamente un letrado de los Servicios
Jurídicos de la Comunidad y un interventor.

CAPÍTULO V.- La potestad sancionadora y la responsa-
bilidad patrimonial

Artículo 80.- Régimen de la potestad sancionadora.

El ejercicio por la Administración de la potestad san-
cionadora se acomodará a la legislación básica de las
Administraciones públicas, sin perjuicio del desarrollo
normativo y de las peculiaridades que puedan preverse.

Artículo 81.- Régimen de la responsabilidad patrimo -
nial.

La responsabilidad patrimonial de la Administración
de la Comunidad de Castilla y León por los daños oca-
sionados a los particulares en sus bienes o derechos por
el funcionamiento normal o anormal de sus servicios
públicos, se regirá por la legislación básica de las Admi-
nistraciones públicas.

Artículo 82.- Procedimiento y órgano competente.

1. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial
se tramitarán con arreglo a lo dispuesto en la normativa
básica, con las especialidades derivadas de la organiza-
ción de la Administración de la Comunidad de Castilla y
León.

CAPÍTULO IV.- La contratación administrativa

Artículo 77.- Régimen.

Los contratos que celebre la Comunidad Autónoma
se regirán por la legislación básica del Estado y por la
normativa autonómica de desarrollo de la misma.

Artículo 78.- Órganos de contratación.

Los Consejeros son los órganos de contratación de la
Administración de la Comunidad de Castilla y León,
celebrándose los contratos en nombre de ésta, previa la
tramitación del correspondiente expediente de contrata-
ción.

Artículo 79.- Autorización de Junta y mesa de contrata -
ción.

1. La celebración de contratos exigirá la autorización
de la Junta de Castilla y León en los casos previstos en la
Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad y en la
Ley de Presupuestos vigente.

2. La mesa de contratación estará constituida por un
presidente, un mínimo de tres vocales y un secretario
designado por el órgano de contratación. Entre los voca-
les figurarán necesariamente un letrado de los Servicios
Jurídicos de la Comunidad y un interventor.

CAPÍTULO V.- La potestad sancionadora y la res-
ponsabilidad patrimonial

Artículo 80.- Régimen de la potestad sancionadora.

El ejercicio por la Administración de la potestad san-
cionadora se acomodará a la legislación básica de las
Administraciones públicas, sin perjuicio del desarrollo
normativo y de las peculiaridades que puedan preverse.

Artículo 81.- Régimen de la responsabilidad patrimo -
nial.

La responsabilidad patrimonial de la Administración
de la Comunidad de Castilla y León por los daños oca-
sionados a los particulares en sus bienes o derechos por
el funcionamiento normal o anormal de sus servicios
públicos, se regirá por la legislación básica de las Admi-
nistraciones públicas.

Artículo 82.- Procedimiento y órgano competente.

1. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial
se tramitarán con arreglo a lo dispuesto en la normativa
básica, con las especialidades derivadas de la organiza-
ción de la Administración de la Comunidad de Castilla y
León.
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2. La resolución de los procedimientos de responsabi-
lidad patrimonial corresponderá al Consejero competente
por razón de la materia hasta el límite establecido para la
contratación, y por la Junta de Castilla y León en los
demás casos o cuando una Ley expresamente lo prevea.

TÍTULO VII

LA ADMINISTRACIÓN INSTITUCIONAL Y LAS
EMPRESAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 83.- Personalidad y adscripción.

1. Las entidades de la Administración Institucional y
las empresas públicas actúan con personalidad jurídica
diferenciada, patrimonio y tesorería propios y autonomía
de gestión.

2. Las entidades institucionales y empresas públicas
serán adscritas por la Junta de Castilla y León a la Con-
sejería competente por razón de la materia.

Artículo 84.- Creación, extinción y liquidación.

1. La creación de las entidades institucionales y
empresas públicas se efectuará por Ley.

2. La extinción requerirá Ley específica, salvo que en
la de creación o en otra se hubieren establecido las cau-
sas, el procedimiento y los efectos de la misma.

Cuando las disposiciones sobre la extinción no regu-
laren la liquidación de la entidad o empresa, ésta se lle-
vará a cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León, a
propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda y a
iniciativa de la Consejería a que esté adscrita.

Artículo 85.- La Administración Institucional.

1. La Administración Institucional de la Comunidad
de Castilla y León, bajo la dependencia de la Adminis-
tración General, actúa para el cumplimiento de los fines
de interés público que el ordenamiento establece como
principios rectores de la política social y económica y
desarrolla, mediante descentralización funcional, activi-
dades de ejecución administrativa y económica propias
de las competencias de la Comunidad.

2. La Administración Institucional está constituida
por las siguientes entidades:

a) Organismos Autónomos.

b) Entes Públicos de Derecho Privado.

3. Las entidades institucionales se regirán por su Ley
de creación, las disposiciones de esta Ley, las de aquellas
otras Leyes que les sean de aplicación y por la regula-
ción interna que sus propios estatutos establezcan.

2. La resolución de los procedimientos de responsabi-
lidad patrimonial corresponderá al Consejero competente
por razón de la materia hasta el límite establecido para la
contratación, y por la Junta de Castilla y León en los
demás casos o cuando una Ley expresamente lo prevea.

TÍTULO VII

LA ADMINISTRACIÓN INSTITUCIONAL Y LAS
EMPRESAS PÚBLICAS

CAPÍTULO I.- Disposiciones Generales

Artículo 83.- Personalidad y adscripción.

1. Las entidades de la Administración Institucional y
las empresas públicas actúan con personalidad jurídica
diferenciada, patrimonio y tesorería propios y autonomía
de gestión.

2. Las entidades institucionales y empresas públicas
serán adscritas por la Junta de Castilla y León a la Con-
sejería competente por razón de la materia.

Artículo 84.- Creación, extinción y liquidación.

1. La creación de las entidades institucionales y
empresas públicas se efectuará por Ley.

2. La extinción requerirá Ley específica, salvo que en
la de creación o en otra se hubieren establecido las cau-
sas, el procedimiento y los efectos de la misma.

Cuando las disposiciones sobre la extinción no regu-
laren la liquidación de la entidad o empresa, ésta se lle-
vará a cabo por Decreto de la Junta de Castilla y León, a
propuesta de la Consejería de Economía y Hacienda y a
iniciativa de la Consejería a que esté adscrita.

Artículo 85.- La Administración Institucional.

1. La Administración Institucional de la Comunidad
de Castilla y León, bajo la dependencia de la Adminis-
tración General, actúa para el cumplimiento de los fines
de interés público que el ordenamiento establece como
principios rectores de la política social y económica y
desarrolla, mediante descentralización funcional, activi-
dades de ejecución administrativa y económica propias
de las competencias de la Comunidad.

2. La Administración Institucional está constituida
por las siguientes entidades:

a) Organismos Autónomos.

b) Entes Públicos de Derecho Privado.

3. Las entidades institucionales se regirán por su Ley
de creación, las disposiciones de esta Ley, las de aquellas
otras Leyes que les sean de aplicación y por la regula-
ción interna que sus propios estatutos establezcan.
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CAPÍTULO II.- Organismos Autónomos

Artículo 86.- Organismos Autónomos.

1. Los Organismos Autónomos de la Comunidad tie-
nen encomendadas la realización de actividades de
fomento, prestacionales o de gestión de servicios públi-
cos, sujetándose en su actuación al derecho administrati-
vo.

2. Para el desarrollo de sus competencias específicas
los Organismos Autónomos tienen las mismas potesta-
des, prerrogativas y privilegios que la Administración
General de la Comunidad de Castilla y León, excepto la
potestad expropiatoria.

Artículo 87.- Ley de creación.

La Ley de creación de cada Organismo Autónomo
determinará su denominación, sus fines y competencias,
su adscripción a la Consejería respectiva, sus órganos
rectores, los bienes y medios económicos que se les asig-
nen para el cumplimiento de sus fines, así como aquellos
aspectos que puedan ser modificados reglamentariamen-
te y, en su caso, las causas de extinción, el procedimiento
para llevarla a cabo y los efectos de la misma.

Artículo 88.- Personal, patrimonio y contratación.

1. El régimen de personal y de patrimonio de los
Organismos Autónomos será el establecido en la norma-
tiva que regula la Función Pública de la Administración
General y el Patrimonio de la Comunidad de Castilla y
León.

2. La normativa sobre la Hacienda de la Comunidad
de Castilla y León será de aplicación a los Organismos
Autónomos en materia económica y presupuestaria.

3. La contratación de los Organismos Autónomos se
rige por las normas generales de contratación de las
Administraciones Públicas, y por lo dispuesto en el Capí-
tulo Cuarto del Título Sexto de la presente Ley, siendo el
Presidente del Organismo el órgano de contratación de
los mismos.

Artículo 89.- Normativa supletoria.

En lo no previsto por la Ley de creación del Organis-
mo Autónomo, será de aplicación, respecto de las mate-
rias de organización, régimen de los órganos y unidades
administrativas, de las funciones y competencias, órga-
nos colegiados y actuación administrativa las disposicio-
nes de esta Ley sobre la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León, equiparándose a estos
efectos, las funciones del Presidente del Organismo a las
del Consejero y las del máximo órgano unipersonal de
gestión a las del Secretario General.

CAPÍTULO II.- Organismos Autónomos

Artículo 86.- Organismos Autónomos.

1. Los Organismos Autónomos de la Comunidad tie-
nen encomendadas la realización de actividades de
fomento, prestacionales o de gestión de servicios públi-
cos, sujetándose en su actuación al derecho administrati-
vo.

2. Para el desarrollo de sus competencias específicas
los Organismos Autónomos tienen las mismas potesta-
des, prerrogativas y privilegios que la Administración
General de la Comunidad de Castilla y León, excepto la
potestad expropiatoria.

Artículo 87.- Ley de creación.

La Ley de creación de cada Organismo Autónomo
determinará su denominación, sus fines y competencias,
su adscripción a la Consejería respectiva, sus órganos
rectores, los bienes y medios económicos que se les asig-
nen para el cumplimiento de sus fines, así como aquellos
aspectos que puedan ser modificados reglamentariamen-
te y, en su caso, las causas de extinción, el procedimiento
para llevarla a cabo y los efectos de la misma.

Artículo 88.- Personal, patrimonio y contratación.

1. El régimen de personal y de patrimonio de los
Organismos Autónomos será el establecido en la norma-
tiva que regula la Función Pública de la Administración
General y el Patrimonio de la Comunidad de Castilla y
León.

2. La normativa sobre la Hacienda de la Comunidad
de Castilla y León será de aplicación a los Organismos
Autónomos en materia económica y presupuestaria.

3. La contratación de los Organismos Autónomos se
rige por las normas generales de contratación de las
Administraciones Públicas, y por lo dispuesto en el Capí-
tulo Cuarto del Título Sexto de la presente Ley, siendo el
Presidente del Organismo el órgano de contratación de
los mismos.

Artículo 89.- Normativa supletoria.

En lo no previsto por la Ley de creación del Organis-
mo Autónomo, será de aplicación, respecto de las mate-
rias de organización, régimen de los órganos y unidades
administrativas, de las funciones y competencias, órga-
nos colegiados y actuación administrativa las disposicio-
nes de esta Ley sobre la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León, equiparándose a estos
efectos, las funciones del Presidente del Organismo a las
del Consejero y las del máximo órgano unipersonal de
gestión a las del Secretario General.
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CAPÍTULO III.- Los Entes Públicos de Derecho Privado

Artículo 90.- Entes públicos de derecho privado.

1. Los Entes Públicos de Derecho Privado tienen
encomendadas la realización de actividades de carácter
económico, comercial, industrial, agrario, financiero o
análogo, sujetándose fundamentalmente en su actuación
al derecho privado.

2. Para el cumplimiento de las potestades públicas
que pudieran ejercer, así como para la formación de la
voluntad de sus órganos, los entes públicos se sujetarán
al derecho administrativo, y en su ejercicio gozarán de
las prerrogativas y privilegios que determine su Ley de
creación, excepto la potestad expropiatoria.

3. El ejercicio de las potestades públicas correspon-
derá a aquellos órganos del Ente a los que expresamente
los estatutos les asignen tal facultad.

4. En materia económico y presupuestaria se estará a
lo dispuesto en la Ley de Hacienda de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 91.- Ley de creación.

La Ley de creación determinará su denominación, sus
fines y actividades, su adscripción a la Consejería u
Organismo Autónomo respectivo, sus órganos rectores,
los bienes y medios económicos que se les asignen para
el cumplimiento de sus fines, así como aquellos aspectos
que puedan ser modificados reglamentariamente y, en su
caso, las causas de extinción, el procedimiento para lle-
varla a cabo y los efectos de la misma.

CAPÍTULO IV.- Empresas Públicas

Artículo 92.- Empresas públicas.

Son Empresas Públicas de la Comunidad de Castilla
y León las sociedades mercantiles en cuyo capital la par-
ticipación directa o indirecta de la Administración de la
Comunidad Autónoma o de sus entidades institucionales
sea superior al cincuenta por ciento.

Artículo 93.- Creación y extinción.

1. La creación de una empresa pública podrá realizar-
se bien a través de la constitución de una sociedad mer-
cantil, preferentemente anónima, con la cualidad de
Empresa Pública, o bien mediante la adquisición de esta
cualidad por parte de una sociedad mercantil ya consti-
tuida.

2. Son supuestos de extinción de las empresas públi-
cas:

a) La extinción de la sociedad mercantil calificada
como tal.

CAPÍTULO III.- Los Entes Públicos de Derecho Privado

Artículo 90.- Entes públicos de derecho privado.

1. Los Entes Públicos de Derecho Privado tienen
encomendadas la realización de actividades de carácter
económico, comercial, industrial, agrario, financiero o
análogo, sujetándose fundamentalmente en su actuación
al derecho privado.

2. Para el cumplimiento de las potestades públicas
que pudieran ejercer, así como para la formación de la
voluntad de sus órganos, los entes públicos se sujetarán
al derecho administrativo, y en su ejercicio gozarán de
las prerrogativas y privilegios que determine su Ley de
creación, excepto la potestad expropiatoria.

3. El ejercicio de las potestades públicas correspon-
derá a aquellos órganos del Ente a los que expresamente
los estatutos les asignen tal facultad.

4. En materia económico y presupuestaria se estará a
lo dispuesto en la Ley de Hacienda de la Comunidad de
Castilla y León.

Artículo 91.- Ley de creación.

La Ley de creación determinará su denominación, sus
fines y actividades, su adscripción a la Consejería u
Organismo Autónomo respectivo, sus órganos rectores,
los bienes y medios económicos que se les asignen para
el cumplimiento de sus fines, así como aquellos aspectos
que puedan ser modificados reglamentariamente y, en su
caso, las causas de extinción, el procedimiento para lle-
varla a cabo y los efectos de la misma.

CAPÍTULO IV.- Empresas Públicas

Artículo 92.- Empresas públicas.

Son Empresas Públicas de la Comunidad de Castilla
y León las sociedades mercantiles en cuyo capital la par-
ticipación directa o indirecta de la Administración de la
Comunidad Autónoma o de sus entidades institucionales
sea superior al cincuenta por ciento.

Artículo 93.- Creación y extinción.

1. La creación de una empresa pública podrá realizar-
se bien a través de la constitución de una sociedad mer-
cantil, preferentemente anónima, con la cualidad de
Empresa Pública, o bien mediante la adquisición de esta
cualidad por parte de una sociedad mercantil ya consti-
tuida.

2. Son supuestos de extinción de las empresas públi-
cas:

a) La extinción de la sociedad mercantil calificada
como tal.
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b) La pérdida de la cualidad de empresa pública.

La pérdida de esta cualidad no implicará la extinción
de la sociedad mercantil, salvo que constituya un supues-
to legal o estatutario de disolución.

Artículo 94.- Régimen.

Las empresas públicas se regirán íntegramente, cual-
quiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento
jurídico privado, salvo en las materias que les sea de
aplicación la normativa presupuestaria, contable, de con-
trol financiero y de contratación. En ningún caso podrá
disponer de facultades que impliquen el ejercicio de
potestades públicas.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-

En todo lo no previsto en esta Ley será de aplicación
lo establecido en la legislación del Estado con carácter
supletorio.

Segunda.-

Las disposiciones del Capítulo Cuarto del Título V de
la presente Ley no serán de aplicación al órgano colegia-
do de gobierno y administración de la Comunidad de
Castilla y León.

Tercera.-

La ordenación económico financiera de los órganos e
instituciones de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León se regirá por la Ley de Hacienda de la Comunidad
de Castilla y León.

Cuarta.-

La Consejería de Economía y Hacienda realizará las
supresiones, transferencias o habilitaciones de créditos
necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en la pre-
sente Ley.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente
Ley, y en concreto:

- Decreto Legislativo 1/1988, de 21 de julio, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Gobier-
no y de la Administración de Castilla y León.

- Título I y artículos 47, 60, 61, 62 y 97 segundo
párrafo de la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de la
Hacienda de la Comunidad de Castilla y León.

b) La pérdida de la cualidad de empresa pública.

La pérdida de esta cualidad no implicará la extinción
de la sociedad mercantil, salvo que constituya un supues-
to legal o estatutario de disolución.

Artículo 94.- Régimen.

Las empresas públicas se regirán íntegramente, cual-
quiera que sea su forma jurídica, por el ordenamiento
jurídico privado, salvo en las materias que les sea de
aplicación la normativa presupuestaria, contable, de con-
trol financiero y de contratación. En ningún caso podrá
disponer de facultades que impliquen el ejercicio de
potestades públicas.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-

En todo lo no previsto en esta Ley será de aplicación
lo establecido en la legislación del Estado con carácter
supletorio.

Segunda.-

Las disposiciones del Capítulo Cuarto del Título V de
la presente Ley no serán de aplicación al órgano colegia-
do de gobierno y administración de la Comunidad de
Castilla y León.

Tercera.-

La ordenación económico financiera de los órganos e
instituciones de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León se regirá por la Ley de Hacienda de la Comunidad
de Castilla y León.

Cuarta.-

La Consejería de Economía y Hacienda realizará las
supresiones, transferencias o habilitaciones de créditos
necesarias para dar cumplimiento a lo previsto en la pre-
sente Ley.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o
inferior rango se opongan a lo establecido en la presente
Ley, y en concreto:

- Decreto Legislativo 1/1988, de 21 de julio, por el
que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Gobier-
no y de la Administración de Castilla y León.

- Título I y artículos 47, 60, 61, 62 y 97 segundo
párrafo de la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de la
Hacienda de la Comunidad de Castilla y León.
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DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN,

Fdo.: José C. Monsalve Rodríguez

LA SECRETARIA DE LA COMISIÓN,

Fdo.: M.ª Luisa Puente Canosa

DISPOSICIÓN FINAL

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

P.L. 16-VI

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León de las Enmiendas y
Votos Particulares que se mantienen para su defensa en
Pleno, presentados por los Grupos Parlamentarios de la
Cámara al Dictamen de la Comisión de Presidencia en el
Proyecto de Ley del Gobierno y de la Administración de
la Comunidad de Castilla y León, P.L. 16-VI.

Castillo de Fuensaldaña, a 21 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

Antonio Herreros Herreros, Procurador de IZQUIER-
DA UNIDA-IZQUIERDA DE CASTILLA Y LEÓN,
integrado en el Grupo Parlamentario Mixto, al amparo de
lo establecido en los artículos 117 y concordantes del
Reglamento de la Cámara, comunica que pretende
defender en el Pleno las ENMIENDAS al Proyecto de
Ley del Gobierno y de la Administración de Castilla y
León que se citan a continuación y que, después de haber
sido defendidas y votadas en Comisión, no han sido
incorporadas en el Dictamen:

1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14.

Castillo de Fuensaldaña, 14 de junio de 2001.

EL PROCURADOR

Fdo.: Antonio Herreros Herreros

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en los artículos 117 y concordantes del Reglamento de la
Cámara, comunica su voluntad de mantener para su
debate en el Pleno las siguientes enmiendas y votos par-
ticulares al Proyecto de Ley del Gobierno y de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León:

La totalidad de enmiendas que, debatidas y votadas
en Comisión, no hayan sido incorporadas al Dictamen de
la misma.

Fuensaldaña a 14 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

D. Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez
de Francisco y Dña. Daniela Fernández González, procu-
radores por la UNIÓN DEL PUEBLO LEONÉS, INTE-
GRADO EN EL Grupo Mixto, al amparo de lo estableci-
do en los artículos 117 y concordantes del Reglamento
de la Cámara comunica su voluntad de mantener para su
debate en el Pleno las siguientes enmiendas y votos par-
ticulares al Proyecto de Ley del Gobierno y de la Admi-
nistración de la Comunidad de Castilla y León.

La totalidad de las que, debatidas y votadas en Comi-
sión, no hayan sido incorporadas al dictamen de la
misma.

LEÓN a 14 de junio de 2001.
LOS PROCURADORES,

Fdo.: Joaquín Otero Pereira

José María Rodríguez de Francisco

Daniela Fernández González

Proposiciones de Ley (Pp.L.).

Pp.L. 4-V

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León del Dictamen de la
Comisión de Estatuto en la Proposición de Ley Regula-
dora de la Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayunta-
mientos de Castilla y León, Pp.L. 4-V.

Castillo de Fuensaldaña, a 15 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos
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TEXTO PROPUESTO POR LA PONENCIA

PROPOSICIÓN DE LEY REGULADORA DE LA
INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR Y DE LOS

AYUNTAMIENTOS DE CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Española, en su título preliminar,
diseña un sistema de participación de los ciudadanos en
la vida política que fija los principios en su primer artí-
culo, establece los cauces en el artículo sexto y garantiza
su ejercicio en el noveno. En esta participación priman
los mecanismos de democracia representativa sobre los
de democracia directa, si bien ambas tienen un mismo
origen como derecho fundamental en el artículo 23 de la
Carta Magna.

El desarrollo del principio de participación de los ciu-
dadanos en el proceso de producción normativa tiene su
concreción en el artículo 87, que determina en su punto
tercero las formas de ejercicio y requisitos de la iniciati-
va legislativa popular, regulada mediante Ley Orgánica
3/1984 de 26 de marzo, que, en cumplimiento del man-
dato constitucional, ordena el marco jurídico de dicha
iniciativa.

La Comunidad Autónoma de Castilla y León recoge
la importancia de la aplicación en su territorio de los
principios e Instituciones que la Constitución proclama
como fundamentos de nuestro sistema democrático e
introduce en la reciente reforma del Estatuto de Autono-
mía, llevada a cabo por Ley Orgánica 4/1999, de 8 de
enero, el deber inexcusable de regular, conforme a lo
preceptuado en el artículo 16.2 por ley de Cortes de Cas-
tilla y León, el ejercicio de la iniciativa legislativa popu-
lar y de los Ayuntamientos para aquellas materias que
sean competencia de la Comunidad Autónoma en los tér-
minos previstos en la Ley Orgánica que desarrolle lo dis-
puesto en el artículo 87.3 de la Constitución.

El presente texto legislativo tiene por objeto, por un
lado, dar cumplimiento al mandato estatutario y, por
otro, materializar la participación de los ciudadanos y de
los Ayuntamientos en la función legislativa, inspirándose
para ello en dos principios: el fomento de una política
institucional plenamente participativa y la necesidad de
facilitar dentro del territorio de Castilla y León la partici-
pación de todos los ciudadanos en la vida política. La
principal virtualidad de esta ley debe radicar, por tanto,
en erigirse como instrumento que permita canalizar

DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE ESTATUTO

La Comisión de Estatuto de las Cortes de Castilla y León, a la vista del Informe emitido por la Ponencia, ha examina-
do la Proposición de Ley Reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular y de los Ayuntamientos de Castilla y León, y,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 del Reglamento, tiene el honor de elevar al Excmo. Sr. Presidente el
siguiente

DICTAMEN

TEXTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN

PROPOSICIÓN DE LEY REGULADORA DE LA
INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR Y DE LOS

AYUNTAMIENTOS DE CASTILLA Y LEÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Española, en su título preliminar,
diseña un sistema de participación de los ciudadanos en
la vida política que fija los principios en su primer artí-
culo, establece los cauces en el artículo sexto y garantiza
su ejercicio en el noveno. En esta participación priman
los mecanismos de democracia representativa sobre los
de democracia directa, si bien ambas tienen un mismo
origen como derecho fundamental en el artículo 23 de la
Carta Magna.

El desarrollo del principio de participación de los ciu-
dadanos en el proceso de producción normativa tiene su
concreción en el artículo 87, que determina en su punto
tercero las formas de ejercicio y requisitos de la iniciati-
va legislativa popular, regulada mediante Ley Orgánica
3/1984 de 26 de marzo, que, en cumplimiento del man-
dato constitucional, ordena el marco jurídico de dicha
iniciativa.

La Comunidad Autónoma de Castilla y León recoge
la importancia de la aplicación en su territorio de los
principios e Instituciones que la Constitución proclama
como fundamentos de nuestro sistema democrático e
introduce en la reciente reforma del Estatuto de Autono-
mía, llevada a cabo por Ley Orgánica 4/1999, de 8 de
enero, el deber inexcusable de regular, conforme a lo
preceptuado en el artículo 16.2 por ley de Cortes de Cas-
tilla y León, el ejercicio de la iniciativa legislativa popu-
lar y de los Ayuntamientos para aquellas materias que
sean competencia de la Comunidad Autónoma en los tér -
minos previstos en la Ley Orgánica que desarrolle lo dis-
puesto en el artículo 87.3 de la Constitución.

El presente texto legislativo tiene por objeto, por un
lado, dar cumplimiento al mandato estatutario y, por
otro, materializar la participación de los ciudadanos y de
los Ayuntamientos en la función legislativa, inspirándose
para ello en dos principios: el fomento de una política
institucional plenamente participativa y la necesidad de
facilitar dentro del territorio de Castilla y León la partici-
pación de todos los ciudadanos en la vida política. La
principal virtualidad de esta ley debe radicar, por tanto,
en erigirse como instrumento que permita canalizar



857726 de Junio de 2001B.O. Cortes C. y L. N.º 152

determinadas iniciativas, enriqueciendo el sistema demo-
crático y dejando a las Cortes, titulares de la potestad
legislativa, la responsabilidad de incorporar a su produc-
ción normativa, tras el proceso legislativo correspondien-
te, un texto articulado que tenga por objeto el ejercicio
de la iniciativa.

La ley se estructura en un título primero que contiene
las disposiciones generales del ejercicio de la iniciativa
legislativa popular y de los Ayuntamientos, las materias
excluidas, las causas de inadmisión y los recursos contra
la misma.

El título segundo regula la iniciativa legislativa popu-
lar: iniciación del procedimiento, escrito de presentación,
Comisión Promotora y la garantía de las firmas, que
expresan la voluntad legislativa.

En el título tercero se establece la iniciativa legislati-
va de los Ayuntamientos, novedosa con respecto a la
legislación estatal y regulada en cuanto a su inicio de
forma similar a la anterior.

Y el título cuarto indica el modo elegido para la tra-
mitación parlamentaria, mediante la consideración del
ejercicio de la iniciativa, la lectura de la memoria y el
debate como Proposición de Ley. También se prima
como excepción a esta iniciativa legislativa su perviven-
cia de una legislatura a la siguiente.

Con la aprobación de esta ley por las Cortes de Casti-
lla y León se consigue acercar más las leyes a los ciu-
dadanos.

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.-

La iniciativa legislativa a que se refiere el art. 16.2
del Estatuto de Autonomía podrá ser ejercida:

1. Por quienes, gozando de la condición política de
ciudadanos de Castilla y León, conforme a lo dispuesto
en el art. 6.1 del Estatuto de Autonomía, sean mayores
de edad y se encuentren inscritos en el Censo Electoral.

2. Por los Ayuntamientos comprendidos en el territo-
rio de la Comunidad de Castilla y León.

Artículo 2.-

La iniciativa legislativa popular se ejercerá mediante
la presentación ante la Mesa de las Cortes de Castilla y
León de una proposición de ley suscrita por las firmas de
al menos 30.000 electores correspondientes a la mayoría
de las circunscripciones electorales de la Comunidad,
que representen en cada una de ellas, como mínimo, el
1% del respectivo censo provincial vigente el día de la
presentación de la iniciativa ante la Mesa de las Cortes, y
que reúnan los requisitos prescritos en el artículo ante-
rior.

determinadas iniciativas, enriqueciendo el sistema demo-
crático y dejando a las Cortes, titulares de la potestad
legislativa, la responsabilidad de incorporar a su produc-
ción normativa, tras el proceso legislativo correspondien-
te, un texto articulado que tenga por objeto el ejercicio
de la iniciativa.

La ley se estructura en un título primero que contiene
las disposiciones generales del ejercicio de la iniciativa
legislativa popular y de los Ayuntamientos, las materias
excluidas, las causas de inadmisión y los recursos contra
la misma.

El título segundo regula la iniciativa legislativa popu-
lar: iniciación del procedimiento, escrito de presentación,
Comisión Promotora y la garantía de las firmas, que
expresan la voluntad legislativa.

En el título tercero se establece la iniciativa legislati-
va de los Ayuntamientos, novedosa con respecto a la
legislación estatal y regulada en cuanto a su inicio de
forma similar a la anterior.

Y el título cuarto indica el modo elegido para la tra-
mitación parlamentaria, mediante la consideración del
ejercicio de la iniciativa, la lectura de la memoria y el
debate como Proposición de Ley. También se prima
como excepción a esta iniciativa legislativa su perviven-
cia de una legislatura a la siguiente.

Con la aprobación de esta ley por las Cortes de Casti-
lla y León se consigue acercar más las leyes a los ciu-
dadanos.

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.-

La iniciativa legislativa a que se refiere el art. 16.2
del Estatuto de Autonomía podrá ser ejercida:

1. Por quienes, gozando de la condición política de
ciudadanos de Castilla y León, conforme a lo dispuesto
en el art. 6.1 del Estatuto de Autonomía, sean mayores
de edad y se encuentren inscritos en el Censo Electoral.

2. Por los Ayuntamientos comprendidos en el territo-
rio de la Comunidad de Castilla y León.

Artículo 2.-

La iniciativa legislativa popular se ejercerá mediante
la presentación ante la Mesa de las Cortes de Castilla y
León de una proposición de ley suscrita por las firmas de
al menos 30.000 electores correspondientes a la mayoría
de las circunscripciones electorales de la Comunidad,
que representen en cada una de ellas, como mínimo, el
1% del respectivo censo provincial vigente el día de la
presentación de la iniciativa ante la Mesa de las Cortes, y
que reúnan los requisitos prescritos en el artículo ante-
rior.
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Artículo 3.-

La iniciativa legislativa de los Ayuntamientos se ejer-
cerá mediante la presentación ante la Mesa de las Cortes
de Castilla y León de una proposición de ley suscrita por
acuerdo, adoptado por mayoría absoluta, de los Plenos
de, al menos, treinta y cinco Ayuntamientos de nuestra
Comunidad, o de un mínimo de diez cuando éstos repre-
senten al menos y globalmente a 30.000 electores que
reúnan los requisitos prescritos en el artículo 1 de esta
Ley el día de la presentación de la iniciativa ante la Mesa
de las Cortes.

Artículo 4.-

Están excluidas de la iniciativa legislativa regulada
en esta ley las siguientes materias:

1. Aquellas que no sean de la competencia legislativa
de la Comunidad Autónoma, las de desarrollo básico del
Estatuto de Autonomía y aquellas que requieran para su
aprobación el voto favorable de una mayoría cualificada.

2. Las que afectan a la planificación económica gene-
ral, y las de naturaleza presupuestaria y tributaria.

3. Las que se refieren a la organización de las institu-
ciones de autogobierno y a la organización territorial y
judicial de la Comunidad.

Artículo 5.-

1. Corresponde a la Mesa de las Cortes admitir o no a
trámite las iniciativas legislativas presentadas por los
ciudadanos o los Ayuntamientos a que se refiere el artí-
culo 1.

2. Son causas de inadmisión las siguientes:

a) Que la proposición tenga por objeto algunas de las
materias excluidas por el artículo anterior.

b) Que el texto de la proposición carezca de unidad
sustantiva o verse sobre distintas materias carentes de
homogeneidad entre sí.

c) Que verse sobre un contenido similar al de algún
proyecto o proposición de ley que se encuentre en trami-
tación parlamentaria.

d) Que la proposición sea reproducción de otra igual
presentada durante la misma legislatura.

e) Que exista previamente una proposición no de ley
aprobada por las Cortes en la misma legislatura con idén-
tico objeto.

f) Que incurra en contradicción con la legislación
básica del Estado en aquellas materias a las que deba de
supeditarse la legislación de la Comunidad de Castilla y
León.

Artículo 3.-

La iniciativa legislativa de los Ayuntamientos se ejer-
cerá mediante la presentación ante la Mesa de las Cortes
de Castilla y León de una proposición de ley suscrita por
acuerdo, adoptado por mayoría absoluta, de los Plenos
de, al menos, treinta y cinco Ayuntamientos de nuestra
Comunidad, o de un mínimo de diez cuando éstos repre-
senten al menos y globalmente a 30.000 electores que
reúnan los requisitos prescritos en el artículo 1 de esta
Ley el día de la presentación de la iniciativa ante la Mesa
de las Cortes.

Artículo 4.-

Podrá ejercitarse la iniciativa legislativa contemplada
en esta Ley sobre todas la materias en que la Comunidad
de Castilla y León tenga competencia legislativa, confor-
me a su Estatuto de Autonomía, salvo las siguientes:

1. Las de desarrollo básico del Estatuto de Autono-
mía y aquellas que requieran para su aprobación el voto
favorable de una mayoría cualificada.

2. Las que afectan a la planificación económica gene-
ral, y las de naturaleza presupuestaria y tributaria.

3. Las que se refieren a la organización de las institu-
ciones de autogobierno y a la organización territorial y
judicial de la Comunidad.

Artículo 5.-

1. Corresponde a la Mesa de las Cortes admitir o no a
trámite las iniciativas legislativas presentadas por los
ciudadanos o los Ayuntamientos a que se refiere el artí-
culo 1.

2. Son causas de inadmisión las siguientes:

a) Que la proposición tenga por objeto algunas de las
materias excluidas por el artículo anterior.

b) Que el texto de la proposición carezca de unidad
sustantiva o verse sobre distintas materias carentes de
homogeneidad entre sí.

c) Que verse sobre un contenido similar al de algún
proyecto o proposición de ley que se encuentre en trami-
tación parlamentaria.

d) Que la proposición sea reproducción de otra igual
presentada durante la misma legislatura.

e) Que exista previamente una proposición no de ley
aprobada por las Cortes en la misma legislatura con idén-
tico objeto.

f) Que incurra en contradicción con la legislación
básica del Estado en aquellas materias a las que deba de
supeditarse la legislación de la Comunidad de Castilla y
León.
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g) Que la documentación presentada carezca de algu-
no de los requisitos exigidos por esta ley. No obstante,
en el supuesto de estimarse por parte de la Mesa que se
trata de un defecto subsanable, lo comunicará a la Comi-
sión Promotora para que proceda, a la subsanación en el
plazo de un mes a partir de la notificación efectuada al
efecto.

3. La resolución de la Mesa sobre la admisión tendrá
lugar en el plazo de quince días hábiles, contados desde
la entrada de la proposición en su registro general y se
notificará a la Comisión Promotora, publicándose de
acuerdo con lo que al efecto se disponga reglamenta-
riamente.

4. Si la iniciativa se presentara fuera de los períodos
de sesión parlamentaria, los plazos empezarán a compu-
tarse en el período siguiente a la presentación de la docu-
mentación.

Artículo 6.-

1. Contra la resolución de la Mesa de no admitir la
proposición de ley, la Comisión Promotora podrá inter-
poner recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional,
de conformidad con el artículo 42 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional.

2. Si formulada solicitud de amparo ante el Tribunal
Constitucional, éste decidiera que la proposición no
incurre en alguna de las causas de inadmisión previstas
en el apartado 2 del articulo anterior, el procedimiento
seguirá su curso.

3. Si el Tribunal Constitucional decidiera que la irre-
gularidad afecta a determinados preceptos de la proposi-
ción, la Mesa lo comunicará a la Comisión Promotora, a
fin de que ésta, en el plazo de un mes, manifieste si
desea retirar la iniciativa o mantenerla, una vez efectua-
das las modificaciones correspondientes.

TÍTULO II

INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR

Artículo 7.-

El procedimiento de iniciativa legislativa popular se
iniciará con la recepción en el Registro general de las
Cortes de Castilla y León, del escrito de presentación de
la proposición de ley, con las firmas de los miembros de
la Comisión Promotora autenticadas en la forma estable-
cida en la presente ley.

Artículo 8.-

El escrito de presentación de la proposición deberá
acompañarse de:

g) Que la documentación presentada carezca de algu-
no de los requisitos exigidos por esta ley. No obstante,
en el supuesto de estimarse por parte de la Mesa que se
trata de un defecto subsanable, lo comunicará a la Comi-
sión Promotora para que proceda, a la subsanación en el
plazo de un mes a partir de la notificación efectuada al
efecto.

3. La resolución de la Mesa sobre la admisión tendrá
lugar en el plazo de quince días hábiles, contados desde
la entrada de la proposición en su registro general y se
notificará a la Comisión Promotora, publicándose en el
Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León.

4. Si la iniciativa se presentara fuera de los períodos
de sesión parlamentaria, los plazos empezarán a compu-
tarse en el período siguiente a la presentación de la docu-
mentación.

Artículo 6.-

1. Contra la resolución de la Mesa de no admitir la
proposición de ley, la Comisión Promotora podrá solici-
tar su reconsideración, sin perjuicio del derecho que le
asiste de interponer recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional, de conformidad con el artículo 42 de la
Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, de dicho Tribu-
nal.

2. Si formulada solicitud de amparo ante el Tribunal
Constitucional, éste decidiera que la proposición no
incurre en alguna de las causas de inadmisión previstas
en el apartado 2 del articulo anterior, el procedimiento
seguirá su curso.

3. Si el Tribunal Constitucional decidiera que la irre-
gularidad afecta a determinados preceptos de la proposi-
ción, la Mesa lo comunicará a la Comisión Promotora, a
fin de que ésta, en el plazo de un mes, manifieste si
desea retirar la iniciativa o mantenerla, una vez efectua-
das las modificaciones correspondientes.

TÍTULO II

INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR

Artículo 7.-

El procedimiento de iniciativa legislativa popular se
iniciará con la recepción en el Registro general de las
Cortes de Castilla y León, del escrito de presentación de
la proposición de ley, con las firmas de los miembros de
la Comisión Promotora autenticadas en la forma estable-
cida en la presente ley.

Artículo 8.-

El escrito de presentación de la proposición deberá
acompañarse de:
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1) La relación de los miembros que componen la
Comisión Promotora de la iniciativa, nunca inferior a
cinco, con las firmas y los datos personales de los mis-
mos, así como la indicación de la dirección que se señale
para cursar las notificaciones y comunicaciones que sea
preciso realizar a dicha Comisión.

2) Una memoria en la que se detallen las razones que
aconsejan, a juicio de los firmantes, la tramitación y
aprobación por las Cortes de la proposición de ley.

3) El texto articulado de la proposición de ley prece-
dido de una exposición de motivos.

Artículo 9.-

Los miembros de la Comisión Promotora habrán de
reunir los requisitos a que se refiere el art. 1.1 de esta
Ley, sin que puedan formar parte de la misma los Procu-
radores de las Cortes de Castilla y León, ni las personas
incursas en causas de inelegibilidad o incompatibilidad
aplicables en las elecciones autonómicas.

Artículo 10.-

1. Admitida la proposición, la Mesa, en el plazo que
se determine reglamentariamente, lo comunicará a la
Junta Electoral de Castilla y León, que garantizará la
regularidad del procedimiento de recogida de firmas.

2. Recibida la comunicación de admisión de la pro-
posición, la Junta Electoral de Castilla y León, en el
plazo que se determine reglamentariamente, se dirigirá a
la Comisión Promotora, al objeto de que proceda a la
recogida de las firmas requeridas.

3. El procedimiento de recogida de firmas deberá
finalizar con la entrega a la Junta Electoral de las firmas
recabadas en el plazo de seis meses a contar desde que la
Comisión Promotora recibe el escrito a que se refiere el
apartado anterior. Este plazo podrá ser prorrogado en tres
meses cuando concurran razones objetivas debidamente
justificadas, cuya apreciación corresponde a la Mesa de
las Cortes. Agotado el plazo, y en su caso la prórroga,
sin que haya hecho entrega de las firmas recogidas,
caducará la iniciativa.

Artículo 11.-

1. La Comisión Promotora, una vez recibida la comu-
nicación de la Junta Electoral a que se refiere el apartado
2 del articulo anterior, presentará ante ésta los pliegos
necesarios a tal efecto. Estos pliegos reproducirán el
texto íntegro de la proposición y se unirán a las hojas
destinadas a recoger firmas, de modo que no puedan ser
separados, sellándose y numerándose de acuerdo con lo
dispuesto en el apartado siguiente.

1) La relación de los miembros que componen la
Comisión Promotora de la iniciativa, nunca inferior a
cinco, con las firmas y los datos personales de los mis-
mos, así como la indicación de la dirección que se señale
para cursar las notificaciones y comunicaciones que sea
preciso realizar a dicha Comisión.

2) Una memoria en la que se detallen las razones que
aconsejan, a juicio de los firmantes, la tramitación y
aprobación por las Cortes de la proposición de ley.

3) El texto articulado de la proposición de ley prece-
dido de una exposición de motivos.

Artículo 9.-

Los miembros de la Comisión Promotora habrán de
reunir los requisitos a que se refiere el art. 1.1 de esta
Ley, sin que puedan formar parte de la misma los Procu-
radores de las Cortes de Castilla y León, ni las personas
incursas en causas de inelegibilidad o incompatibilidad
aplicables en las elecciones autonómicas.

Artículo 10.-

1. Admitida la proposición, la Mesa, dentro de los
quince días siguientes, ordenará la publicación del acuer-
do en el Boletín Oficial de las Cortes y lo comunicará a
la Junta Electoral de Castilla y León, que garantizará la
regularidad del procedimiento de recogida de firmas.

2. Recibida la comunicación de admisión de la pro-
posición, la Junta Electoral de Castilla y León, en el
plazo de otros quince días, se dirigirá a la Comisión Pro-
motora, al objeto de que proceda a la recogida de las fir-
mas requeridas.

3. El procedimiento de recogida de firmas deberá
finalizar con la entrega a la Junta Electoral de las firmas
recabadas en el plazo de seis meses a contar desde que la
Comisión Promotora recibe el escrito a que se refiere el
apartado anterior. Este plazo podrá ser prorrogado en tres
meses cuando concurran razones objetivas debidamente
justificadas, cuya apreciación corresponde a la Mesa de
las Cortes. Agotado el plazo, y en su caso la prórroga,
sin que haya hecho entrega de las firmas recogidas,
caducará la iniciativa, y así se notificará a la Comisión
Promotora, publicándose la correspondiente resolución
en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León.

Artículo 11.-

1. La Comisión Promotora, una vez recibida la comu-
nicación de la Junta Electoral a que se refiere el apartado
2 del articulo anterior, presentará ante ésta los pliegos
necesarios a tal efecto. Estos pliegos reproducirán el
texto íntegro de la proposición y se unirán a las hojas
destinadas a recoger firmas, de modo que no puedan ser
separados, sellándose y numerándose de acuerdo con lo
dispuesto en el apartado siguiente.
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2. Recibidos los pliegos por la Junta Electoral, ésta,
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, los sella-
rá, numerará y devolverá a la Comisión Promotora.

Artículo 12.-

1. Junto a la firma del elector se indicará su nombre y
apellidos, número del Documento Nacional de Identidad
y municipio en cuya lista electoral esté inscrito.

2. La firma deberá ser autenticada por Notario, Secre-
tario Judicial o el Secretario del Ayuntamiento en cuyo
censo electoral se halle inscrito el firmante. La autentica-
ción deberá indicar la fecha, y podrá ser individual o
colectiva, pliego a pliego, en cuyo caso debe indicar el
número de firmas que contiene cada pliego.

Artículo 13.-

1. Las firmas podrán también ser autenticadas por
fedatarios especiales designados por la Comisión Promo-
tora.

2. Podrán adquirir la condición de fedatarios especia-
les los ciudadanos de Castilla y León que, en plena pose-
sión de sus derechos civiles y políticos, juren o prometan
ante la Junta Electoral autonómica dar fe de la autentici-
dad de las firmas de los signatarios de la proposición de
ley.

Artículo 14.-

1. Los pliegos que contengan las firmas recogidas, a
cada uno de los cuales se acompañará certificado que
acredite la inscripción de los firmantes en el Censo Elec-
toral como mayores de edad, serán enviados a la Junta
Electoral de Castilla y León, para su comprobación y
recuento inicial.

2. La Comisión Promotora podrá recabar en todo
momento de la Junta Electoral la información que estime
pertinente respecto del número de firmas recogidas.

Artículo 15.-

1. Finalizado el plazo de presentación de firmas, la
Junta Electoral de Castilla y León, previa citación a la
Comisión Promotora, procederá a realizar el recuento
definitivo de las mismas en un acto público. Las firmas
que no reúnan los requisitos exigidos en la presente Ley
se declararán no válidas y no serán computadas.

2. Contra el acuerdo de declaración de firmas no váli-
das a que se refiere el apartado anterior, la Comisión
Promotora, en un plazo de diez días, podrá interponer
reclamación ante la propia Junta Electoral, que deberá
resolverse en el plazo de cinco días, sin perjuicio de los
demás recursos que procedan.

2. Recibidos los pliegos por la Junta Electoral, ésta,
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, los sella-
rá, numerará y devolverá a la Comisión Promotora
haciendo constar la fecha de devolución.

Artículo 12.-

1. Junto a la firma del elector se indicará su nombre y
apellidos, número del Documento Nacional de Identidad
y municipio en cuya lista electoral esté inscrito.

2. La firma deberá ser autenticada por Notario, Secre-
tario Judicial o el Secretario del Ayuntamiento en cuyo
censo electoral se halle inscrito el firmante. La autentica-
ción deberá indicar la fecha, y podrá ser individual o
colectiva, pliego a pliego, en cuyo caso debe indicar el
número de firmas que contiene cada pliego.

Artículo 13.-

1. Las firmas podrán también ser autenticadas por
fedatarios especiales designados por la Comisión Promo-
tora.

2. Podrán adquirir la condición de fedatarios especia-
les los ciudadanos de Castilla y León que, en plena pose-
sión de sus derechos civiles y políticos, juren o prometan
ante la Junta Electoral de Castilla y León dar fe de la
autenticidad de las firmas de los signatarios de la propo-
sición de ley.

Artículo 14.-

1. Los pliegos que contengan las firmas recogidas, a
cada uno de los cuales se acompañará certificado que
acredite la inscripción de los firmantes en el Censo Elec-
toral como mayores de edad, serán enviados a la Junta
Electoral de Castilla y León, para su comprobación y
recuento inicial.

2. La Comisión Promotora podrá recabar en todo
momento de la Junta Electoral la información que estime
pertinente respecto del número de firmas recogidas.

Artículo 15.-

1. Finalizado el plazo de presentación de firmas, la
Junta Electoral de Castilla y León, previa citación a la
Comisión Promotora, procederá a realizar el recuento
definitivo de las mismas en un acto público. Las firmas
que no reúnan los requisitos exigidos en la presente Ley
se declararán no válidas y no serán computadas.

2. Contra el acuerdo de declaración de firmas no váli-
das a que se refiere el apartado anterior, la Comisión
Promotora, en un plazo de diez días, podrá interponer
reclamación ante la propia Junta Electoral, que deberá
resolverse en el plazo de cinco días, sin perjuicio de los
demás recursos que procedan.
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Artículo 16.-

1. Comprobado el cumplimiento de todos los requisi-
tos exigidos en el artículo 2 de la presente Ley, la Junta
Electoral de Castilla y León así lo certificará, en el plazo
de un mes, ante la Mesa de las Cortes de Castilla y León.

2. Recibida la certificación de la Junta Electoral a la
que se refiere el apartado anterior, la Mesa de las Cortes
ordenará la publicación de la iniciativa en el Boletín Ofi-
cial de la Cámara, y la misma quedará en condiciones de
iniciar su tramitación parlamentaria.

TÍTULO III

INICIATIVA LEGISLATIVA DE LOS
AYUNTAMIENTOS

Artículo 17.-

El procedimiento de iniciativa legislativa de los
Ayuntamientos se iniciará con la recepción en el Regis-
tro general de las Cortes de Castilla y León, del escrito
de presentación de la proposición de ley, con las firmas
de la Comisión Promotora autenticadas en la forma esta-
blecida en la presente ley.

Artículo 18.-

El escrito de presentación de la proposición deberá
contener:

a) La relación de los miembros que constituyen la
Comisión Promotora, compuesta por un miembro de
cada uno de los Ayuntamientos promotores de la iniciati-
va, elegido a tal fin por los Plenos de los respectivos
municipios, con indicación expresa del domicilio señala-
do para cursar las notificaciones y comunicaciones que
sea preciso cursar a dicha Comisión.

b) Una certificación expedida por el Secretario de
cada Corporación, acreditativa del acuerdo adoptado al
efecto por mayoría absoluta de sus miembros y del texto
de la proposición de ley.

c) Certificación expedida por el Instituto Nacional de
Estadística u Organismo que le sustituya, por la que se
acredite el número de electores censados en cada Ayun-
tamiento proponente.

d) Una memoria en la que se detallen las razones y
los fundamentos que aconsejen a juicio de los proponen-
tes, la tramitación y aprobación de la proposición de ley.

e) El texto articulado de la proposición de ley prece-
dido de una exposición de motivos.

Artículo 19.-

Para ser miembro de la Comisión Promotora se debe-
rán tener en cuenta los requisitos y limitaciones a que se

Artículo 16.-

1. Comprobado el cumplimiento de todos los requisi-
tos exigidos en el artículo 2 de la presente Ley, la Junta
Electoral de Castilla y León así lo certificará, en el plazo
de un mes, ante la Mesa de las Cortes de Castilla y León.

2. Recibida la certificación de la Junta Electoral a la
que se refiere el apartado anterior, la Mesa de las Cortes
ordenará la publicación de la iniciativa en el Boletín Ofi-
cial de la Cámara, y la misma quedará en condiciones de
iniciar su tramitación parlamentaria.

TÍTULO III

INICIATIVA LEGISLATIVA DE LOS
AYUNTAMIENTOS

Artículo 17.-

El procedimiento de iniciativa legislativa de los
Ayuntamientos se iniciará con la recepción en el Regis-
tro general de las Cortes de Castilla y León, del escrito
de presentación de la proposición de ley, con las firmas
de la Comisión Promotora autenticadas en la forma esta-
blecida en la presente ley.

Artículo 18.-

El escrito de presentación de la proposición deberá
contener:

a) La relación de los miembros que constituyen la
Comisión Promotora, compuesta por un miembro de
cada uno de los Ayuntamientos promotores de la iniciati-
va, elegido a tal fin por los Plenos de los respectivos
municipios, con indicación expresa del domicilio señala-
do para cursar las notificaciones y comunicaciones que
sea preciso cursar a dicha Comisión.

b) Una certificación expedida por el Secretario de
cada Corporación, acreditativa del acuerdo adoptado al
efecto por mayoría absoluta de sus miembros y del texto
de la proposición de ley.

c) Certificación expedida por el Instituto Nacional de
Estadística u Organismo que le sustituya, por la que se
acredite el número de electores censados en cada Ayun-
tamiento proponente.

d) Una memoria en la que se detallen las razones y
los fundamentos que aconsejen a juicio de los proponen-
tes, la tramitación y aprobación de la proposición de ley.

e) El texto articulado de la proposición de ley prece-
dido de una exposición de motivos.

Artículo 19.-

Para ser miembro de la Comisión Promotora se debe-
rán tener en cuenta los requisitos y limitaciones a que se
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refiere el artículo 9 de esta ley, y sus titulares sólo
podrán ser sustituidos por suplentes designados al efecto.

TÍTULO IV

TRAMITACIÓN PARLAMENTARIA

Artículo 20.-

Recibida la documentación acreditativa del cumpli-
miento de los requisitos exigidos en cada caso, la Mesa
considerará ejercitada la iniciativa.

Artículo 21.-

1. El debate de la proposición de ley se iniciará
mediante la lectura de la memoria a que se refieren los
artículos 8 y 18 de la presente ley.

2. El trámite ulterior se atendrá a lo dispuesto en el
Reglamento de las Cortes para las proposiciones de ley.

Artículo 22.-

La iniciativa legislativa popular o de los Ayunta-
mientos que estuviera en tramitación en las Cortes
Regionales al disolverse éstas no decaerá, debiendo
incorporarse la iniciativa para su tramitación cuando se
constituya de nuevo. En este caso, la nueva Mesa de las
Cortes ordenará reiniciar el trámite parlamentario a partir
de su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de
Castilla y León.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

1. Cuando la proposición de ley alcance su tramita-
ción parlamentaria, la Comunidad Autónoma, con cargo
a los Presupuestos de la Cámara, resarcirá a la Comisión
Promotora y a las Corporaciones locales intervinientes
de los gastos realizados en la difusión de la misma y, en
su caso, en la recogida de firmas.

2. Los gastos deberán ser justificados en forma por
los promotores de la iniciativa. La compensación econó-
mica no excederá de un máximo de diez mil euros, siem-
pre que la proposición haya alcanzado su tramitación
parlamentaria.

3. Esta cuantía podrá ser revisada periódicamente en
las Leyes de Presupuestos de la Comunidad.

refiere el artículo 9 de esta ley, y sus titulares sólo
podrán ser sustituidos por suplentes designados al efecto.

TÍTULO IV

TRAMITACIÓN PARLAMENTARIA

Artículo 20.-

Recibida la documentación acreditativa del cumpli-
miento de los requisitos exigidos en cada caso, la Mesa
considerará ejercitada la iniciativa.

Artículo 21.-

1. El debate de la proposición de ley se iniciará
mediante la lectura de la memoria a que se refieren los
artículos 8 y 18 de la presente ley.

2. El trámite ulterior se atendrá a lo dispuesto en el
Reglamento de las Cortes para las proposiciones de ley.

Artículo 22.-

La iniciativa legislativa popular o de los Ayunta-
mientos que estuviera en tramitación en las Cortes
Regionales al disolverse éstas no decaerá, debiendo
incorporarse la iniciativa para su tramitación cuando se
constituya de nuevo. En este caso, la nueva Mesa de las
Cortes ordenará reiniciar el trámite parlamentario a partir
de su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes de
Castilla y León.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-

1. Cuando la proposición de ley alcance su tramita-
ción parlamentaria, la Comunidad Autónoma, con cargo
a los Presupuestos de la Cámara, resarcirá a la Comisión
Promotora y a las Corporaciones locales intervinientes
de los gastos realizados en la difusión de la misma y, en
su caso, en la recogida de firmas.

2. Los gastos deberán ser justificados en forma por
los promotores de la iniciativa. La compensación econó-
mica no excederá de un máximo de diez mil euros, siem-
pre que la proposición haya alcanzado su tramitación
parlamentaria.

3. Esta cuantía podrá ser revisada periódicamente en
las Leyes de Presupuestos de la Comunidad.

Segunda.-

Las Cortes de Castilla y León adecuarán su Regla-
mento a lo establecido en la presente Ley.



8584 26 de Junio de 2001 B.O. Cortes C. y L. N.º 152

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar
las disposiciones pertinentes para el desarrollo y cumpli-
miento de esta ley.

Segunda.-

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-

Se autoriza a la Junta de Castilla y León para dictar
las disposiciones pertinentes para el desarrollo y cumpli-
miento de esta ley.

Segunda.-

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 15 de junio de 2001.

LA PRESIDENTA DE LA COMISIÓN,

Fdo.: M.ª Victoria Hernández Candeal

EL SECRETARIO DE LA COMISIÓN,

Fdo.: Antonio Losa Torres

Pp.L. 4-VI

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León de las Enmiendas y
Votos Particulares que se mantienen para su defensa en
Pleno, presentados por los Grupos Parlamentarios de la
Cámara al Dictamen de la Comisión de Estatuto en la
Proposición de Ley Reguladora de la Iniciativa Legislati-
va Popular y de los Ayuntamientos de Castilla y León,
Pp.L. 4-VI.

Castillo de Fuensaldaña, a 21 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN

Joaquín Otero Pereira, D. José María Rodríguez de
Francisco y Dña. Daniela Fernández González, procura-
dores por la UNIÓN DEL PUEBLO LEONÉS, INTE-
GRADO EN EL Grupo Mixto, al amparo de lo estableci-
do en los artículos 117 y concordantes del Reglamento
de la Cámara comunica su voluntad de mantener para su
debate en el Pleno las siguientes enmiendas y votos par-
ticulares a la Proposición de Ley Reguladora de la Inicia-

tiva Legislativa Popular y de los Ayuntamientos de Cas-

tilla y León.

La totalidad de las que, debatidas y votadas en Comi-

sión, no hayan sido incorporadas al dictamen de la

misma.

LEÓN a 15 de junio de 2001.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Joaquín Otero Pereira

José María Rodríguez de Francisco

Daniela Fernández González

AL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE

CASTILLA Y LEÓN

Antonio Herreros Herreros, Procurador de IZQUIER-

DA UNIDA DE CASTILLA Y LEÓN, integrado en el

Grupo Parlamentario Mixto, al amparo de lo establecido

en el artículo 117 y siguientes del Reglamento de la

Cámara, comunica que pretende defender ante el Pleno

las ENMIENDAS al Proyecto de Ley de la Iniciativa

Legislativa Popular y de los Ayuntamientos de Castilla y

León que, después de haber sido defendidas y votadas en

Comisión, no han sido incorporadas en el Dictamen.

Castillo de Fuensaldaña, 14 de junio de 2001.

EL PROCURADOR

Fdo.: Antonio Herreros Herreros
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II. PROPOSICIONES NO DE LEY (P.N.L.).

P.N.L. 397-I1

PRESIDENCIA

La Comisión de Educación y Cultura de las Cortes de
Castilla y León, en Sesión celebrada el día 14 de junio de

2001, rechazó la Proposición No de Ley, P.N.L. 397-I1,
presentada por el Procurador D. Antonio Losa Torres,
relativa a habilitación de crédito extraordinario destinado
a subvencionar la Orquesta Ciudad de León «Odeón
Alonso» y suscripción de un Convenio con la misma,
publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, N.º 85, de 23 de septiembre de 2000.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 398-II

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
las Cortes de Castilla y León, se ordena la publicación de
la Enmienda presentada por el Grupo Parlamentario
Socialista a la Proposición No de Ley, P.N.L. 398-II, for-
mulada por el Grupo Parlamentario Popular, relativa a
creación de un carnet dirigido a jóvenes de 26 a 30 años,
publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, N.º 85, de 23 de septiembre de 2000.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en el ARTÍCULO 159.2 del Reglamento de la Cámara
presenta la siguiente ENMIENDA de ADICIÓN a la
PROPOSICIÓN NO DE LEY 398-I relativa a “Creación
de un carnet dirigido a jóvenes de 26 a 30 años”:

Añadir al texto:

1°.- Realizar las gestiones oportunas y necesarias
conducentes a conseguir una significativa ampliación de

la actual oferta a la que permite acceder el carnet
“ E u r o<26”, y particularmente a conseguir el aumento
del n° de tiendas comerciales, de espectáculos deportivos
y de servicios culturales de nuestra Comunidad.

2°.- Que tome las medidas necesarias para que todos
los servicios culturales y deportivos que programa la
Junta o se desarrollen en instalaciones públicas pasen a
formar parte de la oferta a la que da acceso el Euro<26.

Fuensaldaña 13 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

P.N.L. 398-III

APROBACIÓN POR LA COMISIÓN DE
EDUCACIÓN Y CULTURA

La Comisión de Educación y Cultura de las Cortes de
Castilla y León en Sesión celebrada el 14 de junio de
2001, con motivo del debate de la Proposición No de
Ley, P.N.L. 398-III, presentada por el Grupo Parlamen-
tario Popular, relativa a creación de un carnet dirigido a
jóvenes de 26 a 30 años, publicada en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León, N.º 85, de 23 de sep-
tiembre de 2000, aprobó la siguiente

RESOLUCIÓN

“Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a:

1.º Realizar las gestiones y los trabajos oportunos
para la creación en la Comunidad de Castilla y León de
un carnet dirigido a jóvenes de 26 a 30 años que les
ofrezcan distintas ventajas comerciales e implemente al
conocido Carnet Euro<26.

2.º Que intente llegar a acuerdos con otras Comuni-
dades Autónomas y extienda así las ventajas del futuro
nuevo carnet de los jóvenes de Castilla y León a otras
regiones de España.”

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 401-II

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
las Cortes de Castilla y León, se ordena la publicación de
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la Enmienda presentada por el Grupo Parlamentario
Popular a la Proposición No de Ley, P.N.L. 401-II, for-
mulada por el Procurador D. Antonio Losa Torres, relati-
va a ubicación y construcción de la Escuela Oficial de
Idiomas de León, publicada en el Boletín Oficial de las
Cortes de Castilla y León, N.º 90, de 2 de octubre de
2000.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

EL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
el artículo 159.2 del Reglamento de la Cámara, presenta
la siguiente ENMIENDA DE SUSTITUCIÓN a la
P.N.L. n° 401-I relativa a ubicación y construcción de la
Escuela Oficial de Idiomas de León.

Se propone la siguiente PROPUESTA DE RESOLU-
CIÓN:

“Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a:

1. Realizar las gestiones oportunas tendentes a la
consecución de una parcela en la ciudad León, destinada
a albergar la nueva Escuela Oficial de Idiomas de León.

2. Que en los presupuestos del ejercicio 2002, sea
consignada una partida presupuestaria suficiente para la
construcción de la nueva Escuela de Idiomas.”

Fuensaldaña, 13 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Francisco Javier Vázquez Requero

P.N.L. 401-I1

PRESIDENCIA

La Comisión de Educación y Cultura de las Cortes de
Castilla y León, en Sesión celebrada el día 14 de junio de

2001, rechazó la Proposición No de Ley, P.N.L. 401-I1,
presentada por el Procurador D. Antonio Losa Torres,
relativa a ubicación y construcción de la Escuela Oficial
de Idiomas de León, publicada en el Boletín Oficial de
las Cortes de Castilla y León, N.º 90, de 2 de octubre de
2000.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 404-III

APROBACIÓN POR LA COMISIÓN DE
EDUACIÓN Y CULTURA

La Comisión de Educación y Cultura de las Cortes de
Castilla y León en Sesión celebrada el 14 de junio de
2001, con motivo del debate de la Proposición No de
Ley, P.N.L. 404-III, presentada por los Procuradores D.
Joaquín Otero Pereira, D. José M.ª Rodríguez de Francis-
co y D.ª Daniela Fernández González, relativa a edifica-
ción de una nueva Escuela de Idiomas, publicada en el
Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León, N.º 90,
de 2 de octubre de 2000, aprobó la siguiente

RESOLUCIÓN

“Que las Cortes de Castilla y León insten a la Junta
de Castilla y León, para la edificación de una nueva
Escuela de Idiomas con aforo adecuado a la demanda y a
las necesidades requeridas para la finalidad educativa y
formativa de la Escuela, así como el cumplimiento que la
propia ley exige en los edificios públicos.”

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 407-I1

PRESIDENCIA

La Comisión de Educación y Cultura de las Cortes de
Castilla y León, en Sesión celebrada el día 14 de junio de

2001, rechazó la Proposición No de Ley, P.N.L. 407-I1,
presentada por la Procuradora D.ª Concepción Martínez
de Miguel, relativa a realización de un Estudio, cataloga-
ción y protección de restos paleontológicos e Icnitas en
Trebago y Almarza, publicada en el Boletín Oficial de
las Cortes de Castilla y León, N.º 94, de 18 de octubre de
2000.
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De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 14 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 488-I1

PRESIDENCIA

La Comisión de Medio Ambiente de las Cortes de
Castilla y León, en Sesión celebrada el día 13 de junio de

2001, rechazó la Proposición No de Ley, P.N.L. 488-I1,
presentada por el Procurador D. Antonio Losa Torres,
relativa a homogeneización de los criterios de las Comi-
siones Provinciales de Actividades Clasificadas respecto
al establecimiento de «bases de redes de telefonía
móvil», considerándolas no exentas y declarando su
sometimiento a la Ley, publicada en el Boletín Oficial de
las Cortes de Castilla y León, N.º 121, de 27 de febrero
de 2001.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 13 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 509-II

PRESIDENCIA

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento de
las Cortes de Castilla y León, se ordena la publicación de
la Enmienda presentada por el Grupo Parlamentario
Popular a la Proposición No de Ley, P.N.L. 509-II, for-
mulada por los Procuradores D. Jesús Málaga Guerrero,
D.ª M.ª Luisa Puente Canosa, D. Cipriano González Her-
nández y D. José Yáñez Rodríguez, relativa a creación
de un Programa de Termalismo ambulatorio, en el Bal-
neario de Ledesma, publicada en el Boletín Oficial de las
Cortes de Castilla y León, N.º 130, de 26 de marzo de
2001.

Castillo de Fuensaldaña, a 13 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

EL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
el artículo 159.2 del Reglamento de la Cámara, presenta
la siguiente ENMIENDA DE SUSTITUCIÓN a la
P.N.L. n° 509-I relativa a creación de un Programa de
Termalismo ambulatorio, en el Balneario de Ledesma.

Se propone la siguiente PROPUESTA DE RESOLU-
CIÓN:

“Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a:

1.- Elaborar los estudios técnicos precisos para la
puesta en marcha de un programa de termalismo social
en el ámbito de la Comunidad.

2.- Facilitar, a través del Club de los 60, el acceso de
las personas mayores de Castilla y León a los programas
de termalismo social gestionados por IMSERSO.”

Fuensaldaña, 12 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Francisco Javier Vázquez Requero

P.N.L. 509-III

APROBACIÓN POR LA COMISIÓN DE
SANIDAD Y BIENESTAR SOCIAL

La Comisión de Sanidad y Bienestar Social de las
Cortes de Castilla y León en Sesión celebrada el 13 de
junio de 2001, con motivo del debate de la Proposición
No de Ley, P.N.L. 509-III, presentada por los Procurado-
res D. Jesús Málaga Guerrero, D.ª M.ª Luisa Puente
Canosa, D. Cipriano González Hernández y D. José
Yáñez Rodríguez, relativa a creación de un Programa de
Termalismo ambulatorio, en el Balneario de Ledesma,
publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, N.º 130, de 26 de marzo de 2001, aprobó la
siguiente

RESOLUCIÓN

“Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a: Elaborar los estudios técnicos precisos
para la puesta en marcha de un programa de termalismo
social en el ámbito de la Comunidad, ampliándolo en
régimen de internado y externado para todos los balnea-
rios de la Comunidad.”

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 13 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos
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P.N.L. 542-I1

PRESIDENCIA

Con fecha 20 de junio de 2001, el Procurador D.
Jesús Málaga Guerrero retiró la Proposición No de Ley,

P.N.L. 542-I1, relativa a consulta con la Sociedad Caste-
llano Astur Leonesa de Pediatría sobre el interés de la
vacunación universal para la población infantil, publica-
da en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León,
N.º 145, de 22 de mayo de 2001.

Publíquese en el Boletín Oficial de las Cortes de Cas-
tilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 20 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 543-I1

PRESIDENCIA

Con fecha 20 de junio de 2001, la Procuradora D.ª
M.ª Luisa Puente Canosa retiró la Proposición No de

Ley, P.N.L. 543-I1, relativa a incremento de médicos y
dotación de servicios al Centro de Salud del Barrio de
Pizarrales de Salamanca, publicada en el Boletín Oficial
de las Cortes de Castilla y León, N.º 145, de 22 de mayo
de 2001.

Publíquese en el Boletín Oficial de las Cortes de Cas-
tilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 20 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

P.N.L. 576-I a P.N.L. 579-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 20 de junio de 2001, ha admitido a trámite las
Proposiciones No de Ley, P.N.L. 576-I a P.N.L. 579-I,
que a continuación se insertan.

De conformidad con el artículo 159 del Reglamento
se ha ordenado su publicación.

Los Grupos Parlamentarios podrán presentar enmien-
das hasta seis horas antes del comienzo de la Sesión en
que dichas Proposiciones No de Ley hayan de debatirse.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena su publica-
ción en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y
León, de conformidad con el artículo 64 del Reglamento.

Castillo de Fuensaldaña, a 20 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

P.N.L. 576-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

Rosario Velasco García, Felipe Lubián Lubián y
Antonio Canedo Aller, Procuradores pertenecientes al
GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de las Cor-
tes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en los
artículos 158 y siguientes del Reglamento de la Cámara,
formulan la siguiente PROPOSICIÓN NO DE LEY para
su debate y votación ante la Comisión de Educación y
Cultura:

ANTECEDENTES

La Escuela Oficial de Idiomas de Ponferrada, depen-
diente de la Consejería de Educación y Cultura, cuenta
en la actualidad con 1.350 alumnos.

Estos alumnos están matriculados en las modalidades
de inglés, francés y alemán.

Encuestas realizadas entre el alumnado de este Cen-
tro sobre posibilidades de estudio de otras lenguas,
ponen de manifiesto que un amplio porcentaje de los
alumnos muestra interés por el estudio de la lengua
gallega.

Dado que en el Noroeste de la Comunidad Autónoma
se utiliza ese idioma habitualmente, se presenta, se for-
mula la siguiente PROPUESTA DE RESOLUCIÓN:

“Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León para que realice los trámites necesarios
para que la Escuela Oficial de Idiomas de Ponferrada
oferte el estudio de la lengua gallega, a partir del próxi-
mo curso académico”.

Fuensaldaña a 14 de junio de 2001.

LOS PROCURADORES,

Fdo.: Rosario Velasco

Felipe Lubián

Antonio Canedo

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez
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P.N.L. 577-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
en los artículos 158 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE
LEY para su debate y votación ante la Comisión de
Medio Ambiente

ANTECEDENTES

El día 14 de junio de 2001, la central sindical Unión
General de Trabajadores denunciaba a la Delegacion
Territorial de la Junta de Castilla y León en León por
archivar la denuncia formulada por seis agentes de la
Guardia Civil, tres agentes del Parque Nacional de Picos
de Europa y tres agentes forestales de la Junta de Castilla
y León.

En la denuncia se reflejaba cómo por la guardería del
parque se observó que dos personas introducían un jabalí
en el maletero de un coche que no pudo ser detenido y
cómo al día siguiente uno de sus ocupantes arrojaba un
saco a un contenedor con la piel y la cabeza de un jabalí.
Señalaba también que un día después, detenido el vehí-
culo por la Guardia Civil se encontraba en su interior una
pierna de jabalí.

Resulta cuanto menos difícil de entender que con
todos estos antecedentes la Delegación Territorial de la
Junta de Castilla y León haya ordenado el archivo del
expediente, a no ser que el mismo derive de circunstan-
cias ajenas al mismo.

Por lo expuesto, se formula la siguiente PROPUES-
TA DE RESOLUCIÓN:

1.- Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a realizar una investigación sobre los
hechos denunciados con fecha 16 de febrero de 2001 por
la Guardería del Parque Nacional de Picos de Europa,
por la Guardia Civil y por la Guardería de la Junta de
Castilla y León referentes a infracciones de la Ley de
Caza en el Parque Nacional de Picos de Europa así como
a realizar una investigación sobre las circunstancias en
las que se ha producido el archivo de la citada denuncia,
depurándose si procede, en ambos casos, las responsabi-
lidades a que hubiera lugar.

Fuensaldaña a 15 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

P.N.L. 578-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

EL GRUPO PARLAMENTARIO POPULAR de las
Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido en
el art. 158 del Reglamento de la Cámara presenta la
siguiente PROPOSICIÓN NO DE LEY para su debate y
votación ante la Comisión de Sanidad.

ANTECEDENTES:

Las características de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León plantean algunos retos que es necesario
resolver desde el punto de vista de la accesibilidad a los
servicios sanitarios. Si bien el despliegue de recursos en
Atención Primaria ha permitido dar una respuesta razo-
nable en algunas zonas es preciso mejorar la accesibili-
dad a los servicios de Atención Especializada. Concreta-
mente se plantean algunos problemas para los ciudada-
nos de la comarca de Benavente para cuya resolución es
necesario incrementar el número de recursos existentes
en la actualidad.

Por todo ello, se formula la siguiente PROPUESTA
DE RESOLUCIÓN:

“Teniendo en cuenta los proyectos anunciados por la
Junta de Castilla y León, las Cortes de Castilla y León
instan a la Junta de Castilla y León a:

1.- Mejorar en el presente año el transporte sanitario
urgente con la sustitución de la actual UVI Móvil por
una UVI Medicalizada integrada en el 061.

2.- Mejorar y ampliar la infraestructura y la dotación
del Servicio de Urgencias del Hospital Comarcal de
Benavente.

3.- Iniciar con la mayor rapidez posible la construc-
ción del Centro de Salud de Benavente Norte y del Cen-
tro de Especialidades, entre tanto, instar al Insalud para
el incremento de consultas de especialistas en la comarca
de Benavente.

4.- Facilitar nuevos medios diagnósticos que permi-
tan, cuando la tecnología lo haga posible, evitar el trasla-
do de los ciudadanos a los hospitales públicos de Zamo-
ra”.

Fuensaldaña, 15 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ 

Fdo.: Francisco Javier Vázquez Requero

P.N.L. 579-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

El GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA de
las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo establecido
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en los artículos 158 y siguientes del Reglamento de la
Cámara presenta la siguiente PROPOSICIÓN NO DE
LEY para su debate y votación ante el PLENO

ANTECEDENTES

La diabetes mellitus es un síndrome complejo y hete-
rogéneo, caracterizado por una insuficiencia relativa o
absoluta de la secreción de insulina y por una insensibili-
dad o resistencia concomitante de los tejidos diana a su
acción metabólica. La evolución de la propia enfermedad
produce complicaciones agudas (ceteoacidosis, hiperos-
molaridad grave) y crónicas (microangiopatías, macroan-
giopatías y neuropatías).

La diabetes mellitus es la enfermedad endocrina más
frecuente y su prevalencia en población general suele
considerarse del 2%, pero si seleccionamos personas
mayores de 40 años estaríamos en niveles del 6%, y si
nos referimos a los pacientes clasificados como insulin
dependientes alcanzarían el 0.2% al 0.5% de la pobla-
ción general.

Los anteriores datos sugieren que son muchos los
ciudadanos de Castilla y León que están afectados por el
Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, por el que se
aprobó el Reglamento General de Conductores, y que en
su anexo IV se refiere a los requisitos que deben cumplir
los diabéticos para obtener o renovar su permiso de con-
ducir.

Esta regulación obliga a los diabéticos a renovar cada
6 meses o un año su permiso de conducir, lo que no pare-
ce tener suficiente justificación general en la propia
enfermedad, y al mismo tiempo genera gastos y trámites
que les produce una situación discriminatoria con respec-
to a otros ciudadanos.

Por lo expuesto, se formula la siguiente PROPUES-
TA DE RESOLUCIÓN:

“Las Cortes de Castilla y León instan a la Junta de
Castilla y León a que a su vez inste al Ministerio del
Interior a:

1°.- Que se modifique el citado Reglamento General
de Conductores, de forma que los diabéticos no precisen
renovaciones de sus permisos cada 6 meses o un año.

2°.- Que mientras se modifica oficialmente el Regla-
mento se considere prorrogado su permiso de conducir
en términos similares al resto de los ciudadanos.

3°.- Que en el nuevo reglamento se considere, en la
valoración de su estado de salud, el informe del médico
responsable del control endocrino del diabético, como un
elemento de seguridad adicional.

4°.- Que la consideración de los controles a los que
se deban someter los diabéticos dependa del grado e
importancia de sus complicaciones, es decir, de las
deficiencias que realmente tenga cada ciudadano, sea
diabético o no.

Fuensaldaña a 18 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

III. ACUERDOS Y COMUNICACIONES.

Acuerdos.

CORRECCIÓN DE ERRORES

Advertido error en la publicación del escrito de opo-
sición a la creación de una Comisión de Investigación
sobre el proceso de resolución del concurso público para
la adjudicación de dos Casinos de Juego en la Comuni-
dad de Castilla y León (BOCCyL n.º 151, de 18 de junio
de 2001), se publica a continuación la oportuna rectifica-
ción:

- Página 8483, primera columna, líneas 41 y 42:

donce dice: “EL PORTAVOZ

Fdo.:José Francisco Martín Martínez”

debe decir:  “EL PORTAVOZ

Fdo.: Francisco Javier Vázquez Requero”

Cambios habidos en la Composición de las Comi-
siones.

La Comisión de Estatuto de las Cortes de Castilla y
León, en Sesión celebrada el día 15 de junio de 2001,
procedió a la elección de Secretario de la referida Comi-
sión, en sustitución de D. José F. Martín Martínez, resul-
tando elegido el Ilmo. Sr. D.

- Antonio Losa Torres (Grupo P. Socialista).

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 15 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos



859126 de Junio de 2001B.O. Cortes C. y L. N.º 152

IV.INTERPELACIONES, MOCIONES, PREGUN-

TAS Y CONTESTACIONES.

Preguntas con respuesta Oral ante el Pleno (P.O.).

P.O. 542-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-

nión de 20 de junio de 2001, ha admitido a trámite la

Pregunta con respuesta Oral ante el Pleno formulada a la

Junta de Castilla y León, P.O. 542-I, que a continuación

se inserta.

Con esta misma fecha se remite a la Junta de Castilla

y León.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se

ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes

de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 20 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

P.O. 542-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 

CASTILLA Y LEÓN

Cipriano González Hernández, Procurador pertene-

ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA

de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-

cido en los artículos 150 y siguientes del Reglamento de

la Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la

siguiente pregunta para su contestación oral ante el

Pleno:

¿Cuáles son las razones para que se haya autorizado a

152 Centros Concertados a sobrepasar el n° de alumnos

permitidos por Centro?

Fuensaldaña a 14 de junio de 2001.

El PROCURADOR,

Fdo.: Cipriano González Hernández

Preguntas con respuesta Escrita (P.E.).

P.E. 1872-I1, P.E. 1880-I1,
P.E. 1895-I1, P.E. 1900-I1 y
P.E. 1901-I1

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión del día 20 de junio de 2001, a solicitud motivada de
la Junta de Castilla y León, y de conformidad con el artí-
culo 155 del Reglamento de la Cámara, ha acordado pro-
rrogar por veinte días más la contestación a las Preguntas
con respuesta Escrita relacionadas en el Anexo, publica-
das en el Boletín Oficial de las Cortes de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 20 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo

ANEXO

P.E. 2027-I a P.E. 2030-I

PRESIDENCIA

La Mesa de las Cortes de Castilla y León, en su reu-
nión de 20 de junio de 2001, ha admitido a trámite las
Preguntas con respuesta Escrita formuladas a la Junta de
Castilla y León, P.E. 2027-I a P.E. 2030-I, que a conti-
nuación se insertan.

Con esta misma fecha se remiten a la Junta de Casti-
lla y León.

De conformidad con el artículo 64 del Reglamento se
ordena su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes
de Castilla y León.

Castillo de Fuensaldaña, a 20 de junio de 2001.

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos

EL SECRETARIO DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Francisco J. Aguilar Cañedo
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P.E. 2027-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

D. Juan Carlos Rad Moradillo, Procurador pertene-
ciente al Grupo Mixto en las Cortes de Castilla y León
por el partido Tierra Comunera-Partido Nacionalista
Castellano, al amparo de lo establecido en los artículos
150 y siguientes del Reglamento de la Cámara, presenta
la siguiente pregunta para su contestación escrita.

ANTECEDENTES

En La Horcajada (Burgos) los trámites para la reali-
zación de la Concentración Parcelaria se encuentran
paralizados desde hace un buen número de años y todo
ello con absoluto desconocimiento de las causas por
parte de los propios vecinos del pueblo. El propio Ayun-
tamiento desconoce el estado de ejecución del expedien-
te, ni de la existencia de alegaciones o problemas por
algún propietario que haya desaconsejado su realización.

Por todo ello, se pregunta a la Junta de Castilla y
León:

¿Estado en que se encuentra el expediente de concen-
tración parcelaria de La Horcajada (Burgos) y fecha pro-
bable para su realización?

Fuensaldaña a 13 de Junio de 2001.

El PROCURADOR

Fdo.: J. Carlos Rad Moradillo

P.E. 2028-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José Francisco Martín Martínez, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
cido en el artículo 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la siguien-
te pregunta para su contestación por escrito:

ANTECEDENTES

La excesiva generacion de purines de cerdo en muni-
cipios de nuestra Comunidad Autónoma, particularmente
en las provincias de Segovia y Valladolid, requiere de la
instalación de plantas de tratamiento que eviten en lo
posible los graves efectos contaminantes de este tipo de
residuos.

En la actualidad se está tramitando el expediente de
autorización de una planta de tratamiento en el munici-
pio de Pedrajas de San Esteban (Valladolid).

Por ello se formula la siguiente pregunta:

¿Cuál es el censo de ganado porcino del municipio de
Pedrajas de San Esteban (Valladolid) y de acuerdo con el
mismo el volumen anual de purines generados en el ter-
mino municipal?

Fuensaldaña a 13 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

P.E. 2029-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José Francisco Martín Martínez, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-
cido en el artículo 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la siguien-
te pregunta para su contestación por escrito:

ANTECEDENTES

La excesiva generación de purines de cerdo en muni-
cipios de nuestra Comunidad Autónoma, particularmente
en las provincias de Segovia y Valladolid, requiere de la
instalación de plantas de tratamiento que eviten en lo
posible los graves efectos contaminantes de este tipo de
residuos.

En la actualidad se está tramitando el expediente de
autorización de una planta de tratamiento en el munici-
pio de Pedrajas de San Esteban (Valladolid).

Por ello se formula la siguiente pregunta:

¿Cuál es la capacidad anual de tratamiento de purines
de la planta prevista en Pedrajas de San Esteban (Valla-
dolid)?

¿Cuál es el origen, de acuerdo con la documentación
aportada por la empresa solicitante de la autorización, de
los purines a tratar en la planta de Pedrajas de San Este-
ban?

Fuensaldaña a 13 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

P.E. 2030-I

A LA MESA DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN

José Francisco Martín Martínez, Procurador pertene-
ciente al GRUPO PARLAMENTARIO SOCIALISTA
de las Cortes de Castilla y León, al amparo de lo estable-



859326 de Junio de 2001B.O. Cortes C. y L. N.º 152

cido en el artículo 150 y siguientes del Reglamento de la
Cámara, formula a la Junta de Castilla y León la siguien-
te pregunta para su contestación por escrito:

ANTECEDENTES

La excesiva generación de purines de cerdo en muni-
cipios de nuestra Comunidad Autónoma, particularmente
en las provincias de Segovia y Valladolid, requiere de la
instalación de plantas de tratamiento que eviten en lo
posible los graves efectos contaminantes de este tipo de
residuos.

En la actualidad se está tramitando el expediente de
autorización de una planta de tratamiento en el munici-
pio de Pedrajas de San Esteban (Valladolid).

Por ello se formula la siguiente pregunta:

¿Considera adecuado la Junta de Castilla y León rea-
lizar el tratamiento de purines en municipios distintos a
aquellos en los que se generan en su mayor parte?

¿Considera adecuada la Junta de Castilla y León la
instalación de la planta de tratamiento de purines en
Pedrajas de San Esteban a pesar de haber manifestado
por escrito su oposición a la misma 1.500 vecinos del
municipio y de preverse su construcción en una parcela
situada a menos de 1.500 metros del casco urbano y en
zona de vientos dominantes?

¿Cómo piensa evitar la Junta de Castilla y León los
perjuicios que a los vecinos de Pedrajas de San Esteban
ocasionaría la construcción de la citada planta?

Fuensaldaña a 13 de junio de 2001.

EL PORTAVOZ

Fdo.: José Francisco Martín Martínez

V. ORGANIZACIÓN DE LAS CORTES.

ACUERDO DE LA MESA DE LAS CORTES DE
CASTILLA Y LEÓN, POR EL QUE SE ANUNCIA

CONCURSO PARA LA CONTRATACIÓN DE
PROYECTO ARQUITECTÓNICO POR EL SISTEMA

DE CONCURSO DE IDEAS, EN MODALIDAD
RESTRINGIDA, CON INTERVENCIÓN DE JURADO
PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LA NUEVA SEDE

DE LAS CORTES DE CASTILLA Y LEÓN

1. Entidad adjudicadora:

Cortes de Castilla y León

2. Objeto del contrato:

Proyecto de ideas arquitectónicas con jurado, en
modalidad restringida, citado en el encabezamiento.

Lugar: Valladolid.

3. Premios:

1. El primer premio del concurso para la nueva sede
de las Cortes de Castilla y León consistirá en:

a) El encargo para redactar el Proyecto Básico y
de Ejecución de la nueva sede de las Cortes de
Castilla y León, cuyos honorarios se determi-
narán con arreglo a los baremos orientativos
del Colegio Oficial de Arquitectos de León y
del Colegio Oficial de Arquitectos de Castilla
y León Este.

b) Una retribución de 35.000 euros (5.823.510
pesetas), como anticipo de los honorarios esta-
blecidos en el apartado anterior.

2. Los premios segundo y tercero y los dos accésit
del concurso para la nueva sede de las Cortes de
Castilla y León consistirán en retribuciones de,
respectivamente:

a) El segundo premio, 25.000 euros (4.159.650
pesetas).

b) El tercer premio, 20.000 euros (3.327.720
pesetas).

c) Los dos accésit, 15.000 euros (2.495.790 pese-
tas) cada uno.

4. Obtención de documentación e Información:

A efectos de comunicaciones, consultas, petición y
entrega de documentación y demás aspectos relacio-
nados con este concurso, los datos del organismo
convocante son los siguientes:

Dirección: 

Secretaría del Concurso “Nueva Sede de las Cortes
de Castilla y León”

Castillo de Fuensaldaña, 47194 Fuensaldaña (Valla-
dolid).

Teléfono: +34.983.421.500

Telefax: +34.983.421.546

Correo-e: nuevasede@ccyl.es

Página web: www.nuevasede.ccyl.es

5. Fases y calendario:

1. El concurso para la nueva sede de las Cortes de
Castilla y León se desarrollará en dos fases:

1ª fase: Concurso de Ideas.

2ª fase: Concurso de Anteproyectos.

2. Durante la 1ª fase (concurso de ideas) podrán
presentarse propuestas para la definición concep-
tual de la nueva sede de las Cortes de Castilla y
León hasta las 14 horas del 1 de octubre de 2001.
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3. De entre las propuestas presentadas al concurso
de ideas, el Jurado realizará una primera selección
con aquellas que por cualquier causa resulten más
interesantes, representativas o singulares, a fin de
que puedan ser mostradas en una exposición
abierta al público en general, sin coste alguno
para sus autores.

4. De entre las propuestas presentadas al concurso
de ideas, el Jurado seleccionará las cinco que con-
sidere más adecuadas al objeto del concurso,
antes del 20 de noviembre de 2001. Los autores
de estas propuestas seleccionadas serán invitados
a participar en la 2ª fase (concurso de anteproyec-
tos).

5. En caso de que a juicio del Jurado existieran
menos de cinco propuestas aptas para ser selec-
cionadas conforme a lo señalado en el apartado
anterior, el organismo convocante podrá invitar a
participar en la 2ª fase (concurso de anteproyec-
tos) a uno o varios arquitectos de reconocido pres-

tigio, hasta alcanzar el número de cinco partici-
pantes en dicha fase.

6. Durante la 2ª fase (concurso de anteproyectos),
quienes hubieran sido seleccionados o invitados
conforme a lo señalado en los apartados anterio-
res podrán elaborar y presentar sus anteproyectos
hasta las 14 horas del 30 de marzo de 2002.

7. Las propuestas presentadas al concurso de ante-
proyectos podrán ser mostradas en una exposición
abierta al público en general, sin coste alguno
para sus autores.

8. De entre las propuestas presentadas al concurso
de anteproyectos, el Jurado seleccionará al gana-
dor del concurso y asimismo adjudicará los pre-
mios segundo y tercero, así como dos accésit,
antes del 30 de abril de 2002.

Fuensaldaña, a 20 de junio de 2001

EL PRESIDENTE DE LAS CORTES DE 
CASTILLA Y LEÓN,

Fdo.: Manuel Estella Hoyos


